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Ref: Acción de simple nulidad contra la 
Resolución 001 del 5 de enero de 2018 
proferida por el Instituto de Movilidad y 
Transporte del Municipio de Tame -IMTI A-

Demandante: Sara Helena Trujillo 
Hernández. 
Demandado: MUNICIPIO DE T AME
Instituto de Movilidad y Transporte - IMTT A-

SARA HELENA TRUJILLO HERNÁNDEZ abogada identificada con la 
cédula de ciudadanía número 65.772.912 de !bagué y la tarjeta profesional 
número 110.949 expedida por el CSJ, manifiesto a Ustedes que en ejercicio de 
la acción de nulidad consagrada en ~] artículo 137 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, instauro el 
medio de control de Nulidad en contra del siguiente acto administrativo: 

Resolución No. 001 de 2018: Expedida el 5 de enero del 2018 "Por la cual se 
restringe el tránsito de vehículos de modalidad de carga pesada, extra pesada, 
extra dimensionada y de hidrocarburos dentro del caso urbano del Municipio 
de Tame, en el Departamento de Arauca", proferido por el Director del 
INSTITUTO DE MOVILIDAD Y TRANSPORTE de Tame, Arauca. 

DEMANDANTE: Sara Helena Trujillo Hernández. 

DEMANDADO: MUNICIPIO DE TAME, ARAUCA (INSTITUTO DE 
MOVILIDAD Y TRANSPORTE -IMTTA-) . Representado legalmente por el 
señor Alcalde Hernán Darío Camacho Sarmiento, o quien.haga sus veces. 

SOLICITUD DE SUSPENSIÓN PROVISIONAL DE LOS EFECTOS DE 
LAS NORMAS ACUSADAS. 

(Art. 230 N. 3 del CPACA) 

Con base en el artículo 230 y concordantes del CP ACA, muy comedidamente 
solicitamos que el H. Juez Administrativo decrete la suspensión provisional de 
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los efectos de acto administrativo acusado toda vez que, como 
comprobaremos, se dan los requisitos para que la misma proceda, ya que es 
evidente la grave violación de las normas superiores invocadas como violadas, 
violación que surge del análisis entre el acto demandado y las normas 
invocadas. 

Para comprobar la procedencia de la presente solicitud de suspensión 
provisional de los efectos del acto demandado, nos permitimos presentar un 
cuadro comparativo de la norma acusada con las normas superiores de rango 
constitucional y legal vulneradas de manera manifiesta. Con una simple 
comparación se puede ver que el acto administrativo señalado en la columna 
de la izquierda vulnera directamente las normas Constitucionales, legales y 
reglamentarias indicadas en la columna comparativa a la derecha de manera 
clara y directa y sin necesidad de un análisis exhaustivo propio del fallo final. 

En efecto, del artículo 231 de la Ley 1437 de 2011, se concluye que procede la 
suspensión provisional cuando la violación de las normas alegadas como 
violadas surja del análisis del acto demandado y su confrontación con las 
normas superiores invocadas como violadas o del estudio de las pruebas 
allegadas con la solicitud, sin necesidad de demostrar una infracción 
ostensible de la ley, aunque sí evidenciar dicha vulneración o contradicción 
normativa. 

A. CONFRONTACIÓN CON LAS NORMAS SUPERIORES, 
constitucionales y legales. 

A continuación, se hace un cuadro para evidenciar en paralelo el contenido de 
la resolución demandada con las normas confrontadas, y posteriormente se 
realizará el respectivo análisis y demostración de la confrontación. Todo lo 
cual permitirá a su honorable Señoría evidenciar que SE DAN LOS 
REQUISITOS LEGALES PARA LA PROCEDENCIA DE LA SOLICITUD DE 
SUSPENSIÓN PROVISIONAL. 

Veamos: 

NORMA IMPUGNADA CUYA DISPOSICIONES VULNERADAS 
SUSPENSIÓN PROVISIONAL 

SE SOLICITA 
Resolución 001 de 2018. LAS CONSTITUCIONALES 

Artículo primero: Autorizar para el Artículo 6° .-
tránsito de vehículos de modalidad de Los particulares sólo son responsables ante las autoridades 

carga pesada, extra pesada, extra por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores 

dimensionada y de hidrocarburos, públicos lo son por la misma causa y por omisión o 

dentro del casco urbano del municipio extralimitación en el ejercicio de sus funciones. 

de Tame, la vía que va desde la entrada 
que conecta al municipio de Tame con Artículo 13. 
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el municipio de Fortul, por la Calle 14, 
girando a la izquierda por la Carrera 8, 
girando a la derecha por la Calle 13 
hasta llegar a la Carrera 19 y girar a la 
izquierda por la Carrera 19 hasta salir 
del municipio por la vía que conduce a 
Puerto San Salvador. Y en sentido 
contrario según sea el ingreso del 
vehículo al municipio de Tame. 
Artículo segundo: Ordénese la 
restricción de la circulación de los 
vehículos de modalidad de carga 
pesada, extra pesada, extra 
dimensionada y de hidrocarburos 
dentro del casco urbano del municipio 
de Tame, desde el día 5 de enero del 
2018, así las cosas, se permitirá el 
tránsito de vehículos con carga pesada, 
extra pesada, extra dimensionada y de 
hidrocarburos, por las vías autorizadas 
por el IMTI A en la presente resolución, 
dentro del horario de 2:30 p.m. a 5 pm. 

Artículo segundo (sic): Los vehículos 
automotores de modalidad de carga 
pesada, extra pesada, extra 
dimensionada y de hidrocarburos, 
podrán circular dentro de la vía 
autorizada en el casco urbano del 
municipio de Tame en el horario 
comprendido de 2:30 p.m. y 5 p.m. 

Artículo tercero: Coordinar con la 
dirección de Movilidad y Transporte 
del Municipio de Tame, la Policía de 
Vigilancia, los agentes de Policía de 
Tránsito y puesto de control del Ejército 
Nacional ubicado en el sector de 
Naranjito y la "Y" de Betoyes, el apoyo 
necesario para el control del flujo 
vehicular. 

Artículo 4°: Divulgar el cierre de la vía 
mediante medios televisivos, radiales o 
de prensa. 

Artículo 5° Advertirle a las empresas 
prestadoras del servicio de transporte 
de carga pesada, extra pesada, extra 
dimensionada y de hidrocarburos de 
las restricciones. 

ABOGADOS 
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DISPOSICIONES VULNERADAS 

Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán 
la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de 
los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna 
discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o 
familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 
El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad 
sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos 
discriminados o marginados. 
El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que 
por su condición económica, física o mental, se encuentren en 
circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos 
o maltratos que contra ellas se cometan. 

Artículo 24. 
Todo colombiano, con las limitaciones que establezca la ley, 
tiene derecho a circular libremente por el territorio nacional, 
a entrar y salir de él, y a permanecer y residenciarse en 
Colombia. 

Artículo 25. 
El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en 
todas sus modalidades, de la especial protección del Estado. 
Toda persona tiene derecho a un trabajo en condiciones 
dignas y justas. 

Artículo 63. 

Los bienes de uso público, los parques naturales, las tier 
comunales de grupos étnicos, las tierras de resguardo, 
patrimonio arqueológico de la Nación y los demás bienes 4 
determine la ley, son inalienables, imprescriptible 
inembargables. ~· 

""' 
Artículo 121 ° .-
Ninguna autoridad del Estado podrá ejercer funciones 
distintas de las que le atribuyen la Constitución y la ley. 

.J 
Artículo 123 ° .- 1 
Son servidores públicos los miembros de las corporacione~ 
públicas, los empleados y trabajadores del Estado y de sus 
entidades descentralizadas territorialmente y por servicios. 
Los servidores públicos están al servicio del Estado y de la 
comunidad; ejercerán sus funciones en la forma prevista por 
la Constitución, la ley y el reglamento. 
La ley determinará el régimen aplicable a los particulares que 
temporalmente desempeñen funciones públicas y regulará su 
ejercicio. 

Artículo 333°.-

La actividad económica y la iniciativa privada son libres, 
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Artículo 6° La presente resolución rige 
a partir de la fecha de expedición. 

A B O G A D O S 
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DISPOSICIONES VULNERADAS 

dentro de los límites del bien común. Para su ejercicio, nadie 
podrá exigir permisos previos ni requisitos, sin autorización 
de la ley. 
( .. . ) 

LAS LEGALES 

Ley 769 de 2002, Por la cual se expide el Código Nacional 
de Tránsito Terrestre y se dictan otras disposiciones. 

Artículo 1.-
AMBITO DE APLICACIÓN Y PRINCIPIOS. <Artículo 

modificado por el artículo 1 de la Ley 1383 de 2010. El nuevo 
texto es el siguiente:> Las normas del presente Código rigen 
en todo el territorio nacional y regulan la circulación de los 
peatones, usuarios, pasajeros, conductores, motociclistas, 
ciclistas, agentes de tránsito, y vehículos por las vías públicas 
o privadas que están abiertas al público, o en las vías 
privadas, que internamente circulen vehículos; así como Ja 
actuación y procedimientos de las autoridades de tránsito. 

En desarrollo de lo dispuesto por el artículo 24 de la 
Constitución Política, todo colombiano tiene derecho a 
circular libremente por el territorio nacional, pero está sujeto i\-. ·' 
a la intervención y reglamentación de las autoridades para ~ 
garantía de la seguridad y comodidad de los habitantest/1~--....._ · 
especialmente de los peatones y de los discapacitados físicos [ \ 
y mentales, para la preservación de un ambiente sano y la 
protección del uso común del espacio público. 

ARTÍCULO 6º. 
Organismos de tránsito. Serán organismos de tránsito en su 
respectiva jurisdicción: 
a) Los departamentos administrativos, institutos distritales 
y/ o municipales de tránsito; 
b) Los designados por la autoridad local única y 
exclusivamente en los municipios donde no hay autoridad 
de tránsito; 
c) Las secretarías municipales de tránsito dentro del área 
urbana de su respectivo municipio y los corregimientos; 
d) Las secretarías distritales de tránsito dentro del área 
urbana de los distritos especiales; 
e) Las secretarías departamentales de tránsito o el organismo 
designado por la autoridad, única y exclusivamente en los 
municipios donde no haya autoridad de tránsito. 

PARÁGRAFO lo. En el ámbito nacional será competente el 
Ministerio de Transporte y los organismos de tránsito en su 
respectiva jurisdicción para cumplir las funciones que les 
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sean asignadas en este código. 
PARÁGRAFO 2o. Le corresponde a la Policía Nacional en su 
cuerpo especializado de carreteras el control de las normas 
de tránsito y la aplicación de este código en todas las 
carreteras nacionales por fuer a del perímetro urbano de los 
municipios y distritos. 
PARÁGRAFO 3o. Los gobernadores y los alcaldes, las 
Asambleas Departamentales y los Concejos Municipales, no 
podrán, en ningún caso, dictar normas de tránsito de carácter 
permanente, gue impliguen adiciones o modificaciones al 
código de tránsito. [Texto subrayado declarado EXEQUIBLE 
por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-568 de 
2003] 
Los Alcaldes dentro de su respectiva jurisdicción deberán 
expedir las normas y tomarán las medidas necesarias para el 
mejor ordenamiento del tránsito de personas, animales y 
vehículos por las vías públicas con sujeción a las 
disposiciones del presente código. 
No obstante los alcaldes de municipios vecinos o colindantes 
podrán suscribir convenios interadrninistrativos para ejercer 
en forma conjunta, total o parcialmente, las funciones de 
tránsito que le correspondan a cada uno de ellos, dentro de 
las respectivas jurisdicciones que los compongan. 

ARTÍCULO 7º. 
CUMPLIMIENTO RÉGIMEN NORMATIVO. Las 
autoridades de tránsito velarán por la seg!:!ridad de las 
personas y las cosas en la vía pública y privadas abiertas al 
público. Sus funciones serán de carácter regula torio y 
sancionatorio y sus acciones deben ser orientadas a la 
prevención y la asistencia técnica y humana a los usuarios de 
las vías. 

Artículo 119.-
JURISDICCIÓN Y FACULTADES. Sólo las autoridades de 
tránsito, dentro del territorio de su jurisdicción, podrán 
ordenar el cierre temporal de vías, la demarcación de zonas, 
la colocación o retiro de señales, o impedir, limitar o 
restringir el tránsito o estacionamiento de vehículos por 
determinadas vías o espacios públicos. 

LEY 105 DE 1993 Por la cual se dictan disposiciones básicas 
sobre el transporte, se redistribuyen competencias y 
recursos entre la Nación y las Entidades Territoriales, se 
reglamenta la planeación en el sector transporte y se dictan 
otras disposiciones. 

Artículo 3°.- Principios del transporte público. El transporte 
público es una industria encaminada a garantizar la 
movilización de personas o cosas por medio de vehículos 
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apropiados a cada una de las infraestructuras del sector, en 
condiciones de libertad de acceso, calidad y seguridad de 
los usuarios sujeto a una contraprestación económica y se 
regirá por los siguientes principios: 
l. DEL ACCESO AL TRANSPORTE: 
El cual implica: 
a. Que el usuario pueda transportarse a través del medio y 
modo que escoja en buenas condiciones de acceso, 
comodidad, calidad y seguridad. 
( .. . ) 
6 .DE LA LIBERTAD DE EMPRESA: 
Para la constitución de empresas o de formas asociativas de 
transporte no se podrán exigir otros requisitos que los 
establecidos en las normas legales y en los reglamentos 
respectivos. 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, para 
acceder a la prestación del servicio público, las empresas, 
formas asociativas de transporte y de economía solidaria 
deberán estar habilitadas por el Estado. Para asumir esa 
responsabilidad, acreditarán condiciones que demuestren 
capacidad técnica, operativa, financiera, de seguridad y 
procedencia del capital aportado. 
Las autoridades sólo podrán aplicar las restricciones a la 
iniciativa privada establecidas en la Ley, que tiendan a evitar 
la competencia desleal, el abuso que personas o empresas 
hagan de su posición dominante en el mercado, para 
garantizar la eficiencia del sistema y el principio ·7 ., 

seguridad. Co( · 

El Gobierno Nacional a través del Ministerio de Transpo{f!e 
0 

sus organismos adscritos reglamentará las condiciond de 
carácter técnico u operativo para la prestación del se~cio, 

1•1;1'4TA 
con base en estudios de demanda potencial y capaCOitl.ad~ , 

!)(E) ~'f. .. 
transportadora. . N~ ~<::;~ 
El transporte de carga será prestado por personas na .. 
o jurídicas debidamente autorizadas por las autorida · 
Gobierno Nacional regulará su funcionamiento. 
Gobierno establecerá los lineamientos para gue el 
transporte de carga se lleve a cabo bajo condiciones de 
seguridad y eficiencia. Igualmente, no existirán 
restricciones para rutas y frecuencias, estas serán 
determinadas por el mercado. El Gobierno Nacional podrá 
establecer condiciones técnicas y de seguridad para la 
prestación del servicio y su control será responsabilidad de 
las autoridades de tránsito. 
( .. . ) 

LEY 1437 DE 2011-CPACA. 

Artículo 42. Contenido de la decisión. Habiéndose dado 
oportunidad a los interesados para expresar sus opiniones, y 
con base en las ruebas e informes dis onibles, se tomará la 
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decisión, que será motivada. 
( ... ) 

Artículo 44. Decisiones discrecionales. En la medida en que 
el contenido de una decisión de carácter general o particular 
sea discrecional, debe ser adecuada a los fines de la norma 
gue la autoriza, y QTOQorcional a los hechos gue le sirven 
de causa. 

B. ANÁLISIS DE LA CONFRONTACIÓN: 

El señor Director del Instituto de Movilidad y Transporte de Tame (en adelante el IMITA) 
restringió el tránsito de algunos vehículos de carga (los expresamente señalados en la 
resolución) dentro del casco urbano del Municipio de Tame Arauca, señalando una ruta 
especifica y permitiendo el paso por el municipio sólo durante dos horas y media al día, a 
partir del pasado 5 de enero de 2018. 

Como se demostrará en este escrito, esa medida tomada por la autoridad extralimitó 
abiertamente sus funciones vulnerando el principio de legalidad contenido en los artículos 6, 
121 y 123 de la constitución. Aunado a ello, la resolución trae como efecto la vulneración de 
los derechos constitucionales a la igualdad, libre circulación, trabajo, espacio público y libertad 
de empresa. Como si ello fuera poco, la restricción vulnera la ley, esto es el Código Nacional 
de Tránsito, la Ley de Transporte y el código de procedimiento administrativo y de lo 
contencioso administrativo. 

A continuación explicaremos punto por punto, la confrontación existente entre la resolución 
cuya suspensión provisional se solicita y las normas superiores. 

EXTRALIMITACIÓN DE LAS CONDICIONES ESTABLECIDAS EN EL CÓDIGO 
NACIONAL DE TRÁNSITO. 

Según la constitución política, el derecho a la libre circulación puede ser restringido 
únicamente en virtud de LA LEY. Por su parte, la Ley -Código Nacional de Tránsito, arriba 
transcrito- establece las condiciones taxativas en virtud de las cuales puede restringirse tal 
derecho, y las cuales resumimos así: 

i. La facultad de la autoridad para restringir la libre circulación es únicamente con el fin 
de garantizar: i) la seguridad y comodidad de los habitantes, especialmente de los 
peatones y de los discapacitados físicos y mentales, ii) la preservación de un 
ambiente sano y iii) la protección del uso común del espacio público. (art. 1 de la 
Ley 769 de 2002) 

ii. Las autoridades no pueden dictar normas de tránsito de carácter Qermanente que 
impliquen modificaciones al código nacional de tránsito (art. 6 de la Ley 769 de 
2002). 

iii. Los Alcaldes dentro de su respectiva jurisdicción deben expedir las normas y tomar 
las medidas necesarias para el mejor ordenamiento del tránsito por las vías 
públicas, con sujeción a las disQosiciones del Código (Parágrafo 3 inciso 2 
artículo 6 de la Ley 769 de 2002). 

iv. Las actuaciones de las autoridades deben ser orientadas a la prevención y la 
asistencia técnica y humana a los usuarios de las vías. (art. 7 Ley 769 de 2002). 

v . La limitación al derecho a la libre circulación debe ser TEMPORAL (art. 119 Ley 769 
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Es evidente que la resolución demandada vulneró abiertamente el código de tránsito, que es la 
norma que por orden constitucional establece los límites a la libre circulación por todo el 
territorio nacional. 

En primer lugar, porque ha debido ser un acto proferido por el ALCALDE MUNICIPAL, en 
virtud de lo señalado expresamente por el Parágrafo 3 inciso 2 artículo 6 Ley 769 de 2002, que 
dice que son los ALCALDES quienes en su jurisdicción pueden restringir el tránsito, pero 
además el mismo artículo establece expresamente que no se pueden crear NORMAS 
PERMANENTES que modifiquen o adicionen lo establecido en la ley.1 Así mismo el artículo 
119 de la Ley 769 de 2002, permite únicamente el cierre temporal de vías. 

Por el contrario, el Director del Instituto de Movilidad y Transporte de Tame (IMTTA) en esta 
oportunidad FUE MAS ALLÁ DEL LIMITE ESTABLECIDO EN LA LEY, puesto que impuso 
una restricción a algunos vehículos "a partir del 5 de enero de 2018" y no dice hasta cuando, es 
decir no es temporal sino indefinida o PERMANENTE en su prolongación en el tiempo. ESTE 
SOLO HECHO LA TORNA EN ILEGAL. 

Adicionalmente, no se demostró con estudios o si quiera con argumentos, que con tal 
limitación se garantice LA SEGURIDAD o COMODIDAD de los habitantes, ni la preservación 
del ambiente, ni el uso del espacio público (tal y como lo exige el artículo 1 del Código 
Nacional de tránsito). Peor aún, por el contrario, las vías por las cuales se autorizó el paso para 
los vehículos representan una mayor inseguridad, pues en la vía elegida existen negocios y 
locales comerciales como talleres, billares, centros de salud, IPS, e incluso es zona escolar, lo 
que representa mayores riesgos para los vehículos y peatones, entre ellos niños y personas 
enfermas, o necesitadas de asistencia en salud. 

Aunado a ello, el artículo 7 dispone que el accionar de la autoridad debe ser orientado a la 
prevención y la asistencia técnica y humana a los usuarios de las vías; teniéndose como 
usuarios de las vías claramente a los transportadores, quienes con la resolución demandada 
muy contrario a la normativa se vieron perjudicados gravemente con la limitación de su 
derecho a la libre circulación, al trabajo y a la libre empresa. 

Por último, vale la pena citar brevemente dos precedentes jurisprudenciales, a los cuales se 
hará amplia referencia en el escrito de demanda, donde el Tribunal Administrativo del 
departamento de Casanare declaró la nulidad de actos administrativos proferidos por las 
autoridades locales que restringían el tránsito en la forma como lo hizo la resolución 
demandada, y en esas oportunidades, el Tribunal concluyó que la restricción era ilegal por ser 
permanente, pues debía ser eminentemente temporal, y por ser selectiva y caprichosa, pues 
estaba dirigida sólo a algunos vehículos, lo cual desvirtuaba el fin invocado de salvaguarda de 
la seguridad y de impedir el deterioro de las vías. 2 

LEY DE TRANSPORTE 

Por otra parte, debe tenerse en cuenta la Ley 105 de 1993 "Por la cual se dictan disposiciones 
básicas sobre el transporte, se redistribuyen competencias y recursos entre la Nación y las Entidades 
Territoriales, se reglamenta la planeación en el sector transporte y se dictan otras disposiciones". Esta 
ley es explícita en reconocer los principios generales de LIBRE ACCESO AL TRANSPORTE 

1 Ver sentencia C-583 de 2002 de la Corte Constitucional. 
2 Sentencias proferidas por el Tribunal administrativo de Casanare, en los procesos radicados 
Número 85001 - 2331 - 001 - 2009 - 00135 - 00 cuyo demandante era la SOCIEDAD HOCOL y 
el demandado el MUNICIPIO DE NUNCHÍA, y Número 85001 - 2331 - 001 - 2010 - 00175 -
006. 
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Y LA LIBERTAD DE EMPRESA, y expresamente establece que es el Gobierno Nacional 
quien regulará su funcionamiento. Igualmente señala que los lineamientos del gobierno para 
el transporte de carga deben garantizar condiciones de SEGURIDAD Y EFICIENCIA. 
Igualmente, Y LO DICE EXPLÍCITAMENTE NO EXISTIRÁN RESTRICCIONES PARA 
RUTAS Y FRECUENCIAS, ESTAS SERÁN DETERMINADAS POR EL MERCADO. 

En este orden de ideas es clara y evidente la confrontación de la resolución pues el director del 
IMTI A asumió la reglamentación del transporte de carga, que estaba asignado expresamente 
al gobierno nacional, y se establecen restricciones para las rutas y frecuencias de ciertos 
vehículos de carga, limitando la travesía por el municipio de Tame a sólo 2 horas y media al 
día y por la ruta expresamente indicada por el funcionario. TODO LO CUAL VULNERA 
ABIERTAMENTE el PRINCIPIO DE EFICIENCIA RECONOCIDO COMO FUNDAMENTAL 
PARA EL SECTOR TRANSPORTE DE CARGA, lo cual es lógico por las grandes 
implicaciones de esta actividad en la economía y el desarrollo local y nacional. 

CPACA, Ley 1437 de 2011. 

Por otra parte, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo establece, establece: 

vi. Las decisiones administrativas deben ser debida y suficientemente MOTIVADAS 
(Art. 42 del CPACA). 

vii. Le decisión discrecional debe ser ADECUADA a los fines de la norma que la autoriza, 
y PROPORCIONAL a los hechos que le sirven de causa (art. 44 del CPACA). 

La autoridad municipal evidentemente al expedir la Resolución demandada además de 
incumplir las normas y parámetros especiales sobre tránsito y transporte, incumplió las 
condiciones legales generales establecidas en el CP ACA para la expedición de actos 
administrativos, corno se expone a continuación: 

A la resolución le faltó MOTIVACIÓN, y está muy débilmente sustentada, si se observan los 
considerandos 7, 8 y 9 de la misma. 

En el numeral 7 el director simplemente señala que él "estima conveniente" declarar medidas 
de restricción a algunos vehículos en el caso urbano del municipio sin explicar si quiera las 
razones de su estimación, ni la adecuación o necesidad de esa restricción SELECTIVA 
FRENTE A ALGUNOS VEHÍCULOS DE CIERTAS CARACTERÍSTICAS. En el numeral 8 .. · 
dispone nuevamente que él "estima conveniente" autorizar una vía única o específica que 
cuente con las condiciones idóneas para el flujo de los vehículos restringidos; sin embargo, ni 
siquiera sustenta por qué las vías elegidas serían las idóneas. En efecto, ha debido existir un 
ESTUDIO PREVIO que le permitiera sacar tal conclusión. Por el contrario, lo observado en la 
realidad fáctica es que la vía elegida es la menos idónea, pues toca una zona escolar, centros 
de salud, IPS, y se trata de un sector de alto tránsito peatonal. Así mismo, en el numeral 9 la 
resolución señala que con la restricción se pretende evitar accidentes y el deterioro de la vía, 
pero no justifica la razón por la cual haberse señalado una ruta diferente hubiese generado 
accidentes o un menor deterioro vial. 

La motivación de las decisiones administrativas no es facultativa de los servidores públicos, 
sino que es un elemento fundamental para que los actos administrativos tengan validez. Sin 
motivación, pierde toda razón de ser y legitimidad la medida, pues el ciudadano y 
destinatario de la norma termina divagando sobre los motivos reales que llevaron al 
funcionario a decidir, lo cual precisamente es lo que evita la ley al señalar que la decisión será 
motivada. 

Pero aunado a la falta de motivación, que resulta indispensable en todo acto administrativo, 
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la decisión cuya suspensión provisional se solicita fue INADECUADA Y 
DESPROPORCIONADA, lo cual se expondrá ampliamente en el análisis el concepto de la 
violación incorporado en la demanda cuando se hace un análisis del TEST DE 
RAZONABILIDAD Y PROPORCIONALIDAD CONSTITUCIONAL A LOS ACTOS 
PROVENIENTES DEL PODER DE POLICÍA. 

Pero para los efectos de esta solicitud de suspensión provisional basta demostrar que la 
medida de fijar una sola vía, y particularmente la vía que escogió el Director de Movilidad y 
Transporte del Municipio, VULNERÓ ABIERTAMENTE EL CPACA pues fue desmotivada, 
inadecuada y desproporcionada, y ni siquiera argumenta los HECHOS con base en los cuales 
se fundamenta . 

En efecto, ello no es la solución adecuada a los problemas de seguridad y deterioro vial que 
alega el funcionario . Por el contrario, determinar una única vía específica para los vehículos de 
carga va a implicar un mayor y más grave deterioro de la vía escogida, y lógicamente LA 
SOLUCIÓN PARA EL DETERIORO VIAL NO ES NI PUEDE SER RESTRINGIR LA 
LIBERTAD DE CIRCULACIÓN sino realizar inversión en el mantenimiento y conservación de 
las vías. 

Ahora bien, si fuera por la seguridad de los ciudadanos como vagamente lo pretende 
sustentar el funcionario, la solución claramente no es determinar una vía por sectores donde 
se ubican estudiantes, quienes son la población más vulnerable, sino que tendría que 
generarse inversión vías alternas fuera del casco urbano, puentes, etc, alternativas que de 
verdad garanticen la seguridad ciudadana. 

Y como si lo anterior fuera poco, la medida es totalmente DESPROPORCIONADA, pues se 
restringe a un lapso de sólo 2 horas y media para ciertos vehículos de transporte de carga e 
hidrocarburos, para poder hacer su desplazamiento yendo y volviendo a sus destinos, lo cual 
en la práctica resulta UN IMPOSIBLE para el transportador que tendría que atravesar el 
municipio en ese rango de tiempo para realizar la carga respectiva y lógicamente no 
alcanzaría a retomar el mismo día, sino que tendría que esperar hasta el día siguiente para 
poder traspasar nuevamente por el municipio de Tame de regreso a su destino. Todo lo cual 
vulnera además otros derechos, a parte del derecho fundamental a la libre circulación, tales 
como el derecho al trabajo y a la libertad de empresa, invocados también como vulnerados. 

OTROS DERECHOS FUNDAMENTALES VULNERADOS 

Pero como si todo lo anterior fuera poco, la resolución también vulnera otros principios y 
derechos constitucionales fundamentales . 

Principio de legalidad. 

En primer lugar, debemos señalar que la autoridad se extralimitó en sus funciones, 
VULNERANDO LOS ARTÍCULOS 6, 121Y123 DE LA CARTA, normas que desarrollan el 
principio de legalidad en virtud del cual todo servidor público puede ejercer solamente las 
potestades y competencias conferidas por la ley. Como se demuestra a profundidad en la 
demanda, y se indica en esta solicitud de suspensión provisional, la resolución adolece de 
ausencia de competencia, pues el Director de Tránsito del municipio no tiene potestad para 
haber restringido el tránsito de carga, y menos en la forma en que lo hizo, esto es de manera 
permanente y permitiendo sólo dos horas y media a los vehículos de carga discriminados con 
la medida. 

Igualdad. Art. 13 CP. 

Esto en cuanto a que la medida implementada perjudica SELECTIVA, PARCIALIZADA Y 
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DISCRIMINATORIAMENTE a algunos sectores económicos que hacen uso de los vehículos 
con las modalidades descritas en el acto administrativo demandado, pues como se puede ver 
al leer el acto administrativo demandado está dirigido a algunos vehículos de carga pesada, 
extra pesada, extra dimensionada y de hidrocarburos (cualquiera que sea la modalidad en este 
último caso). ESTE ARGUMENTO, POR SÍ SOLO PUEDE SER SUFICIENTE PARA 
JUSTIFICAR EL DECRETO DE LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL DE LA RESOLUCIÓN 
DEMANDADA. Puesto que no existe un sustento de ninguna naturaleza, ni siquiera en los 
considerandos de la resolución, que justifique esta discriminación. 

Libre circulación. Art. 24 CP. 

A este respecto ha sido clara y reiterativa la jurisprudencia colombiana: "Este derecho 
fundamental a la libertad de locomoción y residencia es de aplicación inmediata, propio de la 
naturaleza inherente al ser humano y su conquista de éste frente al poder del Estado. Sobre el 
derecho fundamental existe lo que podríamos denominar el respeto absoluto del Estado por la 
determinación del ser humano de satisfacer sus necesidades en el lugar por él escogido, con las 
limitaciones que solamente la ley puede establecer tal como lo determina la Constitución. "3 

En este orden de ideas este derecho fundamental consti tucional únicamente puede ser 
limitado por la ley, no por una resolución dictada por el Director del Instituto de Movilidad y 
Transporte del municipio, y mucho menos en la forma como lo hizo, esto es de manera 
permanente y permitiendo unas breves e insuficientes horas a los vehículos de carga 
discriminados para poder atravesar el municipio de TAME, sin brindarle una alternativa 
distinta sino restringiendo a la poster completamente este derecho, teniendo en cuenta la 
actividad que desarrollan los vehículos restringidos, esto es el transporte de carga. Pues 
lógicamente en dos horas y media no alcanzan a ir y volver con la carga respectiva, lo cual 
limita irracionalmente y desproporcionadamente el derecho alegado. 

Espacio público. Art. 63 CP. 

El derecho al goce del espacio público, consagrado en el art. 63 de la Constitución se vulnera 
con la resolución demandada puesto que las vías públicas forman parte de dicho espacio y 
han sido concebidas para el libre tránsito de los habitantes, así lo dijo la Corte Constitucional: 
"En cuanto al espacio público, es claro que las vías públicas forman parte esencial del mismo pues 
están concebidas para cumplir un fin de interés público y han sido reservadas para el libre tránsito 
de los habitantes, de lo cual se desprende que su disponibilidad no puede quedar librada a la voluntad 
de los particulares ni a la decisión de organismos administrativos a los cuales no se confía por la 
Constitución la responsabilidad atinente a la normación, planificación y regu lación de su uso."4 

Derecho al Trabajo y a la libertad de empresa. Art. 25 y 333 CP. 

Estos dos derechos reconocidos constitucionalmente resultan vulnerados con la resolución 
demandada, puesto que la LIMITACIÓN EXCESIVA Y DESPROPORCIONADA impide el 
ejercicio libre de estos derechos, pues como se ha dicho los transportadores físicamente no 
alcanzan a cumplir su labor que es TRANSPORTAR sus cargas en el INSUFICIENTE LAPSO 
DE DOS HORAS Y MEDIA dispuesto por la autoridad. Además ello tiene unas graves 
implicaciones no sólo para el sector transporte sino para otros sectores como el comercio y la 
industria, pues las demoras e interrupciones en el transporte generan naturalmente 
sobrecostos e impactan toda la economía. 

3 Ver Sentencia T-518de1992 de la Corte Constitucional. 

4 Sentencia T-550/92 Corte Constitucional, Magistrado Ponente: Dr. José Gregario Hernández 

Galindo. 
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En conclusión, ha quedado demostrado luego del análisis de la confrontación de la 
RESOLUCIÓN 001 DE 2018 con las normas invocadas, que la misma vulnera abiertamente las 
normas constitucionales y legales señaladas, y por ende ES PROCEDENTE, MIENTRAS SE 
PROFIERA UN FALLO DE FONDO EN EL PRESENTE ASUNTO, QUE SE DECRETEN 
MEDIDAS CAUTELARES SOLICITADAS. 

C. REQUISITOS PARA LA PROCEDENCIA DE LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL. 

Por último, cabe recordar brevemente que el artículo 231 del CPACA establece los requisitos 
para que procedan las medidas cautelares, así: 

Artículo 231. Requisitos para decretar las medidas cautelares. Cuando 
se pretenda la nulidad de un acto administrativo, la suspensión 
provisional de sus efectos procederá por violación de las 
disposiciones invocadas en la demanda o en la solicitud que se 
realice en escrito separado, cuando tal violación surja del análisis 
del acto demandado y su confrontación con las normas superiores 
invocadas como violadas o del estudio de las pruebas allegadas con 
la solicitud. Cuando adicionalmente se pretenda el restablecimiento 
del derecho y la indemnización de perjuicios deberá probarse al 
menos sumariamente la existencia de los mismos. 

En los demás casos, las medidas cautelares serán procedentes cuando 
concurran los siguientes requisitos: 

l. Que la demanda esté razonablemente fundada en derecho. 
2. Que el demandante haya demostrado, así fuere sumariamente, la 
titularidad del derecho o de los derechos invocados. 
3. Que el demandante haya presentado los documentos, 
informaciones, argumentos y justificaciones que permitan concluir, 
mediante un juicio de ponderación de intereses, que resultaría más 
gravoso para el interés público negar la medida cautelar que 
concederla. 
4. Que, adicionalmente, se cumpla una de las siguientes condiciones: 
a) Que al no otorgarse la medida se cause un perjuicio irremediable, o 
b) Que existan serios motivos para considerar que de no otorgarse la 
medida los efectos de la sentencia serían nugatorios. 

Es decir que para el caso de demandas de simple nulidad como la que nos 
ocupa, es únicamente necesario demostrar la real confrontación de la norma 
demandada con las normas superiores invocadas, lo cual se efectuó en el 
acápite anterior. 

Con todo, y aun cuando no resulta necesario demostrar su ocurrencia, por 
tratarse de una solicitud de suspensión provisional en una demanda de simple 
nulidad, vale la pena mencionarle a su Señoría que incluso los requisitos 
contemplados en el inciso segundo de la norma citada también concurren en 
este caso. En efecto, la demanda esta razonablemente fundada en derecho y la 
titularidad del derecho salta de bulto en las acciones de simple nulidad. 
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Así mismo, en una ponderación de intereses resultaría mucho más gravoso 
para el interés público negar la medida que concederla, se está causando un 
perjuicio irremediable y por las demoras del aparato judicial puede pensarse 
que los efectos de la sentencia serían nugatorios. Todo lo cual refuerza la 
necesidad y procedencia de la solicitud. 

Y estos aspectos surgen de forma evidente al analizar los efectos de la 
resolución demandada, que como se ha demostrado conllevó a una limitación 
excesiva y desproporcionada de derechos constitucionales y a la total 
imposibilidad de los transportadores de cumplir su labor, causando perjuicios 
no sólo para el sector transporte sino con repercusiones graves en los demás 
sectores de la economía departamental e inclusive nacional, puesto que el 
transporte es la actividad económica básica que permite el desarrollo de 
muchas otras como la industria y el comercio. 

Por ende, sería mucho más gravoso dejar viva la resolución que alteró 
grandemente la economía local, y sería menos gravoso SUPENDER 
PROVISIONALMENTE SUS EFECTOS hasta que se profiera el fallo con una 
decisión de fondo al respecto. Si se deja vigente la resolución, teniendo en 
cuenta las demoras conocidas por todos del aparato jurisdiccional, no sólo se 
habrán causado graves perjuicios a los trabajadores, transportadores, 
empresarios y a la economía en general, sino que la sentencia sería nugatoria, 
pues la autoridad municipal habría quedado impune y habría salido avante 
con el grave abuso y extralimitación de funciones constitucionales y legales ya 
expuesto en este escrito. 

Por todo lo anterior, con todo el respeto, solicito al honorable señor Juez se 
sirva SUSPENDER PROVISIONALMENTE LOS EFECTOS DE LA 
RESOLUCIÓN 001DE2018 "Por la cual se restringe el tránsito de vehículos 
de modalidad de carga pesada, extra pesada, extra dimensionada y de 
hidrocarburos dentro del caso urbano del Municipio de Tame, en el 
Departamento de Ar auca". 

l. PRETENSIONES DE LA DEMANDA (ART. 162 N. 2. CPACA) 

l. PRETENSIONES PRINCIPALES. 

PRIMERA.- Que se declare la suspens10n provisional solicitada en la 
presente demanda por encontrarse los elementos de forma y de fondo exigidos 
por la ley al respecto, especialmente, por lo prescrito en los artículos 230 y 231 
delCPACA. 

SEGUNDA.- Que se declare la NULIDAD total de la Resolución 001 del 2018 
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de que trata la presente demanda expedido por el señor, por las razones que se 
indican en la presente demanda. 

2. PRETENSIÓN SUBSIDIARIA PRIMERA 

Que de no prosperar las pretensiones principales antes expuestas, se proceda 
con la declaración de las siguientes pretensiones: 

PRIMERA.- Que se declare la anulación parcial de la Resolución 001 del 2018 
expedida por el señor director del Instituto de Movilidad y Transporte del 
Municipio de Tame, Arauca -IMTT A-, esto es de los artículos Primero, 
Segundo, Segundo y Tercero, de conformidad con lo expuesto en la presente 
demanda. 

PRETENSION COMUN 

PRIMERA.- Que se condene al Municipio de Tame; departamento de Arauca, 
al pago de las costas y agencias en derecho que determine el Honorable 
follador. 

l. 

2. 

11. HECHOS DE LA DEMANDA (ART. 162 NO. 3 CPACA) 

El día 5 de enero del 2018, el señor director del Instituto de Movilidad 
y Transporte del Municipio de Tame, Arauca -IMTT A- a través de la 
Resolución 001 del 2018 dispuso la restricción del tránsito de 
vehículos de modalidad de carga pesada, extra pesada, extra 
dimensionada y de hidrocarburos dentro del casco urbano del 
Municipio de Tame, en el departamento de Arauca, mediante la 
expedición de la Resolución 001 de 2018. 

Dicho acto administrativo, estableció una ruta específica y única para 
los vehículos de carga pesada, extra pesada, extra dimensionada y los 
vehículos de transporte de hidrocarburos, indicando que sólo podrían 
transitar por la vía que va desde la entrada que conecta al municipio de 
Tame con el municipio de Fortul, por la Calle 14, girando a la izquierda 
por la Carrera 8, girando a la derecha por la Calle 13 hasta llegar a la 
Carrera 19 y girar a la izquierda por la Carrera 19 hasta salir del 
municipio por la vía que conduce a Puerto San Salvador. 

3. Aunado a lo anterior, es decir a fijar una ruta única y específica, se 
estableció que el tránsito de los vehículos mencionados sólo puede 
realizarse en el horario comprendido entre las 2:30 p .m. y las 5 p .m. 
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4. En el mismo acto administrativo se dispuso coordinar el apoyo 
necesario para el control del flujo vehicular. 

5. Esta medida además de vulnerar las normas constitucionales y legales, 
se encuentra incursa en las causales de nulidad de falta de 
competencia, falsa y falta de motivación y desviación de poder, de que 
trata el artículo 137 del CP ACA, y genera graves perjuicios a los 
habitantes, a los transportadores y efectos negativos para la economía 
en general por ser desproporcionada e irracional y por vulnerar las 
normas en las que debe fundarse . 

111. NORMAS VIOLADAS (ART. 162 N. 4 CPACA) 

Fundamento las pretensiones y derechos en las siguientes disposiciones 
constitucionales y legales. 

DISPOSICIONES VULNERADAS 
LAS CONSTITUCIONALES 

Artículo 6°.-
Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la 
Constitución y las leyes. Los servidores públicos lo son por la misma causa y por 
omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones . 

Artículo 13. 
Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección 
y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y 
oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen 
nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 
El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y 
adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 
El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición 
económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta 
y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan. 

Artículo 24. 
Todo colombiano, con las limitaciones que establezca la ley, tiene derecho a 
circular libremente por el territorio nacional, a entrar y salir de él, y a permanecer y 
residenciarse en Colombia. 

Artículo 25. 
El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas sus modalidades, 
de la especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a un trabajo en 
condiciones dignas y justas. 

Artículo 63. 

Los bienes de uso público, los parques naturales, las tierras comunales de grupos 
étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la Nación y los 
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demás bienes que determine la ley, son inalienables, imprescriptibles e 
inembargables. 

Artículo 121 º.-
Ninguna autoridad del Estado podrá ejercer funciones distintas de las que le 
atribuyen la Constitución y la ley. 

Artículo 123°.-
Son servidores públicos los miembros de las corporaciones públicas, los empleados 
y trabajadores del Estado y de sus entidades descentralizadas territorialmente y 
por servicios. 
Los servidores públicos están al servicio del Estado y de la comunidad; ejercerán 
sus funciones en la forma prevista por la Constitución, la ley y el reglamento. 
La ley determinará el régimen aplicable a los particulares que temporalmente 
desempeñen funciones públicas y regulará su ejercicio. 

Artículo 333º.-

La actividad económica y la iniciativa privada son libres, dentro de los límites del 
bien común. Para su ejercicio, nadie podrá exigir permisos previos ni requisitos, 
sin autorización de la ley. 
( . . . ) 

LAS LEGALES 

Ley 769 de 2002, Por la cual se expide el Código Nacional de Tránsito Terrestre y se 
dictan otras disposiciones. 

Artículo 1.-
AMBITO DE APLICACIÓN Y PRINCIPIOS. <Artículo modificado por el artículo 1 
de la Ley 1383 de 2010. El nuevo texto es el siguiente:> Las normas del presente 
Código rigen en todo el territorio nacional y regulan la circulación de los peatones, 
usuarios, pasajeros, conductores, motociclistas, ciclistas, agentes de tránsito, y 
vehículos por las vías públicas o privadas que están abiertas al público, o en las 
vías privadas, que internamente circulen vehículos; así como la actuación y 
procedimientos de las autoridades de tránsito. 
En desarrollo de lo dispuesto por el artículo 24 de la Constitución Política, todo 
colombiano tiene derecho a circular libremente por el territorio nacional, pero está 
sujeto a la intervención y reglamentación de las autoridades para garantía de la 
seguridad y comodidad de los habitantes, especialmente de los peatones y de los 
discapacitados físicos y mentales, para la preservación de un ambiente sano y la 
protección del uso común del espacio público. 

ARTÍCULO 6º. 
Organismos de tránsito. Serán organismos de tránsito en su respectiva jurisdicción: 
a) Los departamentos administrativos, institutos distritales y/ o municipales de 
tránsito; 
b) Los designados por la autoridad local única y exclusivamente en los municipios 
donde no hay autoridad de tránsito; 
c) Las secretarías municipales de tránsito dentro del área urbana de su respectivo 
municipio y los corregimientos; 
d) Las secretarías distritales de tránsito dentro del área urbana de los distritos 
especiales; 
e) Las secretarías departamentales de tránsito o el organismo designado por la 
autoridad, única y exclusivamente en los municipios donde no haya autoridad de 
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PARÁGRAFO lo. En el ámbito nacional será competente el Ministerio de 
Transporte y los organismos de tránsito en su respectiva jurisdicción para cumplir 
las funciones que les sean asignadas en este código. 
PARÁGRAFO 2o. Le corresponde a la Policía Nacional en su cuerpo especializado 
de carreteras el control de las normas de tránsito y la aplicación de este código en 
todas las carreteras nacionales por fuer a del perímetro urbano de los municipios y 
distritos. 
PARÁGRAFO 3o. Los gobernadores y los alcaldes, las Asambleas Departamentales 
y los Concejos Municipales, no podrán, en ningún caso, dictar normas de tránsito 
de carácter permanente, que impliquen adiciones o modificaciones al código de 
tránsito. [Texto subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional 
mediante Sentencia C-568 de 2003] 
Los Alcaldes dentro de su respectiva jurisdicción deberán expedir las normas y 
tomarán las medidas necesarias para el mejor ordenamiento del tránsito de 
personas, animales y vehículos por las vías públicas con sujeción a las 
disposiciones del presente código. 
No obstante los alcaldes de municipios vecinos o colindantes podrán suscribir 
convenios interadministrativos para ejercer en forma conjunta, total o 
parcialmente, las funciones de tránsito que le correspondan a cada uno de ellos, 
dentro de las respectivas jurisdicciones que los compongan. 

ARTÍCULO 7º. 
CUMPLIMIENTO RÉGIMEN NORMATIVO. Las autoridades de tránsito velarán 
por la seguridad de las personas y las cosas en la vía pública y privadas abiertas al 
público. Sus funciones serán de carácter regulatorio y sancionatorio y sus acciones 
deben ser orientadas a la prevención y la asistencia técnica y humana a los 
usuarios de las vías. 

Artículo 119.-
JURISDICCIÓN Y FACULTADES. Sólo las autoridades de tránsito, dentro del 
territorio de su jurisdicción, podrán ordenar el cierre temporal de vías, la 
demarcación de zonas, la colocación o retiro de señales, o impedir, limitar o 
restringir el tránsito o estacionamiento de vehículos por determinadas vías o 
espacios públicos. 

LEY 105 DE 1993 Por la cual se dictan disposiciones básicas sobre el transporte, 
se redistribuyen competencias y recursos entre la Nación y las Entidades 
Territoriales, se reglamenta la planeación en el sector transporte y se dictan otras 
disposiciones. 

Artículo 3°.- Principios del transporte público. El transporte público es una 
industria encaminada a garantizar la movilización de personas o cosas por medio 
de vehículos apropiados a cada una de las infraestructuras del sector, en 
condiciones de libertad de acceso, calidad y seguridad de los usuarios sujeto a una 
contraprestación económica y se regirá por los siguientes principios: 
l. DEL ACCESO AL TRANSPORTE: 
El cual implica: 
a. Que el usuario pueda transportarse a través del medio y modo que escoja en 
buenas condiciones de acceso, comodidad, calidad y seguridad. 
( ... ) 
6 .DE LA LIBERTAD DE EMPRESA: 
Para la constitución de empresas o de formas asociativas de transporte no se 
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podrán exigir otros requisitos que Jos establecidos en las normas legales y en los 
reglamentos respectivos. 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, para acceder a la prestación del 
servicio público, las empresas, formas asociativas de transporte y de economía 
solidaria deberán estar habilitadas por el Estado. Para asumir esa responsabilidad, 
acreditarán condiciones que demuestren capacidad técnica, operativa, financiera, 
de seguridad y procedencia del capital aportado. 
Las autoridades sólo podrán aplicar las restricciones a la iniciativa privada 
establecidas en la Ley, que tiendan a evitar la competencia desleal, el abuso que 
personas o empresas hagan de su posición dominante en el mercado, para 
garantizar la eficiencia del sistema y el principio de seguridad. 
El Gobierno Nacional a través del Ministerio de Transporte o sus organismos 
adscritos reglamentará las condiciones de carácter técnico u operativo para la 
prestación del servicio, con base en estudios de demanda potencial y capacidad 
transportadora. 
El transporte de carga será prestado por personas naturales o jurídicas 
debidamente autorizadas por las autoridades y el Gobierno Nacional regulará su 
funcionamiento . El Gobierno establecerá los lineamientos para que el transporte de 
carga se lleve a cabo bajo condiciones de seguridad y eficiencia. Igualmente, no 
existirán restricciones para rutas y frecuencias, estas serán determinadas por el 
mercado. El Gobierno Nacional podrá establecer condiciones técnicas y de 
seguridad para la prestación del servicio y su control será responsabilidad de las 
autoridades de tránsito. 
( .. . ) 

LEY 1437 DE 2011-CPACA. 

Artículo 42. Contenido de la decisión. Habiéndose dado oportunidad a los 
interesados para expresar sus opiniones, y con base en las pruebas e informes 
disponibles, se tomará la decisión, que será motivada. 
( .. . ) 

Artículo 44. Decisiones discrecionales. En la medida en que el contenido de una 
decisión de carácter general o particular sea discrecional, debe ser adecuada a los 
fines de la norma que la autoriza, y proporcional a los hechos que le sirven de 
causa. 

IV. CONCEPTO DE LA VIOLACION (ART. 162 N. 4 CP ACA) 

Para mayor comprensión presentamos el siguiente temario: 

l. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN 

11. CAUSALES DE ANULACIÓN. 

A. CAUSALES SUSTANCIALES. 

l. VIOLACIÓN A LAS NORMAS SUPERIORES EN QUE 
DEBIERON FUNDARSE 
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1.2. VIOLACIÓN DE LA CONSTITUCIÓN Y LA LEY 

1.2.1. Concepto del título de anulabilidad. 
1.2.2. Planteamiento del problema. 
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1.2.3. Los Derechos fundamentales no pueden ser limitados vía reglamento 
sino únicamente a través de ley de la República. 
1.2.3.1. Derechos constitucionales vulnerados: 

Derecho Fundamental a la Locomoción y circulación (Art. 24 
Constitución Política). 
Derecho Fundamental a la Igualdad (Art. 13, Constitución Política). 
Derecho Fundamental al Trabajo (Art. 25, Constitución Política). 
Uso del espacio público (Arts. 63, 82 y 102, Constitución Política). 
Libertad económica y libre competencia (Art. 333, Constitución 
Política). 

1.2.4. Desarrollo del concepto de la violación directa de la Constitución 
Política. 

1.2.4.1. Violación del principio de legalidad. (Arts. 6, 121 y 123 CP) 
1.2.4.2. Violación del test de razonabilidad y el principio de proporcionalidad 
y los criterios de ponderación que deben seguir las medidas de policía. 
1.2.4.3. Violación de los límites esenciales al Poder y la función de policía que 
obliga nuestra Carta Política. 

1.2.5. Violación de la Ley 769 del 2002. 

1.2.6. Violación de la ley 105de1993. 

1.2.7. Violación CP ACA Artículos 42 y 44. 

1.2.8. Conclusión del presente título de anulabilidad. 

B. CAUSALES PROCEDIMENTALES. 

l. ACTOS ADMINISTRATIVOS EXPEDIDOS POR FUNCIONARIOS 
U ORGANISMOS INCOMPETENTES (artículo 137 C.P.A.C.A. Inciso 
2) 

1.1. Expedición de actos por funcionarios u organismos incompetentes. 
Conceptos Generales. 
1.2. Clasificación de la falta de competencia. 

- Ratione materia. 
1.3. Caso concreto. 
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2.1. Introducción 
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2.2. Concepto del título de imputación de anulabilidad de Falsa Motivación 
2.2.1 Concepto normativo 
2.2.2 Concepto doctrinal 
2.2.3 Concepto Jurisprudencia! 

2.3. Elementos de la definición 

2.4. Caso Concreto 

3. FALTA O AUSENCIA DE MOTIVACIÓN DEL ACTO 
ADMINISTRATIVO (Expedición del Acto Administrativo en forma 
irregular) 

3.1. Introducción 
3.2. Concepto 
3.3. Caso Concreto 

4. DESVIACIÓN DE PODER 

4.1 Introducción 
4.2. Concepto del título de imputación de anulabilidad por Desviación de 
poder 

4.2.1. Concepto normativo 
4.2.2. Concepto doctrinal 
4.2.3. Concepto Jurisprudencia! 

4.3. Elementos de la definición 
4.4. Caso Concreto 

111.PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL HORIZONTAL 

DESARROLLO DEL TEMARIO. 

l. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN 

FUNDAMENTO CONCEPTUAL 

Colombia se declara como un Estado Social de Derecho en donde los 
asociados están reunidos por voluntad propia al amparo de una entidad 
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política, jurídica y socialmente organizada que les permite construir su propio 
plan de vida bajo la tranquilidad de un reparto de competencias y funciones 
entre aquellos organismos, ramas del poder público, órganos o servidores 
públicos que detentan el poder y que, por virtud del consenso social, 
resguardan su fuerza en el mandato común, justo y estable denominado 
genéricamente como ley, para poder garantizar la efectividad de sus derechos 
mediante la expedición de los actos administrativos. 

Ello es reconocido por las normas, por la jurisprudencia que da cuenta y 
medida de la aplicación de las mismas, así como por los vastos tratados que 
sobre derecho público se han publicado al amparo de la estructura jurídica 
nacional y que logran explicar los alcances materiales de las mismas. 

Ahora bien. Cuando por actos de confusión, desidia o desconocimiento, los 
productores de las normas crean preceptos que se encuentran disconformes 
con las de mayor jerarquía, y de contera se cargan la efectividad de la libertad 
de alguno de los asociados, es menester, mediante expresa disposición 
judicial, que la atentatoria norma sea excluida del ordenamiento jurídico so 
pena de configurar un Estado de barbarie donde la confusión supera a la 
razón; donde las vías de hecho, sobrepasan las bondades de la libertad y en 
ese estado de cosas, los derechos no pasan de ser meras entelequias literarias. 

Por eso procede esta acción de simple nulidad contra un acto administrativo 
que so pretexto de reglamentar normas de naturaleza Constitucional y legal, 
vulneró los derechos constitucionales de la libertad de locomoción y 
circulación, el derecho a la igualdad de trato, espacio público, la libre empresa, 
el derecho al trabajo y al principio de la seguridad jurídica al romper con lo 
exigido perentoriamente por la Carta Magna, por el texto legal, e incluso lo 
decidido por la jurisdicción contencioso administrativa en casos similares. 

En el presente caso, se presentan como "normas" violadas la reiterada y 
contundente jurisprudencia constitucional y contencioso administrativa al 
respecto no por la naturaleza normativa de ellas en sí mismas consideradas 
sino por cuanto que ellas desarrollan directamente la Constitución Política y, 
como lo advirtiera el máximo tribunal Constitucional, "entre la Constitución 
Política y la jurisprudencia Constitucional no cabe siquiera una hoja de papel" 
o, lo que es lo mismo, la jurisprudencia constitucional, dentro de un Estado 
SOCIAL de Derecho, constituye el cuerpo VIVO de la Constitución, con lo cual 
es perfectamente dable solicitar la nulidad de los actos administrativos cuando 
quiera que ellos no se ajustan o encuadran dentro de lo ordenado por la Corte 
Constitucional y el Consejo de Estado. 

II. CAUSALES DE ANULACIÓN. 

A. CAUSALES SUSTANCIALES. 
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l. VIOLACIÓN A LAS NORMAS SUPERIORES EN QUE 
DEBIERON FUNDARSE 

1.1. Nota preliminar. 

Antes de dar inicio a cualquier análisis jurídico sobre la procedencia de 
anulación del acto administrativo demandado, es menester explicar, para 
facilidad del follador, los caminos jurídicos por los que optamos en relación 
con los títulos jurídicos de anulabilidad de los actos administrativos en 
Colombia. 

Es que, independientemente de estudiar todos y cada uno de los títulos de 
anulabilidad de los actos administrativos por aparte y de forma 
independiente, lo cierto es que resulta particularmente relevante señalar que 
en tratándose de la violación directa de la Constitución y la ley, hemos 
encontrado DOS GRANDES FUENTES que nos llevan a diferenciar, por 
técnica jurídica, los títulos de imputación de ilegalidad. 

La primera es la violación sustancial de los postulados en materia Constitucional 
y legal tales como los principios, los valores y, en veces, las reglas consignadas 
en ellos. 

Aquí miraremos entonces la violación lata a los postulados del Estado Social 
de Derecho, dentro del Poder de Policía que ha sido harto explicado por 
nuestra Corte Constitucional y que obliga, sin asomo de duda, a que los 
servidores públicos se sometan, al momento de limitar los derechos de los 
asociados, a un test de razonabilidad y al principio de proporcionalidad 
reflejado en los criterios de ponderación que son: 

l. En el estudio de medio a fin o finalístico: (Validez de la medida) 

(i) Criterio de adecuación de la medida frente a las normas superiores y al 
objetivo buscado con ella. 

(ii) Criterio de necesidad de la medida frente a opciones o alternativas 
paralelas o ulteriores. 

(iii) Criterio de Proporcionalidad en sentido estricto. 
(iv) Criterio de utilidad de la norma en el plano fáctico. 

2. En el estudio de Costo Beneficio o de conveniencia: (validez indirecta 
de la medida) 

La segunda es la violación procesal o formal de la ley. Siendo la forma la que en 
un Estado Social de Derecho como el colombiano recoge la materia y le da 
orden y medida, ella es cuanto más importante a la hora de definir la validez 
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de los actos administrativos. Por lo mismo, los factores de competencia del 
servidor público que produce el acto administrativo; el respeto del derecho de 
defensa y audiencia que se derivaron del debido proceso; la existente y 
adecuada motivación, así como la finalidad de la medida adoptada, resultan 
fundamentales al momento de realizar el examen de legalidad y 
constitucionalidad de los mismos. 

1.2. VIOLACIÓN DE LA CONSTITUCIÓN Y LA LEY 

1.2.1. Concepto del título de anulabilidad. 

No sobra recordar que se encuentra fuera de todo debate establecer la 
posibilidad que tiene el ejecutivo de aplicar la Constitución a través de la 
reglamentación legal. También nos abstraemos del mismo debate cuando de 
reglamentar la ley dentro del poder de policía se trata. 

No obstante, no sobra tampoco recordar que a pesar de la existencia 
constitucional que ostentan las autoridades administrativas en tratándose de 
reglamentar la ley, tal facultad se debe desarrollar respetando, no solamente 
su espíritu sino, por sobre todo, la literalidad de lo legislado. 

Así pues, allí donde la ley no prohíbe, manda, establece y ordena, no le es 
dable hacerlo, ni directa ni subsidiariamente, al reglamentador. De modo 
que el reglamento siempre ha de ajustarse a la ley reglamentada, so pena de 
su INVALIDEZ. 

Es pues, dentro de ese elemental contexto que se enmarca el presente título de 
anulabilidad del acto demandado. Es que, como bien lo enseña el profesor de 
Derecho Administrativo Jean Rivera, "la violación es directa cuando la 
administración ha actuado como si la regla no existiera, no teniéndola en cuenta. "5 

En ese orden de ideas, cabe anotar que la resolución demandada se ampara en 
la supuesta facultad que ostenta el director del Instituto de Movilidad y 
Tránsito de Tame, Arauca, como autoridad de policía, para limitar el derecho 
fundamental de libre circulación. 

Sin embargo, el propósito de la presente acción es demostrar que ello no es así, 
pues el funcionario no tenía la competencia para restringir el derecho a la libre 
circulación y mucho menos de la forma como lo hizo, violentando los derechos 
constitucionales que se invocan en la presente demanda. 

1.2.2. Planteamiento del problema. 

5 Jean Rivero. Derecho Administrativo. Editorial Dalloz. París. 2006. 9 Edición. P. 280. 
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Planteamiento Fáctico: 

La expedición de la Resolución 001 del 2018 por parte del director del IMTT A 
conculca esenciales principios de nuestra Carta Política y limita de manera 
inaceptable Derechos Fundamentales constitucionales tales como: la libertad 
de locomoción y circulación por el territorio departamental; la igualdad de 
trato; el derecho al trabajo, así como el uso del espacio público, la libre 
empresa y la libre competencia económica. 

Planteamiento Jurídico: 

l . ¿El derecho constitucional a la libre circulación puede limitarse solo 
en virtud de la ley? 

2. ¿Para el caso concreto se puede entender que la ley entregó la 
competencia y la facultad al reglamento para limitar los derechos 
fundamentales? 

3. ¿Puede un acto administrativo proferido por el Director de 
Movilidad y Transito del Municipio limitar el derecho fundamental 
a la libre circulación? 

4. ¿Puede una autoridad de tránsito municipal, restringir el paso de 
vehículos de transporte de carga por su municipio, de manera 
permanente y selectiva -sólo a ciertos vehículos- limitando derechos 
como libre circulación, trabajo, uso del espacio público, libre 
empresa? 

5. ¿la resolución viola los criterios constitucionales de ponderación 
dentro del marco del Test de razonabilidad y principio de 
proporcionalidad que deben superar las medidas de policía? 

/Ta. 
4111" TR 

1.2.3. Los Derechos fundamentales no pueden ser limitados vía reglamento , ;~~~~ of~Nr" ~. 
sino únicamente a través de ley de la República. -' BAYOt~r:~\:>~· 

~--,.. 

Nuestra tesis a este respecto es sencilla: los derechos fundamentales invocados 
únicamente podían restringirse por vía legislativa tal y como lo dispone la 
constitución y lo ha establecido en infinidad de ocasiones nuestra 
jurisprudencia. 

En efecto, la causa eficiente de la limitación de los derechos fundamentales 
(Vgr. Libertad de circulación), para el caso que nos convoca, fue el reglamento 
(una resolución del director de movilidad y transito) y no la ley. 

El artículo 24 constitucional, que sirvió de cimiento a la reglamentación 
demandada, es particularmente claro en manifestar que las limitaciones que se 
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establezcan al derecho de circulación deben darse (como toda limitación a un 
derecho fundamental) mediante ley. 

Veamos: 

"Artículo 24: Todo colombiano, con las limitaciones que 
establezca la ley, tiene derecho a circular libremente por 
el territorio nacional ( ... )" (Resaltado nuestro) 

La ley 769, que a la postre sirvió de basamento a la Reglamentación acusada, 
permite 3 causales para limitar o restringir el derecho fundamental de 
circulación, a saber: 

A. Para la seguridad y comodidad de los habitantes. 
B. Para la preservación de un ambiente sano. 
C. Para la protección del uso común del Espacio Público. 

Ellos se desprenden de la simple lectura del artículo 1 de la ley 769, que dice: 

"ARTÍCULO lo. AMBITO DE APLICACIÓN Y PRINCIPIOS. 

<Artículo modificado por el artículo 1 de la Ley 1383 de 2010. 
El nuevo tex to es el siguiente:> Las normas del presente Código 
rigen en todo el territorio nacional y regulan la circulación de 
los peatones, usuarios, pasajeros, conductores, motociclistas, 
ciclistas, agentes de tránsito, y vehículos por las vías públicas o 
privadas que están abiertas al público, o en las vías privadas, 
que internamente circulen vehículos; así como la actuación y 
procedimientos de las autoridades de tránsito. 

En desarrollo de lo dispuesto por el artículo 24 de la 
Constitución Política, todo colombiano tiene derecho a circular 
libremente por el territorio nacional, pero está sujeto a la 
intervención y reglamentación de las autoridades para 
garantía de la seguridad y comodidad de los habitantes, 
especialmente de los peatones y de los discapacitados físicos y 
mentales, para la preservación de un ambiente sano y la 
protección del uso común del espacio público. ( .. . )" 

En ese orden de ideas, según la constitución únicamente la ley podrá limitar 
los derechos fundamentales. 

Con todo, para el caso en estudio aparece el interrogante sobre si la ley puede 
entregar las competencias y facultades de limitación de los derechos 
fundamentales al reglamento. 

A nuestro parecer y conforme a la lectura de la reiterada jurisprudencia sobre 
el particular, no cabe la más mínima duda de que ello es imposible dentro de 
los cánones establecidos por nuestro ordenamiento jurídico. 
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Veamos los precedentes jurisprudenciales a este respecto: 

Dentro de la ya tradicional clasificación y definición de Poder, Función y 
Actividad de Policía, tenemos lo siguiente: 

"Con fundamento en ello la Corte Constitucional, en numerosas 
sentencias6, recogiendo la conceptualización que ha realizado 
en tal sentido la Corte Suprema de Justicia7, ha distinguido 
entre poder de policía, entendido como potestad de 
reglamentación general; función de policía consistente en la 
gestión administrativa concreta de poder de policía, y actividad 
de policía que comporta la ejecución coactiva"s. 

El Poder de policía es: 

"11. Conforme a lo anterior, puede concluir la Corte que el 
ejercicio del poder de policía se realiza, de manera general, a 
través de la expedición de la ley para delimitar derechos 
constitucionales de manera general y abstracta, y establecer las 
reglas que permiten su específica y concreta limitación para 
garantizar el control del orden público; en tanto que con la 
función de policía se hace cumplir la ley por medio de actos 
administrativos y de acciones policivas"9"10 

"En el Estado Social de Derecho es lógico que la regulación de 
los derechos y las libertades públicas esté en cabeza del 
Congreso, puesto que su protección supone que los actos 
estatales que los afecten estén rodeados de un conjunto de 
garantías mínimas, entre ellas la relacionada con la necesidad 
de que cualquier limitación o restricción se establezca por 
medio de una ley adoptada por el poder legislativo como 
expresión de la voluntad popular. Es claro que este 
procedimiento le imprime seguridad, publicidad y trasparencia 
a las decisiones adoptadas en esta materia por el legislador, las 
que en todo caso no están exentas de los controles establecidos 
en la Constitución a fin de proteger los derechos humanos. 11"12 

La Función de policía es: 

"La función de policía implica, pues, la atribución y el ejercicio 

6 Ver, entre otras, las sentencias C-557 de 1992; C-088 de 1994; C-226 de 1994; C-366 de 
1996; SU-476de1997; C-110 de 2000; C-1410 de 2000: C-1444 de 2000; C-790 de 2002; C-490 de 
2002; C-492 de 2002; 
7 Corte Suprema de Justicia. Sala Plena. Sentencia de abril 21 de 1982. M.P. Manuel 
Gaona Cruz. 
8 Corte Constitucional. 14 de marzo de 2007. M.P. Clara Inés Vargas. C-179 de 2007 
9 Sentencia C117 de 2006 M.P. Jaime Córdoba Triviño 
10 Ibídem. 
11 Corte Constitucional. M.P. Alejandro Martínez Caballero. C-024de1994. 
12 Corte Constitucional. 31 de agosto de 2004. M.P. Rodrigo Uprimy Yepes. C- 824 de 
2004. 
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de competencias concretas asignadas de ordinario mediante el 
poder legislativo de policía a las autoridades administrativas 
como son el Presidente de la República a quien según el artículo 
189-4 de la Carta le compete "conservar en todo el territorio el 
orden público"; y los gobernadores y los alcaldes, quienes en el 
nivel local ejercen la función de policía dentro del marco 
constitucional, legal y reglamentario."13 

La Actividad de policía es: 

"19.- Finalmente, la actividad de policía se refiere a los 
oficiales, suboficiales y agentes de policía quienes no expiden 
actos sino que actúan, no deciden sino que ejecutan; son 
ejecutores del poder y de la función de policía; despliegan por 
orden superior la fuerza material como medio para lograr los 
fines propuestos por el poder de policía; sus actuaciones están 
limitadas por actos jurídicos reglados de carácter legal y 
administrativo. Una instrucción, una orden, que son ejercicio 
concreto de la función de policía, limitan el campo de acción de 
un agente de policía, quien es simple ejecutor al hacer cumplir 
la voluntad decisoria del alcalde o inspector, como funcionario 
de policía. Es una actividad estrictamente material y no 
jurídica, corresponde a la competencia del uso reglado de la 
fuerza, y está necesariamente subordinada al poder y la 
función de policía. Por lo tanto, tampoco es reglamentaria ni 
reguladora de la libertad" .14 

Dicho lo dicho y esclarecido el mapa conceptual, es menester señalar que, a la 
luz de nuestro ordenamiento jurídico la posibilidad de restringir los derechos 
de los ciudadanos es competencia legislativa de modo exclusivo y reservado. 
Es que "corresponde al Congreso de la República expedir las normas restrictivas de 
las libertades y de los derechos ciudadanos con base en razones de orden público e 
interés general."15 

Ahora bien, en relación con la potestad que pueden tener las autoridades 
territoriales, la Honorable Corte Constitucional a través de sentencia C-568 del 
2003 Magistrado Ponente Dr. Alvaro Tafur Galvis, precisó lo siguiente: 

" el principio de autonomía debe entenderse dentro de los límites de la 
Constitución y la ley, con lo que se reconoce la superioridad de las 
regulaciones del Estado unitario, pero en el entendido que la 
normatividad nacional debe respetar el contenido esencial de la 
autonomía territorial, que se constituye en el reducto mínimo que, en 
todo caso, debe ser respetado por el legislador. De esa manera se afirman 
los intereses locales y se reconoce la supremacía de un ordenamiento 
superior con lo cual la autonomía de las entidades territoriales no se 

13 Corte Constitucional. 24 septiembre de 2002. Clara Inés Vargas. C- 790 de 2002. 
14 Corte Suprema de Justicia. Sentencia de abril 21 de 1982. Magistrado Ponente: 
Manuel Gaona Cruz. 
15 Corte Constitucional. 31 de agosto de 2004. M.P. Rodrigo Uprimy Yepes. C- 824 de 
2004. 
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configura como poder soberano sino que se explica en un contexto 
unitario. 

La autonomía representa un rango variable, que cuenta con límites 
mínimos y máximos fijados por la Constitución Política, dentro de los 
cuales actúan los entes territoriales. 

En tal virtud, el límite mínimo de la autonomía territorial, garantizado 
por la Constitución, constituye su núcleo esencial y está integrado por 
el conjunto de derechos, atribuciones y facultades reconocidas en la 
Carta Política a las entidades territoriales y a sus autoridades, para el 
eficiente cumplimiento de las funciones y la prestación de los servicios a 
su cargo. Hacen parte de este atributo, por ejemplo, los derechos de las 
entidades territoriales consagrados en el artículo 287 de la Carta 
Política, las atribuciones asignadas a sus autoridades en los artículos 
300, 305, 313 y 315 y los principios y sistemas específicos de 
articulación administrativa (planeación, coordinación, concurrencia y 
subsidiariedad, entre otros). 

El límite máximo de la autonomía territorial tiene una frontera política 
entendida como aquel extremo que al ser superado rompe los principios 
de organización del Estado para convertirse en independiente, en algo 
diferente de aquella unidad a la cual pertenecen las entidades 
territoriales. En nuestro medio, el límite máximo lo señala el artículo 1° 
de la Constitución al establecer que Colombia es una república unitaria. 

El legislador está autorizado para fijar los alcances de la autonomía 
territorial, dentro de los límites mínimos y máximos que señala la 
Constitución -en un extremo, el núcleo esencial, y en el otro, el límite 
dado por el carácter unitario del Estado-, los cuales no podrá 
sobrepasar. Entre estos dos límites el legislador, en ejercicio de su 
potes tad de configuración, se desplaza para fijar el grado de autonomía 
en cada materia o asunto a cargo de las entidades territoriales . 

Este es el significado de la expresión contenida en el artículo 287 de la 
Constitución Política, según la cual "Las entidades territoriales gozan 
de autonomía para la gestión de sus intereses, y dentro de los límites de 
la Constitución y la ley". Es por estas características que "Estima la 
Corporación que la Carta Política no definió el grado de autonomía que 
le atribuyó a las entidades territoriales, delegando en el legislador tal 
competencia. Así las cosas, el grado de autonomía que tienen los entes 
territoriales en el Estado Colombiano, lo califica directamente la ley. 
Dicho en otros términos, la autonomía territorial es relativa, puesto que 
se concibe dentro de un estado unitario". 

Para el caso concreto, tenemos que la autoridad administrativa en uso de la 
función de policía, al expedir el acto administrativo demandado, reglamentó 
aspectos que no podían reglamentarse (limitación de los derechos 
fundamentales) y por ende contrarió la Constitución y la ley, en tanto que se 
vulneró la reserva legal que detenta el Congreso Nacional en materia de 
poder de policía. En otras palabras, la Alcaldía del Municipio de Tame 
vulneró normas superiores, restringió los derechos de los ciudadanos, 
estableciendo límites como lo son las restricciones a la libre circulación por 
el territorio nacional. 
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Por lo anterior es que solicitamos la declaratoria de nulidad del acto 
demandado. 

1.2.3.1. Derechos constitucionales vulnerados: 

La indebida reglamentación afectó de manera inequívoca varios preceptos 
constitucionales. Por lo pronto y por la conducencia de la cita, reseñamos los 
siguientes: 

Derecho fundamental de Locomoción y circulación. 

El artículo 2º de la Carta Política señala dentro de los fines esenciales del 
Estado el garantizar la efectividad de los derechos fundamentales, dentro de 
los cuales es propio resaltar el derecho a la libre circulación dentro del 
territorio nacional (artículo 24), normatividad que garantiza el que 
efectivamente todo colombiano circule libremente por el territorio nacional. 

"La Constitución es tablece es te derecho fundamental limitándolo 
únicamente a los colombianos; los extranjeros deben sujetarse a los 
tratados internacionales, a las normas de inmigración y a las leyes de 
extranjería, que regulan su ingreso, su permanencia y su salida del 
territorio nacional. 

( ... ) 

"Este derecho fundamenta l a la libertad de locomoción y 
residencia es de aplicación inmediata, propio de la naturaleza 
inherente al ser humano y su conquista de éste frente al poder 
del Estado . Sobre el derecho fundamental existe lo que podríamos 
denominar el respeto absoluto del Estado por la determinación del ser 
humano de satisfacer sus necesidades en el lugar por él escogido, con 
las limitaciones que solamente la ley puede establecer tal 
como lo determina la Constitución. "16 

Así mismo, la jurisprudencia constitucional ha señalado que, en su sentido 
más elemental, el derecho de locomoción comprende "la posibilidad de transitar 
o desplazarse de un lugar a otro dentro del territorio del propio país, especialmente si 
se trata de las vías y los espacios públicos". Este criterio fue reiterado en las 
sentencias C-741/99 y T-595/02, T-508/10. 

Y sobre el punto de la aplicación del artículo 24 constitucional de la libre 
circulación en el territorio nacional, no se dejó ápice de equivocación cuando 
la Corte manifestó: 

"La libertad de locomoción, a la cual alude el artículo 24 de la Carta, 
implica que toda persona, salvo las limitaciones que establezca la 

16 Ver Sentencia T-518de1992 de la Corte Constitucional. 
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ky, tiene derecho a circular libremente por el territorio. 

Según se infiere de la norma y de las disposiciones consagradas en 
convenios y pactos internacionales como la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos (1948) y el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos (Ley 74 de 1968), únicamente la lelt puede 
introducir restricciones, generalmente vinculadas con razones de 
seguridad, orden público, salud pública o aplicación de decisiones 
judiciales, todas las cuales se encuadran dentro de los criterios a cuyo 
amparo el derecho mencionado no es absoluto y está supeditado al 
interés general reconocido por el legislador. 

En cuanto al espacio público, es claro que las vías públicas f orman 
parte esencial del mismo pues están concebidas para cumplir un fin de 
interés público y han sido reservadas para el libre tránsito de los 
habitantes, de lo cual se desprende que su disponibilidad no puede 
quedar librada a la voluntad de los particulares ni a la decisión de 
organismos administrativos a los cuales no se confía por la 
Constitución la responsabilidad atinente a la normación, planificación 
y regulación de su uso. "1 7 

Sin embargo, la resolución demandada limitó el derecho a la libre circulación, 
pues estableció una única y específica ruta en un horario ínfimo que no 
permite el ejercicio mínimo del derecho. Además no atiende a los criterios 
estrictamente exigidos por la ley. 

Derecho fundamental a la igualdad. 

Con la medida se establece una diferenciación injustificada y parcializada que 
contravía el artículo 13 de la Carta Política. Esto en cuanto a que la medida 
implementada esta dirigida SELECTIVA Y DISCRIMINATORIAMENTE a 
algunos vehículos de carga y a algunos sectores económicos que hacen uso de 
los vehículos con las modalidades descritas en el acto administrativo 
demandado. Adicionalmente, existe una discriminación aún mayor a la ya 
descrita en contra de los vehículos dedicados al transporte de hidrocarburos, 
puesto que como bien lo manifiesta la resolución 001 del 2018, sin importar las 
dimensiones o carga de los vehículos que pertenezcan a este sector, su 
movilidad y tránsito está limitado en los términos allí señalados. 

Ello constituye claramente una vulneración del derecho a la igualdad de trato 
ante la ley, es decir a que todo destinatario de la norma sea tratado en 
igualdad de condiciones, lo cual acá evidentemente se desconoció. 

Derecho Fundamental al Trabajo 

Con la medida que restringe la circulación de vehículos de carga pesada, extra 
pesada, extra dimensionada y de hidrocarburos en todas sus modalidades; en 
el casco urbano del Municipio de Tame se afecta el Derecho al Trabajo 

17 Ver Sentencia T-550/92 Magistrado Ponente: Dr. José Gregario Hernández Galindo. 
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(artículo 25 de la C.P de 1991), pues de manera arbitraria se desconocería el 
hecho que muchas personas poseen esta clase de vehículo como herramienta 
fundamental de trabajo y sustento de sus familias. 

Adicionalmente, vale la pena mencionar que "la vocacwn productiva del 
municipio de Tame se manifiesta especialmente en las actividades pecuarias, agrícolas 
y forestales, comercio y últimamente en la agroindustria"1B, actividades económicas 
que dependen del transporte como medio de desarrollo y serán de difícil 
desempeño cuando se restringe el paso por el casco urbano del municipio a 
minúsculas dos horas y media al día; aunado el hecho que la restricción se 
hizo de manera permanente o indefinida en el tiempo y sin brindar alternativa 
diferente al transportador. 

Uso del espacio público. 

A partir de la expedición de la carta política de 1991, el constituyente 
consideró dotar de una especial relevancia constitucional al uso y goce del 
espacio público, atribuyéndole dentro de la Constitución las categorías de 
inalienables, imprescriptibles e inembargable, ello se evidencia en los 
siguientes artículos: 

"Artículo 82 . Es deber del Es tado velar por la protección de la 
integridad del espacio público y por su destinación al uso común, el cual 
prevalece sobre el in terés particular. 

"Artículo 63. Los bienes de uso público, los parques naturales, las 
tierras comunales de gntpos étnicos, las tierras de resguardo, el 
patrimonio arqueológico de la Nación y los demás bienes que determine 
la ley, son inalienables, imprescriptibles e inembargables." 

"Artículo 102. El territorio, con los bienes públicos que de él forman 
parte, pertenecen a la Nación." 

Al respecto la Corte Constitucional en sentencia C-568 del 2003 señaló que: 

"Así las cosas, la protección constitucional a que se ha hecho referencia 
al tiempo que impone al Estado el deber de velar por la integridad del 
espacio público, constituye una expresa limitación a la propiedad 
privada, así como a la posibilidad de que se excluyan algunas 
personas del acceso al espacio público o se establezcan privilegios a 
favor de determinados particulares en desmedro del interés general. 

3.1.2 Cabe precisar que dicha protección no impide que, en casos 
específicos, el espacio público pueda ser objeto de alguna 
limitación transitoria y razonable como resultado de disposiciones 
que reconocen a los particulares ciertas garantías relacionadas con el 
derecho de propiedad, con la seguridad, con la prestación de servicios a 
la comunidad o con el libre desarrollo de actividades culturales o cívicas. 

Empero, la Corte ha señalado la necesidad de que el Legislador defina 
el ámbito de acción de las autoridades responsables de la regulación del 

1s Tomado de: http:/ /www.tame-arauca.gov.co/MiMunicipio/Paginas/Economia.aspx 
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espacio público en esas circunstancias." (resaltados fuera de texto) . 

Igualmente, en sentencia ya citada la Corte se había pronunciado sobre las vías 
de uso público: "En cuanto al espacio público, es claro que las vías públicas forman 
parte esencial del mismo pues están concebidas para cumplir un fin de interés público 
y han sido reservadas para el libre tránsito de los habitantes, de lo cual se 
desprende que su disponibilidad no puede quedar librada a la voluntad de los 
particulares ni a la decisión de organismos administrativos a los cuales no se confía 
por la Constitución la responsabilidad atinente a la normación, planificación y 
regulación de su uso." 19 

En virtud de lo anteriormente mencionado, es entonces claro que las medidas 
contenidas dentro de la resolución demandada contrarían las citadas 
disposiciones constitucionales, toda vez que se apartan de la naturaleza y 
núcleo esencial del derecho al uso colectivo del espacio público, y restringe el 
mismo a un horario exagerado y desproporcionado sin cualquier tipo de 
motivación o justificación, como se señalará más adelante. 

El uso de los bienes colectivos se ve afectado puesto que las calles que 
componen la red vial del casco urbano del municipio de Tame, corresponden a 
un espacio de uso común y que no se puede restringir de manera 
reglamentaria, mucho menos de forma indefinida y exagerada y sin un 
estudio de red vial o de seguridad que lo acompañe. 

Libertad económica - libre competencia20 

De acuerdo con el artículo 333 de la Constitución en Colombia, la libre 
competencia económica es un derecho y el Estado debe estimular el desarrollo 
empresarial. Para el caso que nos ocupa está ocurriendo todo lo contrario con 
este tipo de medidas restrictivas, excluyentes, selectivas, arbitrarias, 
injustificadas, exageradas y desproporcionadas. 

El decir de nuestro máximo tribunal Constitucional al respecto se puede 
recoger en estas letras: 

19 Ver Sentencia T-550/92 Magistrado Ponente: Dr. José Gregorio Hernández Galindo. 
20 Sobre este punto la Corte ha hecho ver que "si bien las libertades económicas no son 
derechos fundamentales per se y que, además, pueden ser limitados ampliamente por el 
Legislador, no es posible restringirlos arbitrariamente ni es factible impedir el ejercicio, en 
igualdad de condiciones, de todas las personas gue se encuentren en condiciones 
fácticamente similares (C.P. art. 13 y 333). Por consiguiente, es viable predicar la ius 
fundamentalidad de estos derechos cuando se encuentren en conexidad con un derecho 
fundamental, esto es, cuando su ejercicio sea el instrumento para hacer efectivo un derecho 
fundamental, como por ejemplo el de igualdad. Corte Constitucional, Sentencia SU- 157 de 
1999. 
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"Desde una óptica subjetiva, la libertad económica, que involucra la de 
empresa y dentro de ella la libertad de competencia que es su principio 
básico de operación, es un derecho no fundamental de todas las 
personas a participar en la vida económica de la nación9, que el poder 
público no sólo debe respetar, sino que, además, debe promover. 
Para ello debe remover los obstáculos que impiden el libre 
acceso a los m ercados de bienes y servicios. 

En es te sentido, la Carta explícitamente enuncia que "La libre 
competencia económica es un derecho de todos .. . " y añade que "El 
Estado, por mandato de la ley, impedirá que se obstruya o se restrinja 
la libertad económica". 

"No obstante, como todos los derechos y libertades, la económica y de 
empresa no son absolutas. Ellas tienen límites concretos que la 
Constitución expresamente menciona cuando afirma: "La ley 
delimitará el alcance de la libertad económica cuando así lo exijan el 
interés social, el ambiente y el patrimonio cultural de la Nación." 
Además, la noción misma de empresa, similarmente a lo que sucede 
con el concepto de propiedad, es entendida como una función social que 
implica obligaciones. (C.P art. 333) 

El instrumento por excelencia que permite a las autoridades lograr la 
efectividad de la función social de la empresa, es la actividad estatal de 
intervención en la economía. Esta intervención, según lo prevé el 
canon 334 superior, se lleva a cabo por mandato de la ley "en la 
explotación de los recursos naturales, en el uso del suelo, en la 
producción, distribución, utilización y consumo de los bienes, y en los 
servicios públicos y privados, para racionalizar la economía con el fin 
de conseguir el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la 
distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del 
desarrollo y la preservación de un ambiente sano". Así pues, el 
legislador puede intervenir la actividad económica, a fin de lograr los 

D O S 

mencionados fines constitucionales. 21 • ~Nr1, t:J 
i:¡' ~-r- . 

Ahora bien. Saliéndole al paso a una equivocada interpretación que sostenga¡~\.~ 
que le está permitido a la autoridad municipal como autoridad de policí .; - ~ 
ejercer un poder subsidiario y limitar los derechos fundamentales, recordamos 
lo siguiente: 

A. Como primera instancia queremos señalar que no se puede hablar de 
poder subsidiario como quiera que existe una ley que ha desarrollado el 
asunto. Ella, -la regulación legal- existe razón por la cual el reglamento 
no puede ir más alla. (art. 1ley769) 

B. Como segunda medida, queremos indicar que el poder de policía 
subsidiario quedó, después de la entrada en vigencia de nuestra actual 
carta política, proscrito en palabras de nuestro máximo Tribunal 
Constitucional. Veamos: 

21 Ver sentencia C-615 de 2002. M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra. 
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"En el Estado Social de Derecho es lógico que la regulación de los 
derechos y las libertades públicas es té en cabeza del Congreso, puesto 
que su protección supone que los actos estatales que los afecten es tén 
rodeados de un conjunto de garantías mínimas, entre ellas la 
relacionada con la necesidad de que cualquier limitación o restricción 
se establezca por medio de una ley adoptada por el poder legislativo 
como expresión de la voluntad popular. Es claro que es te 
procedimiento le imprime seguridad, publicidad y trasparencia a las 
decisiones adoptadas en esta materia por el legislador, las que en todo 
caso no están exentas de los controles establecidos en la Constitución a 
fin de proteger los derechos humanos. Por ello el poder de policía 
subsidario que ejercen ciertas autoridades administrativas no puede 
invadir esferas en las cuáles la Constitución haya es tablecido una 
reserva legal, por lo cual, en general los derechos y libertades 
constitucionales sólo pueden ser reglamentados por el Congreso. Esto 
significa que, tal y como esta Corte lo había precisado, "en la 
Carta de 1991 ya no es de recibo la tesis de la competencia 
subsidiaria del reglamento para limitar la libertad allí donde 
la ley no lo ha hecho y existe reserva legal, la cual había sido 
sostenida bajo el antiguo régimen por el Consejo de Estado "Consejo 
de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Primera. 
Sentencia dic. 13 de 1979) y la Corte Suprema de Justicia (Corte 
Suprema de Ju sticia. Sentencia de enero 27 de 1977)22"23 (Resaltado 
nuestro) 

De manera que no es viable, jurídicamente hablando, que la administración 
local reglamente subsidiariamente una materia más allá de los límites 
establecidos en la ley. 

Así la cosas, saliéndole al paso también a otra equivocada interpretación que 
sostenga que le está permitido al Instituto de Movilidad y Transporte de Tame 
-IMTT A- como autoridad de policía limitar residualmente los derechos 
fundamentales, recordamos que si bien es cierto que en materia del poder de 
policía una cosa es el poder subsidiario (hoy proscrito entre nosotros) y otro el 
poder residual de policía24, no es menos cierto que éste debe darse en 
desarrollo y por ende, en estricto acatamiento de la regulación legal. 

En suma, nuestra tesis es que la resolución demandada NO podía limitar los 
derechos fundamentales toda vez que, según el mismo artículo 24 
constitucional, ésta era una función reservada a la ley. 

Así mismo, sostenemos que la ley en cita (769) no podía delegar o entregar al 
ejecutivo, so pena de violar lo ordenado por la Constitución Política (Art. 24 y 
jurisprudencia constitucional) la competencia de limitar los derechos 
fundamentales. 

22 Corte Constitucional. M.P. Alejandro Martínez Caballero. C-024de1994. 
23 Corte Constitucional. 31 de agosto de 2004. M.P. Rodrigo Uprimy Yepes. C- 824 de 
2004. 

24 Ver Sentencia C- 366 de agosto de 1996) 
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Sin embargo, si la interpretación fuera que se trata de una competencia NO 
subsidiaria sino residual que permite a la autoridad local restringir los 
derechos fundamentales en aplicación, por ejemplo, del artículo 119 del 
Código Nacional de Tránsito, advertimos desde ya que la RESOLUCIÓN 001 
DE 2018 demandada EXCEDIÓ los cánones constitucionales y, por sobre todo 
legales. 

En efecto, según la aparente motivación de la limitación de los derechos 
fundamentales, ello obedeció a "que el director del Instituto de Movilidad y 
Transporte de Tame estima conveniente autorizar una vía única o específica que 
cuente con las condiciones idóneas para el flujo de los vehículos anteriormente 
relacionados dentro del casco urbano del municipio de Tame" y "que la restricción en 
la circulación de los mencionados vehículos adelantada dentro del casco urbano del 
municipio de Tame es una medida de seguridad para los habitantes y demás usuarios 
de esta vía". 

Al respecto es menester señalar que la aparente motivación invocada en las 
consideraciones es totalmente insuficiente, pues no se hace alusión al sustento 
o estudio técnico que permitió a la autoridad dotar a la única vía autorizada 
de "idoneidad" para el tránsito de carga. Aunado a ello, si de seguridad se 
habla, en la calle escogida como ruta particularmente la calle 13, se encuentran 
ubicadas instituciones de salud, está identificada una zona escolar, hay un 
gran flujo peatonal por los establecimientos comerciales circundantes; todo lo 
cual desvirtúa completamente dicho argumento falaz. 

Sin asomo de duda, del simple cotejo entre la motivación del acto 
reglamentario y las causales que permiten la restricción o limitación de 
circulación del artículo 1 del Código Nacional de Tránsito, se concluye su 
ilegalidad por cuanto no existe motivación alguna sobre la idoneidad de la vía 
autorizada, y por el contrario, la vía elegida presenta mayores riesgos para la 
seguridad de la población, sobre todo de la población escolar. 

De suerte que se debe anular el acto por cuanto sólo la ley -que no el 
reglamento- es la competente para limitar los derechos fundamentales, sin 
embargo, si lo hace el reglamento, éste, cuando menos, debe ajustarse a las 
hipótesis o supuestos legales (causas de la limitación) lo cual no ocurrió en 
nuestro caso. 

1.2.4. Desarrollo del concepto de la violación directa de la Constitución 
Política. 

En ese orden de ideas, empezaremos el análisis del concepto de la violación de 
la Constitución Política poniendo de presente el valor, -ya no solo vinculante 
sino directo-, que para los efectos de la nulidad de la resolución demandada 
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ostenta nuestra Carta Política. 

En palabras de la Corte Constitucional la cuestión no puede ser más 
perentoria. Veamos: 

"Considera la Corte que el texto constitucional ha de hacerse valer y 
prevalecer sobre la preservación de normas de rango inferior. La 
función de la Constitución como determinante del contenido de las 
leyes o de cualquier otra norma jurídica, impone la consecuencia lógica 
de que la legislación ordinaria u otra norma jurídica de carácter 
general no puede, de manera alguna, modificar los preceptos 
constitucionales, pues la defensa de la Constitución resulta más 
importante que aquellas que no tienen la misma categoría. 

Dentro de la categoría que tiene y debe tener la Constitución, ésta se 
impone como el grado más alto dentro de la jerarquía de las normas, de 
manera que el contenido de la leyes y de las normas jurídicas generales 
es tá limitado por el de la Constitución. Así pues, debe existir siempre 
armonía entre los preceptos constitucionales y las normas jurídicas de 
inferior rango, y si no la hay, la Constitución Política de 1991 ordena 
de manera categórica que se apliquen las disposiciones constitucionales 
en aquellos casos en que sea manifiesta y no caprichosa, la 
incompatibilidad entre las mismas, por parte de las autoridades con 
plena competencia para ello"25 

Queda claro entonces que es perfectamente procedente fundamentar la 
anulación de un acto administrativo con base en las normas de rango 
constitucional que se ven de manera directa o indirecta afectadas con la 
producción de susodicho acto. 

Si a ello le sumamos la ya conocida jurisprudencia constitucional por virtud de 
la cual entre la constitución política y la jurisprudencia constitucional que la :~NTA ~ 
interpreta "no cabe siquiera una hoja de papel" tendremos por tal la anulación ·M· ~~· 
del acto administrativo por violación directa de la Constitución Política. t~ ~c.~~ 

Ahora bien. La potestad regulatoria implica que el "reglamento" tiene un 
límite que le es connatural a él y que implica que no puede exceder el estatuto 
reglamentado y, cuánto menos, la Constitución Política. 

Al respecto, el profesor Libardo Rodríguez enseña: "Los límites del poder 
reglamentario de la ley (cuanto más del acto administrativo) los señala la necesidad de 
cumplir debidamente el estatuto desarrollado".26 (Subrayado nuestro) 

25 Corte Constitucional. Sentencia C-197 de abril 7de1999. M.P. Antonio Barrera 
Carbonell. 
26 Derecho administrativo. Libardo Rodríguez R. Editorial Temis. 2000. P. 287. 
Lo suyo explican los profesores Jaime Vidal Perdomo, Carlos Betancour Jaramillo y Luis 
Carlos Sáchica Aponte, entre otros tratadistas nacionales, al igual que la jurisprudencia de 
nuestro Consejo de Estado: Radicación No. 1035 de 2000 y 0002 de 2003. 
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En ese orden de ideas, toda reglamentación que tenga como objeto o logre 
como efecto la trasgresión de los límites del estatuto constitucional, adolecerá 
de vicios de legalidad por violentar las normas en que debieron fundarse, al 
decir del artículo 137 del CP ACA. 

En consecuencia, como se afirmó, cuando el reglamento supera las 
regulaciones dadas por el estatuto constitucional éste se torna anulable pues, 
como lo sostiene el profesor Gustavo Penagos, el reglamento "no puede intentar 
dejar sin efecto los preceptos legales (constitucionales) (. . .), no puede suplir la le11 (la 
constitución) allí donde ésta es necesaria para producir un determinado efecto o 
re~lar un cierto contenido".27 (Subrayado nuestro) 

Habida cuenta de las consideraciones anteriores, es evidente que la resolución 
demandada hizo caso omiso de las normas Constitucionales así como legales, 
en clara contravía de los intereses de los ciudadanos. 

Veamos en primer lugar los principios constitucionales: 

1.2.4.1 Violación del principio de legalidad. (Arts. 6, 121 y 123 CP) 

No cabe duda de que el hecho de haber olvidado lo expresamente dispuesto 
por el constituyente en el artículo 24 por cuanto lo actuado se torna, amén de 
ilegal, inconstitucional, por violación expresa del principio de legalidad. 

Este principio es, como lo ha dicho nuestra Corte Constitucional, trasversal a 
nuestra Carta Política y, en síntesis, a todo nuestro ordenamiento jurídico. 
Empero, el mismo se puede recoger en estos 3 principales artículos, a saber: 

11 Artículo 6° .-
Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por 
infringir la Constitución y las leyes. Los servidores públicos lo 
son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el 
ejercicio de sus funciones ." 

11 Artículo 121 º .-
Ninguna autoridad del Estado podrá ejercer funciones distintas 
de las que le atribuyen la Constitución y la ley." 

11 Artículo 123 ° .-
Son servidores públicos los miembros de las corporaciones 
públicas, los empleados y trabajadores del Estado y de sus 
entidades descentralizadas territorialmente y por servicios. 
Los servidores públicos están al servicio del Estado y de la 
comunidad; ejercerán sus funciones en la forma prevista por la 
Constitución, la ley y el reglamento. 
La ley determinará el régimen aplicable a los particulares que 

27 El acto administrativo. Gustavo Penagos. Ediciones Librería del Profesional. 
Tomo II. 2001. P.291. 
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temporalmente desempeñen funciones públicas y regulará su 
ejercicio." 

Así las cosas, la violación de la Constitución al expedir el acto administrativo 
acusado es evidente, toda vez que se violenta el espíritu competencia! que 
tienen las autoridades ejecutivas al reglamentar aspectos que en virtud de la 
constitución le estaban vedados. 

En este caso la autoridad municipal vulneró este principio pues profirió un 
acto administrativo que va mas allá de lo que la constitución dispone, y 
excedió lo que la ley establece, tal y como se expone más adelante. 

1.2.4.2. Violación del test de razonabilidad y el principio de 
proporcionalidad y los criterios de ponderación que deben seguir las 
medidas de policía. 

Como bien lo afirma el profesor y ex magistrado Eduardo Montealegre Lynett, 
"el mecanismo que utiliza la técnica de interpretación constitucional moderna para 
hacer la ponderación entre derechos o bienes constitucionales en conflicto, es el del 
llamado Test de razonabilidad, que se fundamenta en un estudio de la relación entre 
medios y fines"2B. 

Ese estudio de medios a fines que configura la técnica de interpretación 
constitucional está, a su vez, compuesto por unos criterios de ponderación 
constitucional sobre los cuales se debe efectuar cualquier tipo de análisis sobre 
la validez constitucional y legal de las normas acusadas, sobre todo de 
aquellas que atienden al poder de policfa.29 

Esos criterios de ponderación constitucional son los siguientes: 

(i). Criterio de adecuación de la medida frente a las normas superiores y al 
objetivo buscado con ella. 
(ii) Criterio de necesidad de la medida frente a opciones o alternativas 
paralelas o ulteriores. 
(iii) Criterio de Proporcionalidad en sentido estricto. 
(iv) Criterio de utilidad de la norma en el plano fáctico. 

Allí donde las normas bajo estudio no soportan alguno de estos criterios de 
ponderación constitucional constitutivos del Test de razonabilidad y del 
principio de proporcionalidad se puede pregonar su inconstitucionalidad. 

Por tanto, nos permitiremos comprobar cómo, para el caso presente, la norma 

28 Ver Artículo: Principio de proporcionalidad y políticas económicas. Eduardo 
Montealegre Lynett. Diálogo entre abogados y economistas sobre la Constitución en el aspecto 
Económico. Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 2007. P. 70 
29 Ibidem. 
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acusada no soporta un juicio de constitucionalidad dentro de los parámetros 
que para ello ha establecido nuestra Corte Constitucional3º. 

(i) Criterio de adecuación de la medida frente a las normas superiores 
y al objetivo buscado con ella. 

Las medidas adoptadas por el Director del IMTT A al limitar el derecho 
fundamental de circulación y locomoción de quienes transitan las vías de 
segundo orden con "los vehículos de carga pesada, extra pesada, extra 
dimensionada y de hidrocarburos" no son adecuadas no idóneas al amparo 
de, por un lado, el objetivo pretendido (seguridad de las personas y las cosas) 
y, por el otro, las causas aducidas al amparo de la legislación correspondiente, 
Vgr. Las contenidas en el artículo 1 de la Ley 769 del 2002. 

En otras palabras. La medida acusada no resiste el test de razonabilidad 
exigido por nuestra jurisprudencia toda vez que la misma no resulta idónea y 
adecuada para alcanzar los fines propuestos. 

Si el fin es el de garantizar la seguridad e integridad física de la comunidad, el 
mismo no se logra a través de la limitación parcializada y selectiva de algunos 
vehículos y mucho menos, el redireccionar el tránsito de vehículos de carga 
pesada por una zona escolar. Y si se trata del cuidado de las cosas (vías) para 
evitar su deterioro, lo procedente es tomar medidas diferentes como obras de 
mantenimiento y cuidado de las vías. 

Así las cosas, la medida de policía NO es adecuada a los objetivos buscados ni 
al fin de las normas superiores. Entre otras contraviene las normas superiores 
por cuanto es parcializada y selectiva. Parcializada porque está encaminada a 
limitar exclusivamente a cierto tipo de vehículos pesados (los vehículos de 
carga pesada, extra pesada, extra dimensionada y de hidrocarburos) sin 
justificación alguna para tal discriminación. 

Amén del trato discriminatorio y desigual que la medida contiene (asunto que 
trataremos mas detenidamente con posterioridad) la medida NO es, 
ciertamente, adecuada para alcanzar los fines propuestos. 

Si ella fuere adecuada NO sería, de ese modo, parcializada a éste tipo de 
vehículos ni mucho menos selectiva. Acaso, ¿dónde se establece técnicamente 
que sólo los vehículos de esas características sean los que causen la 
inseguridad en las vías? Y si así lo fuese ¿dónde esta el estudio que permita 
concluir que la vía escogida es más idónea? ¿No es más lesivo redireccionar 
estos vehículos en medio de una zona escolar? ¿Dónde se establece 
técnicamente que sólo aquellos vehículos de cualquier índole pertenecientes a 
los sectores de hidrocarburos sean los generadores de inseguridad vial? 

30 Ver Sentencias C- 024de 1994 y C- 825 de 2004. 
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Insistimos. La medida limitativa de policía (medio) no es apta para conjurar el 
fin con ella supuestamente buscado (Seguridad de personas y cosas). 

(ii) Criterio de necesidad de la medida frente a opciones o 
alternativas paralelas o ulteriores. 

Si la medida de policía adoptada no es adecuada mucho menos es necesaria. 
Es que siempre que se limite un derecho fundamental constitucional la 
intervención tiene que ser realmente requerida. 

En el caso que nos ocupa, la medida no es ni siquiera sumariamente requerida. 
Para evitar accidentes y el deterioro de la vía (ver consideración Numeral 10 
de la resolución) no era necesario restringir de manera selectiva (solo a ciertos 
vehículos), de manera permanente (desde el 5 de enero) y desproporcionada 
(permitiendo sólo un mínimo de tiempo -2 horas y media- para poder 
atravesar el municipio), el derecho a la libre circulación. Era menester haber 
tomado otras medidas más idóneas, de infraestructura o mantenimiento de las 
vías. La intervención, para ese propósito, no amerita entonces la restricción 
vehicular de las características contenidas en la resolución demandada sino los 
contratos Estatales de obra necesarios para su adecuación y mejoramiento, 
además de una política pública imperiosa que fomente y concientice sobre la 
seguridad vial. 

Cabe anotar que, en ninguna parte de las consideraciones que motivaron el 
acto !imitatorio, se reseñan los estudios urbanísticos y de ruta que deben ser la 
verdadera justificación y motivación de las medidas regulatorias en pro de la 
seguridad. 

Pero contrario a la supuesta motivación del IMTTA en el acto administrativo 
demandado, sí existen hechos notorios y relevantes que ponen en tela de juicio 
la necesidad de tan nefasta e injusta medida. 

Alega el funcionario de manera efímera en los considerandos de la resolución 
que la medida busca garantizar la seguridad de la vía, de os conductores y de 
la comunidad en general (nuemral 10), sin embargo, ello resulta fácilmente 
desvirtuable con un hecho notorio que es la evidencia de las zonas por las 
cuales atraviesa la vía elegida. En efecto, la ruta autorizada en la resolución 
cruza un sector del municipio con alto tránsito peatonal, ya que presenta 
actividad comercial alta (locales de billar y talleres), centros de atención 
médica, IPS, zona escolar, como se puede observar en el siguiente mapa: 
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Ello evidencia que la ruta seleccionada no es realmente la más segura ni la más 
idónea para autorizar por allí el paso de vehículos de carga pesada 
extrapesada, extradimensionada y de hidrocarburos. 

Además de ello, el funcionario ha debido adelantar estudios y valoraciones 
técnicas para fundamentar su decisión, para SOPESAR los graves efectos y 
repercusiones graves así como el insostenible argumento de la seguridad que 
se pretende invocar. 

En consecuencia, no media ni un solo argumento de tipo técnico que respalde 
la necesidad de la medida, por el contrario, ella no se requiere para conjurar el 
fin perseguido. 

(iii) Criterio de Proporcionalidad en sentido estricto. 

Si el fin perseguido estuviese consignado en la ley como uno de aquellos 
válidos podríamos afirmar que la medida, a pesar de ser innecesaria e 
inadecuada, sería proporcionada partiendo del supuesto según el cual la 
proporcionalidad implica que si bien los fines perseguidos legitiman la 
implementación de las medidas restrictivas, de todas maneras esa limitación 
no puede ser excesiva, a tal punto que anule por completo el derecho 
limitado, situación ocurrida en el presente caso. En efecto, al restringir el 
tránsito de los vehículos de carga al breve plazo de dos horas y media al día, 
ello resulta totalmente insuficiente para los fines inherentes al transporte, que 
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son llevar y traer la carga de un lugar a otro. Es claro que en ese corto término 
los transportadores no pueden cumplir con su actividad, por lo que quedan 
eliminados del todo los derechos invocados como violados, tomándose la 
medida en desproporcionada y excesiva, frente a los fines que la justificarían. 

(iv)Criterio de utilidad de la norma en el plano fáctico. 

Las normas limitativas de los derechos deben ser útiles frente a los fines que 
ellas buscan. Así lo estableció también nuestra Corte Constitucional entre 
otras, en la sentencia C-1433 de 2000. 

De manera que si la medida de policía no es útil en relación con sus fines ella 
debe dejar de exjstir en el ordenamiento jurídico. Ella tiene, en síntesis, que 
desaparecer puesto que el costo que se paga que es, nada más ni nada menos 
que la limitación de derechos fundamentales, costo muy alto frente a una 
disposición inane y que por lo mismo evidencia que no existe fundamento 
material alguno que sustente la existencia de la limitación. 

Por lo que en el caso que nos reúne salta a la vista que la norma resulta 
totalmente inútil, si de lo que se trata es de mejorar la seguridad de las 
personas y las vías, la medida de redireccionar los vehículos por otra ruta no 
resulta útil, máxime tratándose la ruta elegida de una zona que implica un 
mayor riesgo peatonal y para población más vulnerable como lo son niños y 
personas que requieren asistencia en salud. 

Existen, en suma, otros medios alternativos, otras opciones más útiles con 
las que cuenta la autoridad para garantizar la seguridad vial sin afectar con 
tal entidad los derechos fundamentales. Por lo demás, en lo que hace a la 
utilidad, el hecho de limitar de forma selectiva y parcializada la circulación y 
locomoción de determinadas personas y vehículos no implica, necesariamente, 
la disminución de unos supuestos riesgos con el tránsito de vehículos de carga 
pesada o extra dimensionada, por el contrario, la medida sería más lesiva, por 
las razones de discriminación expuestas en párrafos anteriores. 

Total, no se cumple con el criterio de utilidad que debe ser tenido en cuenta -
por el fallador a la hora de hacer su juicio de razonabilidad y 
proporcionalidad. 

Es de acuerdo con lo anteriormente expuesto que se evidencia como la medida 
atenta contra derechos fundamentales, y por ende, no soporta un juicio de 
constitucionalidad de conformidad con el test de razonabilidad y el principio 
de proporcionalidad, herramientas indispensables a la hora de evaluar la 
validez constitucional de la misma. 
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1.2.4.3. Violación de los límites esenciales al Poder y la función de policía 
que obliga nuestra Carta Política. 

Nuestra Corte Constitucional ha establecido unos claros límites tanto al poder 
como a la función de policía. Ellos se pueden observar, entre otras, 
particularmente en las sentencias C -024 de 1994 y C- 825 de 2004. 

Esos límites son: 

• Estar sometidos al principio de legalidad. 
• Las medidas de policía deben tender a asegurar el orden público. 
• Su actuación y las medidas a adoptar se encuentran limitadas a la 

conservación y restablecimiento del orden público 
• Las medidas que se tomen deben ser proporcionables y razonables. 
• No pueden imponerse discriminaciones injustificadas a ciertos sectores. 
• La medida debe recaer contra el perturbador del orden público pero no 

contra quien legalmente ejerce sus libertades 
• Toda medida está sometida al control jurisdiccional posterior. 

Con base en los anteriores límites podemos concluir que las medidas asumidas 
por el IMTT A que son el objeto de la presente demanda, atentan contra todos 
y cada uno de esos límites. 

En lo que hace al principio de legalidad, al test de razonabilidad y al principio 
de proporcionalidad y sus criterios de evaluación, queda poco que añadir al 
respecto. 

En lo tocante al aseguramiento del orden público así como a la conservación y 
restablecimiento del mismo, la limitación es inocua toda vez que, por una 
parte, no existe enturbiamiento del orden público y, por la otra, porque las 
medidas indefinidas en el tiempo no tienden a restablecer el orden público. 

En el presente caso, ni la motivación invocó el orden público, ni la medida 
busca su restablecimiento; es decir, la medida no busca restablecer ni mucho 
menos conservar el orden público (no afectado). 

Por el contrario, lo que sí parece evidente es que la medida policiva no recae 
sobre quien "perturbó el orden público" pero sí frente a aquellos que ejercen 
legalmente sus libertades. 

En virtud del derecho fundamental a la igualdad (Art. 13 CP) es que la 
jurisprudencia ha establecido desde siempre la imposibilidad de generar 
medidas policivas que produzcan desigualdades de oportunidades y de trato 
cuando quiera que ellas no estén previamente justificadas y su apología sea 
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Nosotros estamos convencidos que las medidas demandadas y su 
diferenciación por gremios, productos y tipos de vehículos genera una 
injustificada discriminación de ciertos sectores que no tienen el deber jurídico 
de soportarlo. 

No es que el legislador (no el ejecutivo) no pueda efectuar ciertas 
diferenciaciones en razón al objeto y al propósito de la regulación, lo que 
sucede es que cuando ellas se realicen deben obedecer a un criterio razonable 
y objetivo amén motivado. Esos criterios, como anotamos, se deben analizar 
desde una perspectiva teleológica con lo cual el fin pretendido es crucial para 
poder determinar la validez de la justificación que soporta la discriminación 
de determinados sectores. 

Así las cosas, el hecho de que el propósito de la reglamentación tenga que ver 
con la seguridad conlleva a la conclusión que la limitación de determinados 
vehículos utilizados por determinados sectores es ilegal e inconstitucional 
como quiera que no son solamente los vehículos de esos sectores limitados, la 
causa eficiente del supuesto daño o amenaza de la seguridad. No hay pues 
razón suficiente para generar una deliberada y arbitraria discriminación como 
la que estudiamos en razón al objetivo buscado. 

1.2.5. Violación de la Ley 769 del 2002 "Por la cual se expide el Código 
Nacional de Tránsito Terrestre y se dictan otras disposiciones". 

A continuación transcribimos los artículos de la Ley 769 del 2002, pertinentes 
para el presente asunto: 

Artículo 1.-AMBITO DE APLICACIÓN Y PRINCIPIOS. <Artículo 
modificado por el artículo 1 de la Ley 1383 de 2010. El nuevo texto es el 
siguiente:> Las normas del presente Código rigen en todo el territorio 
nacional y regulan la circulación de los peatones, usuarios, pasajeros, 
conductores, motociclistas, ciclistas, agentes de tránsito, y vehículos por 
las vías públicas o privadas que están abiertas al público, o en las vías 
privadas, que internamente circulen vehículos; así como la actuación y 
procedimientos de las autoridades de tránsito. 

En desarrollo de lo dispuesto por el artículo 24 de la Constitución 
Política, todo colombiano tiene derecho a circular libremente por el 
territorio nacional, pero está sujeto a la intervención y 
reglamentación de las autoridades para garantía de la seguridad 1f 

comodidad de los habitantes, especialmente de los peatones y de los 
discapacitados físicos y mentales, para la preservación de un ambiente 
sano y la protección del uso común del espacio público. 

ARTÍCULO 6º. Organismos de tránsito. Serán organismos de tránsito 
en su respectiva jurisdicción: 

a) Los departamentos administrativos, institutos distritales y/o 
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b) Los designados por la autoridad local única y exclusivamente en los 
municipios donde no hay autoridad de tránsito; 

c) Las secretarías municipales de tránsito dentro del área urbana de su 
respectivo municipio y los corregimientos; 

d) Las secretarías distritales de tránsito dentro del área urbana de los 
distritos especiales; 

e) Las secretarías departamentales de tránsito o el organismo designado 
por la autoridad, única y exclusivamente en los municipios donde no 
haya autoridad de tránsito. 

PARÁGRAFO lo. En el ámbito nacional será competente el Ministerio 
de Transporte y los organismos de tránsito en su respectiva jurisdicción 
para cumplir las funciones que les sean asignadas en este código. 

PARÁGRAFO 2o. Le corresponde a la Policía Nacional en su cuerpo 
especializado de carreteras el control de las normas de tránsito y la 
aplicación de este código en todas las carreteras nacionales por fuer a del 
perímetro urbano de los municipios y distritos. 

PARÁGRAFO 3o. Los gobernadores y los alcaldes, las Asambleas 
Departamentales y los Concejos Municipales, no podrán, en ningún 
caso, dictar normas de tránsito de carácter permanente, que impliquen 
adiciones o modificaciones al código de tránsito. (Negrita y subrayado 
fuera del texto) 

Los Alcaldes dentro de su respectiva jurisdicción deberán expedir las 
normas y tomarán las medidas necesarias para el mejor ordenamiento 
del tránsito de personas, animales y vehículos por las vías públicas con 
sujeción a las disposiciones del presente código. 

No obstante los alcaldes de municipios vecinos o colindantes podrán 
suscribir convenios interadministrativos para ejercer en forma 
conjunta, total o parcialmente, las funciones de tránsito que le 
correspondan a cada uno de ellos, dentro de las respectivas 
jurisdicciones que los compongan. 

ARTÍCULO 7°. CUMPLIMIENTO RÉGIMEN NORMATIVO. Las 
autoridades de tránsito velarán por la seguridad de las personas 11 

las cosas en la vía pública y privadas abiertas al público. Sus 
funciones serán de carácter regulatorio y sancionatorio y sus acciones 
deben ser orientadas a la prevención y la asistencia técnica y 
humana a los usuarios de las vías. 

ARTÍCULO 119. JURISDICCIÓN Y FACULTADES. Sólo las 
autoridades de tránsito, dentro del territorio de su jurisdicción, podrán 
ordenar el cierre temporal de vías, la demarcación de zonas, la 
colocación o retiro de señales, o impedir, limitar o restringir el tránsito o 
es tacionamiento de vehículos por determinadas vías o espacios 
públicos."(Negrita y subrayado fuera de texto) 

Si bien los citados artículos se retomarán más adelante, y desde los diferentes 
cargos que se invocan en el siguiente capítulo de la demanda, en este punto 
del escrito es necesario mencionar que la resolución claramente vulnera la Ley. 
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El Código Nacional de Tránsito establece las condiciones taxativas en virtud 
de las cuales puede restringirse el derecho a la libre circulación en el territorio, 
y lo hizo en desarrollo de las facultades expresamente otorgadas a la ley por el 
artículo 24 de la Carta. Tales condiciones podemos resumirlas así: 

1. La facultad de la autoridad para restringir la libre circulación debe ser 
con el fin de garantizar: i) la seguridad y comodidad de los habitantes, 
especialmente de los peatones y de los discapacitados físicos y mentales, ii) la 
preservación de un ambiente sano y iii) la protección del uso común del 
espacio público. (art. 1 de la Ley 769 de 2002) 
ii. Las autoridades no pueden dictar normas de tránsito de carácter 
permanente que impliquen modificaciones al código nacional de tránsito (art. 
6 de la Ley 769 de 2002). 
m. Los Alcaldes dentro de su respectiva jurisdicción deben expedir las 
normas y tomar las medidas necesarias para el mejor ordenamiento del 
tránsito por las vías públicas, con sujeción a las disposiciones del Código 
(Parágrafo 3 inciso 2 artículo 6 de la Ley 769 de 2002). 
iv. Las actuaciones de las autoridades deben ser orientadas a la prevención 
y la asistencia técnica y humana a los usuarios de las vías. (art. 7 Ley 769 de 
2002). 
v. La limitación al derecho a la libre circulación debe ser temporal (art. 119 
Ley 769 de 2002) 

Es evidente que la resolución demandada vulneró abiertamente el código de 
tránsito, en primer lugar, porque ha debido ser un acto proferido por el 
ALCALDE MUNICIPAL, en virtud de lo señalado expresamente por el 
Parágrafo 3 inciso 2 artículo 6 Ley 769 de 2002, que dice que son los 
ALCALDES quienes en su jurisdicción pueden restringir el tránsito, y en el 
presente caso lo hizo el Director del IMTT A. Pero además el mismo artículo 
establece expresamente que no se pueden crear NORMAS PERMANENTES 
que modifiquen o adicionen lo establecido en la ley , ni tampoco permite el 
cierre definitivo de vías. 

Por el contrario, en el presente caso la restricción inicia "a partir del 5 de enero 
de 2018" y no dice hasta cuando dura, es decir no es temporal sino indefinida 
o permanente en el tiempo, tornándose automáticamente en ILEGAL. 

Adicionalmente, no se JUSTIFICÓ ni menos se demostró que con tal anulación 
del derecho a la libre circulación se esté garantizando LA SEGURIDAD o 
COMODIDAD de los habitantes, ni la preservación del ambiente, ni el uso del 
espacio público (tal y como lo exige el artículo 1 del Código Nacional de 
tránsito) . Por el contrario, y aun cuando en los considerandos de la resolución 
se invoca la seguridad de las personas y las cosas, es evidente que las vías por 
las cuales se autorizó el paso para los vehículos representan · una mayor 
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inseguridad para los peatones, entre ellos niños y personas vulnerables, tal y 
como ya se ha expuesto y se mostró con el mapa insertado en este escrito. 

Aunado a ello, la norma dispone que el accionar de la autoridad debe ser 
orientado a la prevención y la asistencia técnica y humana a los usuarios de 
las vías; teniéndose como usuarios de las vías claramente a los 
transportadores, quienes con la resolución demandada muy contrario a la 
normativa se vieron perjudicados de la medida. 

Vale la pena citar los precedentes jurisprudenciales del Tribunal 
administrativo del Casanare, a los cuales haremos referencia en capítulo 
posterior, donde se declararon nulos los actos administrativos que restringían 
de forma permanente y selectiva a algunos vehículos, por encontrarlos 
vulnera torios de la normatividad. 31 

1.2.6. Violación de la ley 105 de 1993. 

El artículo 3 numeral sexto de la Ley 105 de 1993, ley de Transporte, dispone lo 
siguiente: 

6 .DE LA LIBERTAD DE EMPRESA: 

Para la constitución de empresas o de formas asociativas de transporte 
no se podrán exigir otros requisitos que los establecidos en las normas 
legales y en los reglamentos respectivos. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, para acceder a la 
pres tación del servicio público, las empresas, formas asociativas de 
transporte y de economía solidaria deberán estar habilitadas por el 
Estado. Para asumir esa responsabilidad, acreditarán condiciones que 
demuestren capacidad técnica, operativa, financiera, de seguridad y 
procedencia del capital aportado. 

Las autoridades sólo podrán aplicar las restricciones a la iniciativa 
privada establecidas en la Ley, que tiendan a evitar la competencia 
desleal, el abuso que personas o empresas hagan de su posición 
dominante en el mercado, para garantizar la eficiencia del sistema y el 
principio de seguridad. 

El Gobierno Nacional a través del Ministerio de Transporte o sus 
organismos adscritos reglamentará las condiciones de carácter técnico u 
operativo para la prestación del servicio, con base en estudios de 
demanda potencial y capacidad transportadora. 

El transporte de carga será prestado por personas naturales o jurídicas 
debidamente autorizadas por las autoridades y el Gobierno Nacional 
regulará su funcionamiento. El Gobierno es tablecerá los lineamientos 
para que el transporte de carga se lleve a cabo bajo condiciones de 

31 Sentencias proferidas por el Tribunal administrativo de Casanare, en los procesos radicados 
Número 85001 - 2331 - 001 - 2009 - 00135 - 00 cuyo demandante era la SOCIEDAD HOCOL y 
el demandado el MUNICIPIO DE NUNCHÍA, y Número 85001 - 2331 - 001 - 2010 - 00175 -
006. 
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seguridad y eficiencia. Igualmente no existirán restricciones para rutas 
y frecuencias, estas serán determinadas por el mercado. El Gobierno 
Nacional podrá establecer condiciones técnicas y de seguridad para la 
prestación del seroicio y su control será responsabilidad de las 
autoridades de tránsito. (Subrayado y negrita fuera de texto) 

En virtud de la anterior disposición normativa, se puede concluir que la 
potestad reglamentaria de trazar los lineamientos para que el transporte de 
carga se lleve bajo condiciones de seguridad y eficiencia, corresponde al 
Gobierno Nacional (Art. 189, Numeral 11. Constitución Política), es decir, bajo 
esta facultad legal, es el poder central es quien debe reglamentar esta materia. 
Además el criterio de EFICIENCIA es un elemento fundamental para el sector 
transporte, y lógicamente lo es pues la eficiencia en el transporte se traduce en 
desarrollo y progreso en todos los sectores de la economía. 

En el caso en concreto, el director del IMTT A tomó medidas restrictivas que 
terminaron reglamentando el funcionamiento del transporte de carga en el 
municipio de Tame, lo cual conforme a la ley estaba asignado exclusivamente 
al gobierno nacional. 

Adicionalmente, la norma establece en virtud de tal principio de EFICIENCIA 
que "no existirán restricciones para rutas y frecuencias, estas serán 
determinadas por el mercado". En este sentido, resulta contrario a la norma 
que el Instituto de Movilidad y Transporte de Tame resuelva mediante acto 
administrativo, imponer una medida restrictiva al transporte de carga de 
manera indefinida, alterando abiertamente el principio de eficiencia. 

1.2.7. Violación de la Ley 1437 del 2011 en sus Artículos 42 y 44. 

los actos administrativos deben cumplir con unas reglas generales para su 
correcta expedición, por ello es menester mencionar nuevamente los artículos 
42 y 44 de la Ley 1437 del 2011, los cuales recogen estas disposiciones 
generales y a su vez plasman dentro del escenario jurídico la obligatoriedad de 
los actos motivados. 

Artículo 42. Contenido de la decisión. Habiéndose dado oportunidad a 
los interesados para expresar sus opiniones, y con base en las pruebas e 
infom1es disponibles, se tomará la decisión, que será motivada. 

La decisión resolverá todas las peticiones que hayan sido oportunamente 
planteadas dentro de la actuación por el peticionario y por los terceros 
reconocidos. 

Artículo 44. Decisiones discrecionales. En la medida en que el contenido 
de una decisión de carácter general o particular sea discrecional, debe 
ser adecuada a los fines de la norma que la autoriza, y proporcional a los 
hechos que le siroen de causa. 

En este sentido, todo acto administrativo debe tener una motivación y un 
fundamento jurídico y fáctico que le den razón de ser y en la medida que el 
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contenido de una decisión allí contenida sea discrecional, la misma debe ser 
ejercida con base en una fundamentación jurídica objetiva y razonable. 

Así las cosas, consideramos que la Resolución 001 del 2018 no cumplió con la 
mínima carga de motivación exigible a todo acto administrativo. Así mismo, 
como ya se expuso ampliamente en el capítulo de adecuación al test de 
razonabilidad y proporcionalidad, la medida no se adecuó a los fines de la 
norma que la autoriza ni fue proporcional a los hechos que le sirvieron de 
causa. 

Los considerandos 7, 8 y 9 de la resolución demandada intentan constituir la 
motivación del acto, sin embargo resultan efímeros y totalmente insuficientes 
y vacíos. En el numeral 7 el director simplemente señala que él "estima 
conveniente" declarar medidas de restricción a algunos vehículos en el caso 
urbano del municipio sin explicar si quiera las razones de su estimación, ni la 
adecuación o necesidad de esa restricción SELECTIVA FRENTE A ALGUNOS 
VEHÍCULOS DE CIERTAS CARACTERÍSTICAS. En el numeral 8 dispone 
nuevamente que él "estima conveniente" autorizar una vía única o específica 
que cuente con las condiciones idóneas para el flujo de los vehículos 
restringidos; sin embargo, ni siquiera sustenta por qué las vías elegidas serían 
las idóneas. Por el contrario, y a falta de algún estudio que soporte la decisión 
del funcionario, un hecho notorio es que la vía elegida es la menos idónea, tal 
y como lo demostramos al evidenciar con el mapa las diferentes zonas que 
atraviesa la ruta elegida. Así mismo, en el numeral 9 la resolución señala que 
con la restricción se pretende evitar accidentes y el deterioro de la vía, pero no 
justifica la razón por la cual haberse cambiado la ruta va a evitar accidentes o 
un menor deterioro vial. 

En conclusión la resolución adolece de motivación vulnerando el artículo 42 y 
no fue adecuada a los fines de la norma ni proporcional a los hecho, 
vulnerando el artículo 44 en cita. 

1.2.8. Conclusión del presente título de anulabilidad. 

El acto administrativo demandado debe declararse ilegal y suspenderse de 
inmediato toda vez que de su simple lectura se desprende una evidente 
vulneración al ordenamiento jurídico superior, especialmente a los límites y 
criterios de ponderación que ha establecido nuestra histórica jurisprudencia en 
lo que hace al poder de policía y las medidas limitativas de los derechos de los 
asociados, y por vulnerar las normas citadas, tales como el Código Nacional 
de Transito la Ley de Transporte y el CP ACA. 
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Habiendo explicado el concepto de la violación de las normas en que ha 
debido fundarse la resolución demandada, procedemos a fundamentar los 
demás cargos en contra de la misma, conforme al artículo 137 del CP ACA. 

1. ACTOS ADMINISTRATIVOS EXPEDIDOS POR FUNCIONARIOS U 
ORGANISMOS INCOMPETENTES (artículo 137 C.P.A.C.A. inciso 2) 

Sumario. 
1.1. Expedición de actos por funcionarios u organismos incompetentes. 
Conceptos Generales. 
1.2. Clasificación de la falta de competencia. 
1.3. Ratione materia. 
1.4. Caso concreto. 

Desarrollo. 

1.1. Expedición de actos por funcionarios u organismos incompetentes. 
Conceptos generales. 

El Art. 137 del C.P.A.C.A. dispone que la demanda de nulidad contra actos 
administrativos procede también cuando hayan sido expedidos sin 
competencia. 

Para definir este título de imputación podemos recordar al profesor Jean 
Rivera cuando afirmó que "la incompetencia es el vicio que afecta a una decisión 
cuando su autor no tenía el poder legal para tomarla"32. Dicho de otro modo, el 
vicio de incompetencia ocurre cuando la autoridad (ente o servidor) profiere 
un acto sin que exista una norma que le otorgue facultades para ello. 

Como se puede observar, subyacen claramente en el concepto de competencia 
principios ya mencionados en esta demanda, como el de legalidad, 
consagrado en los artículos 6, 121 y 123 de la Constitución, y otros como el 
principio de separación de poderes plasmado también en la Carta Política. 

Cabe traer a colación lo que sobre la falta de competencia sostiene el tratadista 
Carlos Betancur Jaramillo: 

"De todas las formas de ilegalidad es és ta la más grave, por cuanto 
los agentes públicos no pueden hacer sino aquello para lo cual es tán 
expresamente autorizados; vale decir, que deben actuar siempre sobre 
la base y dentro de los límites de los textos que les Ji.jan sus 
atribuciones. 

32 Rivero, Jean. Droit Administratif. Dalloz, Paris 1971, 5 edición. Pag.233. 
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Estas notas muestran el carácter de orden público que tienen las 
normas que distribuyen competencias funcionales. 

El carácter anotado permite su declaratoria oficiosa por el juzgador, 
aunque el demandante no la haya invocado en apoyo de su petición. 
Se colige igualmente que el vicio de incompetencia no puede ser 
subsanado por la aprobación posterior de la autoridad competente, ni 
ésta puede renunciar a ella en beneficio de un administrado .. . "33 

1.2. Clasificación de la falta de competencia. 

Ahora bien, la falta de competencia puede generarse por distintas razones o 
causales, por lo que la doctrina y la jurisprudencia han sentado una 
clasificación de la competencia. El Consejo de Estado ha dicho al respecto: 

"Es claro que la fa lta de competencia radica en que una autoridad 
adopta una decisión sin estar legalmente facultado para ello y se 
configura dicha causal de nulidad cuando se desconocen cualesquiera 
de los elementos que la componen, como por ejemplo, cuando no se 
tiene atribución sustancial para la expedición de un acto jurídico 
(competencia material) o cuando és te no puede dictarse sino den tro de 
determinada jurisdicción (competencia territorial) o cuando solo se 
cuenta con un tiempo determinado para su expedición (competencia 
temporal). "34 

Así mismo, el profesor Juan Carlos Galindo Vacha nos recuerda las tres 
modalidades de competencia señaladas por Marcel Waline35: competencia 
ratione materiae, ratione loci y ratione temporis. 

La que resulta pertinente para efectos de nuestro proceso es la falta de 
competencia en razón de la materia (ratione materiae). Esta causal de 
incompetencia se refiere al elemento material o contenido mismo de la función 
asignada por la norma. Procederá entonces la causal de incompetencia por 
razón de la materia "cuando el ente público invade la órbita de actuación de otra 
autoridad, cuando desarrolla actividades encomendadas por la ley a otro organismo, 
pero también cuando se le fijó un especial marco de asuntos para llevar a cabo y los 
rebasó, aún sin que hubiere usurpado funciones de diversas autoridades ... Además 
puede acontecer que ocurra una causal de nulidad respecto de las facultades, pues 
quien profirió el acto no fue el funcionario que se hallaba investido de la potestad para 
hacerlo, sino otro servidor de la misma entidad. "36 

33 Betancur Jaramillo, Carlos. Derecho Procesal Administrativo. Señal Editora. Septima 
Edición 2009. Pág 252. 
34 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, 
SECCION SEGUNDA, Consejero ponente: ALBERTO ARANGO MANTILLA, Bogotá D.C., 
primero (1 º) de marzo de dos mil siete (2007), Radicación número: 25000-23-25-000-2002-
08388-01 ( 4807 -04) . 
35 Waline, Marcel. Droit Administratif, Editions Sirey, Paris, 1959, pags 418 y 419. 
Citado por Galindo Vacha, Juan Carlos, en Lecciones de Derecho Procesal Administrativo
Volumen 1, Pontificia Universidad Javeriana, Segunda Edición, pág. 305 y ss. 
36 Galindo Vacha, Juan Carlos, en Lecciones de Derecho Procesal Administrativo-
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En consecuencia, si un acto jurídico es proferido por una autoridad que no 
tiene dentro de sus funciones la de proferir dicho acto, el mismo está viciado 
de nulidad por incompetencia por razón de la materia, caso que observamos 
en la presente demanda. 

1.3. Caso concreto. 

Tal y como lo estudiamos en el acápite anterior (capítulo de Causales 
Sustanciales de anulación), consideramos que por expreso mandato 
constitucional debidamente interpretado por nuestra Corte Constitucional y 
por cuanto así se desprende de lo indicado en la ley 769 que sirvió de 
fundamento al acto administrativo hoy impugnado, correspondía al 
legislador y no al ejecutivo la limitación de los derechos fundamentales. 

Ahora bien, si se llegara a considerar que sí había la competencia general en 
cabeza del director del instituto, es menester analizar que el funcionario la 
excedió por ir más allá de los cánones y condiciones establecidas por la ley, 
que en el caso de la Ley 769 eran el requisito de la temporalidad y la finalidad 
expresa de procurar la seguridad de las personas y las cosas, lo cual no se da 
con las restricciones tomadas, como ya se ha explicado ampliamente. 

Y desde el punto de visa de la ley 105, excedió también lo allí estipulado pues 
terminó reglamentando el transporte de carga materia estrictamente asignada 
al gobierno nacional. 

En ese orden de ideas, solicitamos del fallador aplique los mismos argumentos 
de fondo expuestos anteriormente sobre vulneración de normas en que debe 
fundarse, pero ahora desde el punto de vista de la falta de competencia strictu 
sensu. 

2. FALSA MOTIVACIÓN 

Sumario 

2.1. Introducción 

2.2. Concepto del título de imputación de anulabilidad de Falsa 
Motivación 

2.2.1 Concepto normativo 
2.2.2 Concepto doctrinal 
2.2.3 Concepto Jurisprudencia! 

Volumen 1, Pontificia Universidad Javeriana, Segunda Edición, pág. 305 y ss. 
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2.4. Caso Concreto 

Desarrollo. 

2.1. Introducción 
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Todo Acto Administrativo entendido como "manifestación unilateral de 
voluntad de quienes ejercen funciones administrativas, tendientes a la 
producción de efectos jurídicos"37 tiene un móvil o motivo determinante para 
su realización, esto es, las circunstancias de hecho o de derecho que provocan 
la emisión del acto. 

Así pues, la Administración debe actuar con base en los senderos orientadores 
que facultan a los órganos públicos para expedir los actos administrativos, que 
no son otros que aquellos que derivan de las directivas superiores o legales. 

Como consecuencia de ello, la motivación del Acto Administrativo se 
convierte en un elemento fundamental para determinar las causas, móviles y 
motivos que impulsaron a la administración a manifestar su voluntad. 

Cuando la Administración Pública al realizar la valoración mediante la 
motivación de los hechos y fundamentos de derecho que la llevan a expedir el 
Acto Administrativo, difiere de la realidad, nos encontramos frente a un vicio 
que afecta la legalidad del acto, denominado falsa motivación. 

Para establecer si se incurre en este título de imputación se hace necesario 
examinar el real antecedente del acto administrativo, para llegar a concluir que 
existe una incongruencia o una desconexión entre los motivos invocados por 
el funcionario y la decisión final. 

A continuación se explicará genéricamente el título de imputación, para luego 
analizarlo frente al acto administrativo tachado por ilegalidad. 

2.2. Concepto del Título de imputación de anulabilidad de falsa motivación. 

2.2.1 Concepto normativo 

Como bien se mencionó en párrafos anteriores, los actos administrativos 
deben cumplir con unas reglas generales para su correcta expedición, por ello 

37 Santofimio G. Jaime Orlando. TRATADO DE DERECHO ADMINISTRATIVO. ACTO 
ADMINISTRATIVO, PROCEDIMIENTO, EFICACIA Y VALIDEZ. Universidad externado de 
Colombia. Tercera edición. Página 129 
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es menester mencionar nuevamente los artículos 42 y 44 de la Ley 1437 del 
2011, los cuales recogen estas disposiciones generales y a su vez plasman 
dentro del escenario jurídico la obligatoriedad de los actos motivados. 

En ese sentido el artículo 137 del Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo establece que toda persona podrá solicitar 
que se declare la nulidad de los Actos Administrativos cuando estos se hayan 
expedido mediante falsa motivación y de manera expresa incumplan con las 
normas anteriormente citadas. 

2.2.2. Concepto Doctrinal 

"La falsa motivación o falsedad en la causa del Acto Administrativo 
( ... ) se caracteriza fundamentalmente por una evidente divergencia 
entre la realidad fáctica y jurídica que induce a la producción del acto 
y los motivos argüidos o tomados como fuente por la Administración 
Pública"38 

La falsa motivación vicia directamente el elemento causal del Acto 
Administrativo, ello implica que las circunstancias de hecho y de derecho que 
provocan la decisión administrativa no coinciden con las argumentadas por el 
funcionario al momento de expedirlo. 

Así las cosas, para saber si se configura este título de imputación y si 
efectivamente afecta profundamente la legalidad de la manifestación de la 
Administración, resulta necesario analizar el verdadero contexto del Acto 
Administrativo. 

Es importante entonces, por un lado, determinar los antecedentes reales que 
han debido ser tenidos en cuenta por la Administración al momento de 
expedir el Acto, y por el otro, es indispensable analizar la voluntaria 
valoración que ha llevado a cabo al funcionario . 

La doctrina especializada ha establecido cuando la falsa motivación acarrea la 
ilegalidad del acto administrativo de la siguiente manera: 

"La medida tomada puede ser ilegal si no la justifican los hechos que 
la provocaron. El juez entra a es tudiar los hechos para ver si el motivo 
invocado se ha realizado ( .. .), porque la legalidad del acto se funda en 
la realidad de los hechos invocados"39 

Por otra parte, los estudiosos del tema han resaltado la importancia de no 
confundir la falsa motivación con la desviación de poder, pues a pesar de estar 

38 Santofimio G. Jaime Orlando. TRATADO DE DERECHO ADMINISTRATIVO. ACTO 
ADMINISTRATIVO, PROCEDIMIENTO, EFICACIA Y VALIDEZ. Universidad externado de 
Colombia. Tercera edición. Página 392 
39 Perdomo Vida! Jaime. DERECHO ADMINISTRATIVO. Doceava edición. Página 494 
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en muchas oportunidades estrechamente vinculadas, lo cierto es que, tal como 
hemos establecido anteriormente, la falsa motivación está relacionada con la 
causa del acto, mientras que la desviación de poder interfiere con la finalidad 
del mismo. Al respecto el profesor Santofimio ha establecido que: 

"Interesa, para efectos del estudio de la fa lsa motivación, el real 
antecedente del acto y su receptividad en la norma administrativa, más 
no el aspecto finalístico o teleológico o de efectos que se espere producir 
con el Acto Administrativo; es ta última situación, en estricto sentido 
subjetivo, es particularmente el objeto de estudio de la llamada 
desviación de poder. "40 

En el presente caso, como se verá, estamos invocando tanto la falsa 
motivación, como una ausencia de motivación suficiente, e igualmente 
evidenciaremos que se dan los elementos de la desviación de poder. 

2.2.3 Concepto Jurisprudencia! 

El honorable Consejo de Estado en múltiples oportunidades se ha 
pronunciado sobre la falsa motivación. En una ocasión afirmó que: 

11 La falsa motivación se presenta cuando la situación de hecho que 
sirve de fundamento al acto administrativo, se revela inexistente, o 
cuando existiendo unos hechos, és tos han sido calificados erradamente 
desde el punto de vis ta jurídico, generándose en la primera hipótesis, 
el error de hecho, y en la segunda, el error de derecho, como 
modalidades diferentes de la falsa motivación 1141 

Así las cosas, desde hace varios años el Consejo de Estado ha enfocado su 
atención sobre este título de imputación, consciente de la importancia que 
reviste la causa o motivo como elemento del Acto Administrativo. Ejemplo de 
ello constituye la sentencia de 21 de junio de 1989, en la cual se estableció que: 

"( .. .) una motivación puede ser calificada de falsa, para que se de esa 
clase de ilegalidad en un caso determinado, es necesario que los motivos 
alegados por el funcionario que expidió el acto, en realidad no hayan 
existido o no tengan el carácter jurídico que el autor les ha dado, o sea 
que se estructure la ilegalidad por inexistencia material o jurídico de 
los motivos, por una parte, o que los motivos no sean de tal 
naturaleza que justifiquen la decisión tomada"42 (Negrilla fuera 
del texto original) 

40 Santofimio G. Jaime Orlando. TRATADO DE DERECHO ADMINISTRATIVO. ACTO 
ADMINISTRATIVO, PROCEDIMIENTO, EFICACIA Y VALIDEZ. Universidad externado de 
Colombia. Tercera edición. Página 392 
41 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Primera, Sentencia 
del 17 de febrero de 2000. Consejero Ponente: Dr. Manuel S. Uru.eta Ayola. Expediente 5501 
42 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. 
Sentencia del 21 de jumo de 1989. Consejero Ponente. Doctor Álvaro Lecompte Luna 
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Por su parte, el Doctor Samuel Buitrago Hurtado en el año de 1979 consagró 
que: 

"(. . .) Cuando la Administración, para sustentar la expresión de su 
voluntad, en forma errónea o intencional le da visos de realidad a una 
explicación que no cabe dentro de la categoría de lo verídico, o bien 
abusa de las atribuciones que los ordenamientos legales o 
reglamentarios le han asignado o bien toma un camino equivocado en 
el ejercicio de las mismas( .. .)"43 

En este orden de ideas, para que se configure la falsa motivación y para que 
ésta vicie la manifestación de la voluntad de la Administración causando la 
nulidad del mismo, es necesario examinar la causa más profunda del Acto, o 
en términos de Josserand, es pertinente: "(. .. )penetrar hasta la esencia misma del 
Derecho, hasta la causa profunda de los actos jurídicos: ( .. .) ya que los móviles no son 
otra cosa (. .. ) sino los resortes de la voluntad, la cual a su vez da vida al derecho"44. 

2.3. Elementos de la definición 

Así las cosas, tanto de la norma, de la jurisprudencia como de la doctrina se 
concluye que los elementos indispensables para que se configure la falsa 
motivación son los siguientes: 

a. Existe un Acto Administrativo Motivado total o parcialmente 

Si no hubiera un Acto Administrativo motivado estaríamos frente a un título 
de imputación diferente denominado falta de motivación, que como se verá 
más adelante, también lo invocamos como título de imputación, ya que 
consideramos que la motivación además de falsa, es tan precaria y efímera que 
termina dejando la decisión sin fundamento suficiente que la soporte. 

Aunque para algunos la falta de motivación ni siquiera tiene que ver con lo 
motivos o causas del acto, sino que afecta directamente la formación del 
mismo45, lo cierto es que la falsa motivación se configura cuando existiendo un 
acto administrativo motivado, así sea parcialmente, la motivación esbozada no 
corresponde con los reales motivos o voluntad de la autoridad. 

En ese sentido, pueden encontrarse actos administrativos total o parcialmente 
motivados de manera que en aquella parte donde el acto no se encuentre 
motivado podemos hablar de falta de motivación y sobre aquella parte que 
efectivamente se encuentra motivado, pero esta resulta tan solo aparente o 
discrepa con los fundamentos de hecho o de derecho, nos encontramos en 
presencia de la falsa motivación, como se verá que es el presente caso. 

43 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección segunda. Sentencia 
de mayo 9de1979. Consejero Ponente. Doctor Samuel Buitrago Hurtado 
44 Josserand Louis. LOS MÓVILES EN LOS ACTOS JURÍDICOS DEL DERECHO 
PRIVADO. Puebla, México. Editorial José M Cajicá. 
45 Santofimio G. Jaime Orlando 
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b. Existe una evidente divergencia entre la realidad fáctica y jurídica que 
induce a la producción del acto y los motivos argüidos o tomados como 
fuente por la Administración Pública 

La Administración expresa su voluntad a través de un Acto Administrativo y 
manifiesta los motivos por los cuales considera que es necesario traer a la vida 
jurídica el acto. No obstante, las circunstancias de hecho y de derecho 
argumentadas por el funcionario no coinciden y son incongruentes con la 
realidad fáctica y jurídica que constituye el verdadero antecedente por el cual 
se produjo el Acto Administrativo. 

c. Quien impugna un acto administrativo bajo el argumento de encontrarse 
falsamente motivado, tiene la carga probatoria de demostrarlo. 

El hecho de que quien impugne el Acto Administrativo porque considera que 
se incurre en una falsa motivación, deba probarlo es una circunstancia 
derivada de la presunción de legalidad que recae sobre todo acto 
administrativo: 

"La presunción de legalidad se desprende del hecho supuesto de que la 
ad.ministración ha cumplido íntegramente con la legalidad 
preestablecida para la expedición del acto, lo que hace desprender a 
nivel administrativo importantes consecuencias ( ... ) 
La presunción de legalidad no es absoluta y admite prueba en contrario. 
Es por su naturaleza revisable. Nos atrevemos a afirmar sin duda 
alguna que no nos encontramos frente a una estricta e impenetrable 
presunción de derecho -juris et de jure-, sino ante una noble y amplia 
presunción de ley juris tantum-, que admite probar o desvirtuar por 
los trámites determinados en la misma ley y la validez del acto en 
cuestión. 
Respecto de los Actos Administrativos se está suponiendo que éstos, 
por tratarse del resultado del ejercicio de precisas potestades legales, 
han reunido en su proceso elaborativo la totalidad de requisitos y 
presupuestos que el ordenamiento ha determinado, por lo que deben 
considerarse en razón de la seguridad y estabilidad jurídica que 
demanda todo Estado de Derecho, que son plenamente legales. 
Legalidad que se desvirtúa si se logra establecer que en la realidad no 
concurrieron verdaderamente los elementos señalados por el 
ordenamiento para el nacimiento del acto"46 . 

En esta oportunidad los argumentos expuestos, por sí solos, logran desvirtuar 
la presunción de legalidad del acto administrativo demandado. 

2.4. Caso Concreto. 

Con la expedición de la Resolución demandada, el Instituto de Movilidad y 

46 Santofimio G. Jaime Orlando. TRATADO DE DERECHO ADMINISTRATIVO. ACTO 
ADMINISTRATIVO, PROCEDIMIENTO, EFICACIA Y VALIDEZ. Universidad externado de 
Colombia. Tercera edición. Página 80 
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Transporte del Municipio de Tame, Arauca; incurrió en el título de anulación 
de la Falsa motivación. 

En efecto, para el caso concreto se cumplen los 3 elementos esenciales del 
título de anulación en cuestión, ya no solamente por FALTA o ausencia de 
motivación parcial (que será tratado en capítulo aparte) sino por cuanto la 
escasísima motivación del acto demandado no corresponde con la realidad; no 
se demostraron los supuestos fácticos (realidad) de manera técnica, científica, 
cotejable y confiable y no existe relación de causalidad ni adecuación entre las 
precarias motivaciones y la resolución acusada. 

La motivación parcial y aparente aducida por la administración es la siguiente: 

"5. Que el artículo 119 de la Ley 769 de 2002, establece que solo 
las autoridades de tránsito dentro del territorio de su 
jurisdicción, podrán ordenar el cierre temporal de vías, la 
demarcación de zonas, la colocación o retiro de señales, o 
impedir, limitar o restringir el tránsito o estacionamiento de 
vehículos por determinadas vías o espacios públicos. 

6. Que uno de los objetivos de la Ley 336 de 1996 ( .. . ) es la 
Seguridad, motivo por el cual para el Instituto es de vital 
importancia garantizar la seguridad e integridad física de la 
comunidad, la protección de los usuarios de la vía en este sector 
del municipio de Tame, para lo cual se tendrá en cuenta las 
medidas de seguridad necesarias, como la restricción del 
tránsito de vehículos en ciertos horarios. 

7. Que el Director del Instituto de Movilidad y Transporte de 
Tame, el ingeniero Luis Carlos Molina Anave, identificado con 
la cédula de ciudadanía No. 1.116.856.854, estima conveniente 
declarar medidas de restricción de circulación de tránsito de 
vehículos de modalidad de carga pesada, extra pesada, extra 
dimensionada y de hidrocarburos, dentro del casco urbano del 
municipio de Tame 

8. Que el director del Instituto de Movilidad y Transporte de 
Tame estima conveniente autorizar una vía única o específica 
que cuente con las condiciones idóneas para el flujo de los 
vehículos anteriormente relacionados dentro del casco urbano 
del municipio de Tame 

9. Que la restricción en la circulación de los vehículos 
adelantada dentro del casco urbano del municipio de Tame es 
una medida de seguridad para los habitantes y demás usuarios 
de esta vía. 

10. Que con la restricción en la circulación dentro del casco 
urbano del municipio de Tame, se pretende evitar accidentes y 
el deterioro de la misma. 

11. Que es deber del Instituto de Movilidad y Transporte de 
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Tame, adoptar las medidas necesarias para garantizar la 
seguridad de los usuarios de la vía" 

Sobre esa motivación aparente, comentamos lo siguiente: 

(i) En relación con la supuesta idoneidad de las vías elegidas: 

• No existe ninguna razón de fondo, ningún estudio o siquiera 
disposición técnica que mencione la diferenciación en cuanto a 
calidades de infraestructura diferenciadoras entre las demás vías y 
rutas del casco urbano del municipio de Tame y la vía por la cual el acto 
administrativo demandado redirecciona a los vehículos de altas cargas. 

• El cambio de ruta no fundamenta en ningún momento el hecho de que 
los vehículos descritos en el acto administrativo mencionado generen 
un menor deterioro de la malla vial por la nueva ruta escogida. 

• Las rutas elegidas atraviesan sectores urbanos del municipio que con 
centros de salud, zona escolar y locales comerciales que implican alto 
flujo peatonal y vehicular, lo cual automáticamente desvirtúa la 
idoneidad de las vías elegidas. 

• De igual manera, conforme a lo descrito por la Ley 769, ya 
anteriormente señalado, el mantenimiento de la malla vial no figura 
como una de las 3 causales para limitar o restringir el derecho 
fundamental de circulación. Vale la pena recordarlas: 
º Para la seguridad y comodidad de los habitantes. 
º Para la preservación de un ambiente sano. 
0 Para la protección del uso común del Espacio Público. 

• En otras palabras, el mantenimiento de una infraestructura vial 
adecuada no puede repercutir en la restricción de paso a vehículos, 
puesto que garantizar la misma es obligación de la administración 
municipal a través de otro tipo de medidas. Situación que debe estar 
acorde con los lineamientos constitucionales y legales, permitiendo el 
libre tránsito y locomoción de las personas dentro y fuera del 
municipio de Tame. 

(ii) En relación a la resolución como una medida de seguridad. 

• Como bien fue mencionado, no existe ningún tipo de estudio o 
lirteamiento técnico que haga pensar que la restricción y la ruta 
escogida, garanticen la seguridad de los habitantes del municipio de 
Tame. Por el contrario, hace carecer de sentido común el hecho de 
pensar que habrá de ser garantizada la seguridad de sus habitantes 
redireccionando estos vehículos a una vía que atraviesa por locales con 
centros de salud, IPS, talleres, billares, y zona escolar (ver mapa de 
Google maps). 
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• En ese sentido, el garantizar la seguridad como uno de los objetivos de 
la Ley 336 de 1996 y la Ley 769 de 2002, tiene como fin su 
materialización en una serie de políticas públicas que cuenten con 
estudios a profundidad, que garanticen de infraestructura la malla vial 
de una región y concienticen realmente sobre la seguridad al hacer uso 
de las mismas; no se puede materializar a través de prácticas arbitrarias 
que terminan siendo más lesivas para los intereses comunes, como lo es 
en este caso limitar el transporte, la libre circulación, el derecho al 
trabajo y el desarrollo económico de Tame y sus alrededores. 

En síntesis: los supuestos de hecho y de derecho aducidos por la 
administración no existen en realidad, y lo cierto es que, por su naturaleza, 
pareciera imposible que de ellos se desprenda la justificación de la medida 
limitativa dirigida sólo para UNOS SECTORES DETERMINADOS y PARA 
CIERTO TIPO DE VEHÍCULOS igualmente determinados de forma 
discriminatoria. 

3. FALTA O AUSENCIA DE MOTIVACIÓN DEL ACTO 
ADMINISTRATIVO (Expedición del Acto Administrativo en forma 
irregular) 

Sumario. 
3.1. Introducción 
3.2. Concepto 
3.3. Caso Concreto 

Desarrollo. 

3.1. Introducción. 

Enseña nuestra jurisprudencia contenciosa administrativa que: 
"(. .. ) es innegable que el ritual o formalismo instituido para la 
expedición de determinados actos, es condición para su propia validez. 
Por ello, justamente, la omisión de tales exigencias rituales o de la 
expedición del acto en forma "irregular" (. . .) está consagrado como 
causal de nulidad"47 

Una de las ritualidades consustanciales a la expedición de cualquier acto 
administrativo es la de motivar debidamente el acto. 

Existe así la obligación de que el servidor público motive, esto es, ofrezca de 
manera clara, completa y confiable, las razones por las cuales profiere el acto 

47 Consejo de Estado. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. 11 de abril 
de 1978. C.P. Carlos Portocarrero Mútis. 
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administrativo, maxime, cuando éste es de naturaleza restrictiva. 

Con todo, tal y como lo analizamos en acápite precedente, el acto puede estar 
parcialmente motivado, cuando se motiva parte de su decisión pero no se 
motiva toda ella; o aparentemente motivado, esto es, cuando se motiva de 
modo formal, adjetivo, disfrazado pero en la realidad no se encuentra razón o 
argumento de fondo o sustantivo ninguno que explique las razones, causas o 
circunstancias que promovieron la decisión de la administración. 

Así las cosas, cuando quiera que el acto administrativo NO CUENTA con 
ninguna razón o argumento de fondo que de cuenta y razón de la limitación 
consignada en él, se puede predicar su falta de motivación o ausencia de causa 
que lo justifique. 

3.2. Concepto. 

En esa medida, indica la Jurisprudencia de lo Contencioso Administrativo, 
que estamos en presencia de un acto ilegal por Falta de motivación cuando 
existe ausencia total o parcial de justificación para explicar el alcance de su 
decisión. 

Por su parte, se tiene que la ausencia o la falta de motivación de un acto 
administrativo, conlleva la nulidad del acto producido puesto que tal hecho 
irrumpe la forma regular como se deben expedir las decisiones de la 
administración. 

Si la entidad productora del acto no explica en el mismo los motivos, móviles, 
causas o fundamentos que la mueven a promulgar el acto -como en nuestro 
caso ocurrió -, incurre en un vicio grave que conlleva, necesariamente, la 
anulación del mismo toda vez que con esa omisión vulnera la garantía con la 
que cuentan los ciudadanos de que el acto se expida conforme a la ley o, lo que 
es lo mismo, conforme a unos procedimientos y teniendo en consideración 
unas formas que le son propias al acto. (Vgr. La motivación) 

Ahora bien. Sabido es que no toda omisión en el acatamiento de las formas 
conlleva, per se, la anulabilidad del acto. Es menester que esa omisión o 
rompimiento de la forma sea de tal magnitud o cuente con tal sustancia que 
ella afecte el contenido esencial del acto impugnado. Así habla el Consejo de 
Estado: 

48 

11 
( ••• ) no es cualquier tipo de irregularidad la que puede llevar a 

acarrear la declaratoria de nulidad de un acto administrativo, sino que 
se requiere que sea relevante, como lo dice el Tribunal, 11 que se 
relacione con aspectos sustanciales o de tipo formal pero de innegable 
trascendencia" 48 

Consejo de Estado. Sección Segunda. Sent. Del 8 de abril de 1999. Exp. 12.547. 
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"En este sentido, la jurisprudencia y la doctrina colombianas han 
considerado que no toda anormalidad formal o procedimental 
constituye fac tor de irregularidad del acto Administrativo. Se ha 
planteado, en consecuencia, la diferencia entre los llamados vicios de 
forma sus tanciales y los accidentales. "49 

De suerte que si la omisión o ausencia de motivación del acto administrativo 
es de tal importancia o trascendencia que con la misma se afecten los derechos 
de los administrados destinatarios de la decisión administrativa, susodicha 
decisión estará viciada de nulidad por el rompimiento de las formas regulares 
como debió haberse expedido el acto. 

Nuestra tesis consiste en que la Resolución proferida por el director del 
IMTT A tuvo una motivación superflua, mínima y meramente formal y vacía 
que no ofrecen los suficientes elementos de juicio constitutivos de la debida 
motivación. Y esa precaria motivación además, resulta falsa, como se indicó en 
el acápite anterior, pues no corresponde con la realidad de las razones y los 
fines de la norma. 

Existe entonces, una evidente FALTA DE MOTIVACIÓN del acto acusado 
porque no se le ofrece a la comunidad destinataria de la prohibición los 
motivos y razones sustanciales que llevaron a tomar la decisión en la forma 
como fue tomada, vulnerándose también el artículo 42 del CP ACA ya citado. 

3.3. Caso concreto 

Para el caso que nos ocupa, la falta de motivación consiste en que no 
concurren estudios técnicos ni un mínimo análisis o explicación que 
justifiquen la ruta elegida, así como tampoco las razones jurídicas que 
fundamenten la prohibición indefinida en el tiempo; selectiva y parcial a 
ciertos vehículos de carga. 

Visto de otra forma: la falsa motivación, consistente en una transcripción de 
normas, sin explicación alguna, y además incongruente con la realidad, puesto 
que pretenden fundar la resolución en la necesidad de seguridad ciudadana y 
evitar el deterioro de las vías, cuando se está direccionando por otra vía más 
riesgosa, transitada por vehículos y personas, con centros de salud y en medio 
de zona escolar, no se puede considerar como una suficiente motivación para 
la supresión absoluta de derechos fundamentales. 

Todo ello significa que, la prohibición del tránsito vehicular no cuenta con una 

C.P. Silvia escudero Castro. 
49 Tratado de Derecho Administrativo. Jaime Orlando Santofimio. Universidad 
Externado de Colombia. Tomo II. 1998. Bogotá, Colombia. P. 380. 
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motivación suficiente puesto que, las consideraciones esbozadas por el 
Director del IMTT A, no pasan de ser meras apariencias que, no podrían 
sustentar las políticas de recuperación, mantenimiento y seguridad de las vías 
y sólo conllevan a una desproporcionada y selectiva restricción de 
determinados vehículos, para ciertos sectores de la economía y de manera 
permanente e indefinida en el tiempo. 

4. DESVIACIÓN DE PODER 

4.1 Introducción 

4.2. Concepto del título de imputación de anulabilidad por Desviación de 
poder 

4.2.1. Concepto normativo 
4.2.2. Concepto doctrinal 
4.2.3. Concepto Jurisprudencial 
4.3. Elementos de la definición 
4.4. Caso Concreto 

Desarrollo 

4.1 Introducción 

El Acto Administrativo entendido como la "manifestación unilateral de 
voluntad de quienes ejercen funciones administrativas, tendientes a la 
producción de efectos jurídicos"SO debe perseguir el cumplimiento de unas T!i 

finalidades concretas, ello implica que al expedirse el acto se debe seguir la 1~~~..{~f'N 
orientación indicada en la ley, pues está comprometido con los propósitos ;,""1'º fJ~ ·" ~r¡r.¡g 

1 ló . d 1 . , 1 :4YON te eo gicos e mteres genera . .~ . 

Así pues, cuando se expide el Acto Administrativo sin tener en cuenta la ~ · 

finalidad exhibida en la ley, esto es, ignorando las metas que debe lograr la 
Administración Pública con su actividad, se puede incurrir en la desviación de 
poder. 

A continuación se explicará genéricamente el título de imputación para luego 
analizarlo frente la resolución demandada. 

4.2 Concepto del Título de imputación de anulabilidad de Desviación de 
poder. 

50 Santofimio G. Jaime Orlando. TRATADO DE DERECHO ADMINISTRATIVO. ACTO 
ADMINISTRATIVO, PROCEDIMIENTO, EFICACIA Y VALIDEZ. Universidad externado de 
Colombia. Tercera edición. Página 129 
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4.2.1. Concepto normativo 

El artículo 137 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo establece que toda persona podrá solicitar que se 
declare la nulidad de los Actos Administrativos cuando estos hayan sido 
expedidos con desviación de las atribuciones propias del funcionario o 
corporación que los profirió. 

Este título de imputación de anulación denominado DESVIACIÓN DE 
PODER se configura cuando se desarrolla el ejercicio de las potestades 
administrativas con fines diferentes a los fijados por el ordenamiento jurídico 
y ello le permite al juez suspender y anular el acto acusado. 

4.2.2. Concepto Doctrinal 

Realizando una revisión de lo que entiende la Doctrina por Desviación de 
poder, podemos decir lo siguiente: 

"Hay desvío de poder cuando se emplea una facultad otorgada por la 
ley con un fin distinto del que la ley quería al otorgarla. Entonces es 
preciso buscar la intención que tuvo la ley al crear una competencia y 
el fin que ha querido el funcionario al dictar el acto"s1 

En este orden de ideas, los funcionarios deben actuar teniendo en cuenta el 
interés general y el cumplimiento de la ley. Cuando obren buscando un fin 
distintito al perseguido en la ley facultante hay desviación de poder y es 
necesario anular el acto, pues la desviación de poder le quita todo valor 
jurídico al mismo. 

Así lo enseña la doctrina especializada cuando establece: 

" ( ... ) el elemento fin del acto administrativo es la respuesta a la 
pregunta <<para qué>>. Y así como la realización de actos de Derecho 
Privado por los particulares no se responden a exigencias objetivas de 
la ley, sino a los motivos extrajurídicos que animan a cada sujeto, en 
cambio el acto administrativo se dirige siempre a una finalidad 
objetivamente determinada: el interés público o el interés del 
servicio público" (Negrilla fuera del texto originaJ)52 

Ahondando más en el tema, tratadistas que han estudiado el tema de la 
desviación de poder afirman que: 

51 Vidal Perdomo Jaime. DERECHO ADMINISTRATIVO. Doceava edición. Página 497 
52 Garrido Falla Fernando, Palomar Olmeda Alberto, Losada González Herminio. 
TRATADO DE DERECHO ADMINISTRATIVO. Volumen l . Parte General. Decimocuarta 
edición. Página 606. 
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"( ... ) la desviación de poder es un vicio del acto administrativo para 
cuya apreciación es necesario comparar dos fines: por un lado, el 
general, en cuya contemplación el ordenamiento jurídico atribuye la 
potestad a la Administración, y, por otro, el que en concreto ha 
perseguido la Administración al dictar el acto cuya legalidad se 
discute. Y puesto que este vicio exige una indagación en el terreno 
psicológico que resulta ser de muy difícil prueba, habrá que acudir 
normalmente a las presunciones que son un juicio lógico en virtud 
del cual de un hecho base se extrae un hecho consecuencia, exigiendo 
que el hecho base es té completamente acredi tado". 53 

El profesor Vidal Perdomo sobre el particular enseña que: 

"( .. .) hay desviación de poder también cuando se emplea una 
competencia con un fin lícito, aunque distinto del especial que llevó al 
legislador a concederla, como el empleo de poder de policía, que mira la 
tranquilidad, seguridad y salubridad pública no con estos fines, sino 
para favorecer el interés financiero de un municipio".54 

4.2.3. Concepto J urisprudencial 

Ahora bien, sobre el tema, el Honorable Consejo de Estado ha establecido que: 

"Las causales de desviación de poder de los actos administrativos, se 
refieren fundamentalmente a un aspecto subjetivo del funcionario que 
los expide; el fin que busca con su decisión, el cual debe siempre es tar 
de acuerdo con la finalidad que tuvo la ley al atribuir la competencia 
de que se trate y con el interés público que es el fin último del Estado 
y por ello, para que se configure dicha causal debe probarse que la 
decisión adoptada no correspondió al fin previsto por la norma que 
otorgó la competencia de que se trate o al interés general, sino a una 
finalidad diferente" 55 

Por su parte, la Corte Constitucional en sentencia C 456 de 1998 se refirió a la 
naturaleza de la desviación de poder en los siguientes términos: 

"El vicio de la desviación de poder en la expedición de un acto 
administrativo se presenta, cuando un órgano del Es tado, actuando en 
ejercicio y dentro de los límites de su competencia, cumpliendo las 
formalidades de procedimiento y sin incurrir en violación de la ley, 
utiliza sus poderes o atribuciones con el propósito de buscar una 
finalidad contraria a los intereses públicos o sociales, en general, o los 

53 Garrido Falla Fernando, Palomar Olmeda Alberto, Losada González Herminio. 
TRATADO DE DERECHO ADMINISTRATIVO. Volumen l. Parte General. Decimocuarta 
edición. Página 610. 
54 Vidal Perdomo Jaime. DERECHO ADMINISTRATIVO. Doceava edición. Página 498 
55 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Cuarta. Santa Fe de 
Bogotá, D.C., veintiséis (26) de mayo de mil novecientos noventa y cinco (1995) . Consejera 
Ponente: DRA. CONSUELO SARRIA OLCOS. Referencia: Expediente No. 6079. 
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específicos y concretos, que el legislador buscó satisfacer al otorgar la 
respectiva competencia". 56 

Se tiene entonces que para que se configure la desviación de poder es 
necesario, por una parte, la existencia de una ley que fije o determine el fin y, 
por la otra, se requiere la demostración de la desviación de dicho fin. Así pues, 
tanto el elemento normativo, como el criterio subjetivo de quien expide el acto 
constituyen los dos elementes claves a analizar. 

Nótese que no se requiere que el fin alcanzado o pretendido con el desvió sea 
ilegal u ontológicamente calificado, como tampoco se exige que el desvió se 
califique con dolo o bajo un yugo especialmente calificado, simplemente se 
demanda, para efectos de lograr la nulidad de lo actuado, que la decisión esté 
desviada del propósito legal o de la intensión contenida en el mismo acto. 

De tal forma que, resulta necesario probar que en el caso concreto se presentó 
una desviación de poder y, para lograrlo, es menester confrontar el fin del 
Acto Administrativo con el fin particular del funcionario que expidió la 
norma. De dicha confrontación puede deducirse la existencia o no de la 
desviación de poder. 

4.3. Elementos de la definición 

Tanto del estudio de la norma positiva, como de la jurisprudencia y de la 
doctrina se concluye que los elementos indispensables para que se constituya 
la desviación de poder son los siguientes: 

a. Existe un acto aparentemente ajustado a la legalidad, pero que en el fondo 
persigue un fin distinto al interés público querido por el legislador. 

En este orden de ideas, lo primero que hay que forjar -para efectos de 
establecer si se configura la desviación de poder- es el estudio sobre Acto 
Administrativo. Una vez identificado el Acto Administrativo, se hace 
necesario confrontar dos fines: por un lado, el fin perseguido por la ley y el 
ordenamiento jurídico (el interés público) y por el otro, el fin concreto que ha 
buscado el funcionario o la administración con la expedición del acto cuya 
legalidad se está poniendo en tela de juicio. 

b. No puede exigirse, por razones de su propia naturaleza, una prueba plena 
sobre su existencia, como tampoco fundarse en meras conjeturass7. 

56 Sentencia C 456de1998. Corte Constitucional. Bogotá, D.C., dos (2) de septiembre de 
mil novecientos noventa y ocho (1998). Magistrado Ponente: DR. ANTONIO BARREA 
CARBONELL. 

57 Garrido Falla Fernando, Palomar Olmeda Alberto, Losada González Herminio. 
TRATADO DE DERECHO ADMINISTRATIVO. Volumen l. Parte General. Decimocuarta 
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Como el acto aparentemente se encuentra ajustado a la legalidad, resulta 
absurdo pedir plena prueba de la desviación de poder. No obstante, ello no 
implica que no sea necesario acreditar la concurrencia de hechos o elementos 
suficientes para que la respectiva corporación judicial se forme la convicción 
de que la Administración acomodó su actuación a la legalidad pero con 
finalidad distinta de la pretendida por la norma aplicable.58 

El Consejo de Estado ha establecido que: 
"El vicio llamado por la doctrina y por la ley 'Desviación de poder' , 
consiste en el hecho de que la autoridad Administrativa, con la 
competencia suficiente para dictar un acto, ajustado en lo externo a 
las regularidades de forma, la ejecuta no en vista del fin del cual ha 
sido investido para esa competencia, sino para otro distinto. Por lo 
tanto, cuando se pretenda la declaratoria de nulidad de un acto 
administrativo, acusado de desviación de poder, el 
demandante está en el deber demostrar plenamente que la 
autoridad administrat-iva proferidora del acto, lo dictó, no en 
beneficio del buen servicio - lo que se presume - sino con un fin 
que se aparte de ese criterio" 59(Negrilla fuera del texto 
original) 

En otra oportunidad afirmó que: 
"( ... ) cuando se alega la causal de desviación de poder, debe 
demostrarse que el funcionario u órgano actuó por fuera de los 
parámetros señalados, por ende la carga de la prueba radica en 
el actor (Art 177 CPC)"60 

Teniendo claros los elementos de la DESVIACIÓN DE PODER, se puede 
establecer que una vez comprobados éstos elementos en el caso concreto, se 
podrá configurar dicho título de imputación de anulabilidad. 

4.4-Caso concreto. 

Estudiando el contexto sobre el cual se produjeron las normas impugnadas, 
huelga decir, (i) el entorno económico del departamento en relación con la 
explotación de hidrocarburos; (ii) las distintas obstaculizaciones para la 

edición. Página 610 
58 Garrido Falla Fernando, Palomar Olmeda Alberto, Losada González Herminio. 
TRATADO DE DERECHO ADMINISTRATIVO. Volumen l. Parte General. Decimocuarta 
edición. Página 610 
59 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Tercera -. Bogotá, 
D.C., 13 de julio de 2000. Consejera Ponente: MARÍA ELENA GIRALDO GÓMEZ. Referencia: 
Expediente No. 11.744 

60 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Segunda - Sub sección 
A. Bogotá, D.C., abril 16 de 2009. Consejero Ponente: GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ 
ARANGUREN. Referencia: Expediente No. 0219 -08 
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circulación de cargas pesadas y de hidrocarburos por parte de la Alcaldía del 
Municipio y (iii) la necesidad de los sectores económicos crecientes de utilizar 
las vías inmersas dentro el casco urbano del municipio de Tame para el 
ejercicio efectivo de su actividad económica, mutan en el evidente propósito 
que subyace a la reglamentación acusada de forzar a determinados sectores 
económicos para que efectúen erogaciones meta jurídicas en materia de 
inversión pública. 

Empero, ese propósito, aun cuando conocido en el medio y evidente en los 
efectos de la reglamentación, NO se exhibió de manera franca y directa en el 
acto administrativo demandado, con lo cual se comprueba la desviación de 
poder al pretender la administración municipal un fin distinto al esgrimido en 
los actos objeto de la presente demanda. 

El fin de la reglamentación objetada hoy, es el de constreñir a los sectores 
económicos que utilizan éste tipo de vehículos para que colaboren, según se ha 
dicho y conocido en el mundo de los negocios del municipio, con las 
inversiones públicas que por Constitución y por ley, competen de manera 
exclusiva y excluyente al Gobierno tanto Nacional como regional. 

Basta entonces con estudiar los efectos de las medidas, sus "causas", su 
público objetivo así como la limitación en el tiempo de ellas, para concluir que 
el objetivo de la reglamentación no es realmente la seguridad, pues si lo fuera 
no se hubiese escogido esta ruta que genera un efecto adverso, sino que se 
circunscribe a pretender el apoyo del sector privado en el mantenimiento de 
las vías, limitar de tajo los derechos de los transportadores y de unos sectores 
económicos específicos. 

111. PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL 

Aunado a todo lo anterior es menester resaltar que hay antecedentes en la 
jurisdicción contencioso administrativa colombiana, en los cuales se ha 
declarado la nulidad de actos administrativos similares al demandado hoy, 
por argumentos como los esbozados en esta acción. Es por ello que 
consideramos relevante que su Señoría tenga conocimiento de estos 
antecedentes. 

En efecto, desde la expedición de la Constitución de 1991 se ha venido 
redefiniendo el papel de los jueces y el poder vinculante de sus decisiones. De 
hecho, el tema del Precedente jurisprudencia! cobra tal importancia que ha 
sido objeto de un sin número de pronunciamientos por parte de la Corte 
Constitucional, dentro de las cuales podemos encontrar la sentencia T-148 del 
2011, en la cual la corporación diferenció: 

"La Corte ha distinguido entre precedente horizonta l, que es aquel 
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que debe observarse por el mismo juez o corporación que lo generó o por 
otro( a) de igual jerarquía funcional, y precedente vertical, que es el 
que proviene de un funcionario o corporación de superior jerarquía, 
particularmente de aquellas que en cada uno de los distintos ámbitos de 
la jurisdicción se desempeñan como órganos límite. De manera que, 
para garantizar un mínimo de seguridad jurídica a los ciudadanos, los 
funcionarios judiciales deben tener en cuenta que al momento de fallar, 
se encuentran vinculados en sus decisiones por la regla jurisprudencial 
que para el caso concreto ha dictado el órgano unificador - en la 
jurisdicción ordinaria o en la constitucional. Si pretenden apartarse del 
precedente, en ejercicio de la autonomía judicial, pesa sobre ellos una 
carga de argumentación más estricta, pues deben demostrar de manera 
adecuada y suficiente las razones por las cuales se apartan, de lo 
contrario, se presenta un defec to que hace procedente la acción de 
tutela. "61 

La Corte se manifestó en torno a la seguridad jurídica a través de Sentencia de 
Unificación 047de1999, en la cual la corporación señaló que: 

"Todo tribunal, y en especial el juez constitucional, debe ser 
consistente con sus decisiones previas, al menos por cuatro razones de 
gran importancia constitucional. 

En primer término, por elementales consideraciones de seguridad 
jurídica y de coherencia del sistema jurídico, pues las normas, si 
se quiere que gobiernen la conducta de los seres humanos, deben tener 
un significado estable, por lo cual las decisiones de los jueces 
deben ser razonablemente previsibles. 

En segundo término, y directamente ligado a lo anterior, esta 
seguridad jurídica es básica para proteger la libertad ciudadana 
y permitir el desarrollo económico, ya que una caprichosa variación 
de los criterios de interpretación pone en riesgo la libertad individual, 
así como la estabilidad de los contratos y de las transacciones 
económicas, pues las personas quedan sometidas a los cambiantes 
criterios de los jueces, con lo cual difícilmente pueden programar 
autónomamente sus actividades. 

En tercer término, en virtud del principio de igualdad, puesto que 
no es justo que casos iguales sean resueltos de manera distinta por un 
mismo juez. 

Y, finalmente, como un mecanismo de control de la propia actividad 
judicial, pues EL RESPETO AL PRECEDENTE IMPONE A LOS 
TUECES UNA MÍNIMA RACIONALIDAD Y UNIVERSALIDAD, 
ya que los obliga a decidir el problema que les es planteado de una 
manera que estarían dispuestos a aceptar en otro caso diferente pero 
que presente caracteres análogos". (Negrilla fuera del texto original) 

Así las cosas, es claro que como consecuencia del efecto de las sentencias y de 
su alcance material, ellas tienen la virtualidad de constituir un precedente para 
ser tenido en consideración por los jueces, en virtud de principios como 

61 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia T-148 del 2011. Magistrado 
Ponente, Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo 
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En el mismo sentido se pronunció la Corte en sentencia T 049 de 2007. En esa 
oportunidad refiriéndose al tema del precedente horizontal la alta corporación 
señaló lo siguiente: 

"Esta Corporación en múltiples oportunidades ha estudiado el tema 
concluyendo que, en efecto, los jueces tienen la obligación 
constitucional de respetar sus propias decisiones62. De acuerdo con 
la jurisprudencia Constitucional, el precedente horizonta l 
también tiene fuerza vinculante en el ordenamiento jurídico 
colombiano, lo cual se explica al menos por cuatro razones: (i) 
en virtud del principio de igualdad en la aplicación de la Ley, 
que exige tratar de manera igual situaciones sustancialmente 
iguales; (ii) por razones de seguridad jurídica, ya que las 
decisiones judiciales deben ser "raz onablemente previsibles"; 
(iii) en atención a los principios de buena fe y confianza 
legítima, que demandan respetar las expectativas generadas a 
la comunidad; y finalmente, (iv) por razones de "disciplina 
judicial", en la medida en que es necesario un mínimo de 
coherencia en el sistema judicia l. 

En cuanto a su relación con la igualdad (i) y la seguridad jurídica (ii), 
la Corte ha concluido lo siguiente: 
"(. . .) todo tribunal, 1/ en especial la Corte Constitucional, tiene la 
oblización de ser consistente con sus decisiones previas. Ello deriva no 
sólo de elementales consideraciones de seguridad jurídica - pues las 
decisiones de los jueces deben ser razonablemente previsibles- sino 
también del respeto al principio de igualdad, puesto que no es justo 
que casos iguales sean resueltos de manera distinta por un mismo 
juez. Por eso, algunos sectores de la doctrina consideran que el respeto 
al precedente es al derecho lo que el principio de universalización y el 
imperativo categórico son a la ética, pues to que es buen juez aquel que 
dic ta una decisión que estaría dispuesto a suscribir en otro supuesto 
diferente que presente caracteres análogos, y que efectivamente lo 
hace. Por ello la Corte debe ser muy consistente y cuidadosa en el 
respeto de los criterios jurisprudenciales que han servido de base (ratio 
decidendi) de sus precedentes decisiones"63. (Subrayado faera de 
texto) 

Sobre el precedente y su relación con lo principios de buena fe y 
confianza legítima (iii) la jurisprudencia considera: 
"Las exizencias éticas derivadas del principio de la mutua confianza, 
imponen que todas las autoridades públicas 1/, especialmente, las 
judiciales actúen con consistencia 1/ uniformidad, de modo tal, que 
siempre deben es tar en disposición de adoptar la misma decisión 
cuando concurran los mismos presupues tos de hecho y derecho, sin 
que les sea permitido defraudar la confianza de los ciudadanos con la 
adopción de decisiones sorpresivas que no se ajusten a las que sean 

62 Sentencias C-447 de 1999, C-836 de 2001, T-468 de 2003, T-688 de 2003, T-698 de 2004, 
T-330 de 2005 y T-292 de 2006. 
63 Sentencia C-447 de 1997, MP. Alejandro Martínez Caballero. En sentido similar puede 
consultarse la Sentencia T-123de1995, T-468 de 2003, T-330 de 2005. 
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previsibles conforme a los precedentes judiciales sólidamente 
establecidos" 64. (Subrayado fuera de texto)" 

Es por esto que nos permitimos poner en conocimiento del juzgador dos 
antecedentes relevantes a tener en cuenta, habida consideración de la noción 
del precedente jurisprudencia!, explicitado con anterioridad. 

i) Sentencia que profirió el Tribunal Administrativo de Casanare el día 16 
de diciembre de 2010 dentro del proceso radicado No. 85001 - 2331 
- 001 - 2009 - 00135 - 00 cuyo demandante era la SOCIEDAD 
HOCOL y el demandado el MUNICIPIO DE NUNCHÍA: 

En dicho proceso se solicitaba la nulidad de Decreto 0045 del 15 de octubre de 
2009 por medio del cual se adoptaban las medidas de seguridad y se prohíbía 
el paso de vehículos de carga pesada en las vías terciarias del Municipio de 
Nunchía, - Sector la Nevera cruce con la Vía Marginal de la Selva hasta la 
altura de la Hacienda la Ceiba - Vereda Macuco y vía entre la vereda Yopalosa 
y la Vereda Vijagual, mediante la restricción vehicular y el cierre de la vía 
hasta nueva orden. 

En aquella oportunidad el Tribunal declaró la NULIDAD del Decreto 045 el 15 
de octubre de 2009 expedido por la Alcaldía de Nunchía por las razones que a 
continuación se exponen: 

"Cuando se analiza el decreto demandado se encuentra los siguiente: 
• Como considerando fáctico se asevera que en las vías terciarias 
del municipio Nunchía - Sector La Nevera cruce con la vía 
marginal de la Selva hasta la altura de la Ceiba - vereda Macuco y 
vía entre la vereda Yopalosa y la vereda Vijagual, se ha presentado 
un progresivo y grave deterioro a causa del flujo de vehículos 
automotores y maquinaria denominado de carga pesada, que 
transportan crudo y/o sus derivados. Sin embargo, esa 
consideración fáctica no tiene apoyo probatorio. Ahora bien, las 
reglas de la experiencia permiten inferir que no solo los vehículos 
de carga pesada, que transportan crudo pueden afectar la vía, sino 
todos los vehículos de carga pesada que transiten por ahí. 

• Para emitir el decreto se incluye como considerando que es 
necesario adoptar medidas tendientes a preservar y mantener el 
estado de las vías a cargo del Municipio de Nunchía, en aras de 
garantizar la convivencia y seguridad de los ciudadanos, acorde 
con los artículos 311 y 315 de la Constitución y del capítulo III del 
Régimen Municipal, previniendo actividades que atenten contra la 
seguridad y tranquilidad ciudadana o que coloquen en riesgo vidas 
humanas. Pero cuando se es tudian es tas consideraciones resultan 
las siguientes observaciones: 

):;- Acorde con la certificación de la Secretaría de 
Tránsito, el sector carreteable donde ocurre la restricción es una vía 
secundaria. En consecuencia, el mantenimiento corresponde 

64 Sentencia T-468 de 2003, MP. Rodrigo Escobar Gil. 
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legalmente al Departamento de Casanare y no al Municipio de 
Nunchía, aunque éste pueda hacerlo de manera voluntaria. 
);:> No hay prueba alguna que permita inferir que 
efectivamente por el daño de la vía se es tá atentando contra la 
seguridad y tranquilidad ciudadana o que se ponga en riesgo vidas 
humanas. Por ende, al no existir eso antecedentes, no hay lugar a 
desplegar el poder de policía que la Constitución y la Ley otorgan a 
los alcaldes para garantizar el orden público. Resta observar que, 
así existiera la causa, la medida debe ser eminentemente temporal 
mientras sea necesaria para mantener el orden público, lo cual aquí 
no ocurre. 
);:> La obligación de hacer el mantenimiento del 
sector vial en cita, según la certificación oficial aportada por la 
Secretaría de Obras Públicas y Transporte a este expediente es del 
Departamento del Casanare. En consecuencia, la causa del 
incumplimiento de una obligación del ente departamental referido 
no resulta jurídica la restricción de las vías anotadas, porque no 
existe relación entre el hecho generador, la medida adoptada y la 
finalidad perseguida. 
~ Tampoco resulta jurídico que la restricción sea 
particular (únicamente para los vehículos con capacidad superior a 
10 toneladas que transporten maquinaria pesada o crudo o sus 
derivados o chatarra y/o escombros), exceptuándose de esa 
restricción a los vehículos expresamente autorizados por la alcaldía, 
ya que ello resulta caprichoso y arbitrario por no obedecer a las 
razones objetivas. 

Así las cosas, el acto administrativo resulta violatorio de los 
artículos 24, 100 y 365 de la constitución, en concordancia con la 
ley 105 de 1993, entre otros, razones más que suficientes para 
declarar su nulidad." 

ii) Sentencia proferida por el Honorable Tribunal Administrativo de 
Casanare dentro de la acción de nulidad con radicado número 85001 
- 2331 - 001 - 2010 - 00175 -006, interpuesta por Rodrigo Pombo 
Cajiao contra el DEPARTAMENTO DE CASANARE. 

En dicho proceso, se buscaba la nulidad de los decretos 198, 210, 212 y 292 del~·-·. 
2010, todos emitidos por el Gobernador del Departamento de Casanare. En '--' .::~. 
aquella oportunidad el Tribunal declaró la NULIDAD de los mencionados j ~ ;¡)i~. 
decretos el 6 de octubre de 2011 por las razones que a continuación se ~ .. 'M 

exponen: . ~"'A .~ 
E) ~~/ 

"La letj 769 del 2002 claramente señala que Sólo las autoridades de 
tránsito, dentro del territorio de su jurisdicción, podrán ordenar el 
cierre temporal de vías, la demarcación de zonas, la colocación o 
retiro de señales, o impedir, limitar o restringir el tránsito o 
es tacionamiento de vehículos por determinadas vías o espacios 
públicos (art 119). 

Sin embargo, en el caso que nos ocupa, el cierre de las vías de 
Casanare para tractocarniones (vehículos articulados) fue 
indefinido. Esto es, los actos demandados no se ajustan al 
principio de legalidad por esta razón. 
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Pero tampoco existe proporcionalidad en los medios utilizados su 
se tiene en cuenta que la medida restrictiva excluye a los vehículos 
rígidos de carga hasta de tres ejes o dobletroque de acuerdo a la 
designación establecida en la Resolución 4100 del 2004 expedida 
por el Ministerio de Transporte; y también a los vehículos de carga 
que transporten productos perecederos y de primera necesidad, 
desechos sólidos de origen domiciliario y desechos líquidos, 
semovientes, insumos químicos permitidos y demás productos 
agroindustriales producidos en el departamento. 

Y decimos que no hay proporcionalidad en los medios utilizados 
para lograr el fin propuesto porque si lo que se persigue es 
impedir el deterioro de las vías secundarias de Casanare, no 
resulta lógico ni jurídico que se trate de manera diferente a 
los del mismo grupo (articu lados), dependiendo del tipo de carga 
o del origen departamental de es ta, ya que 1 tonelada no deja de 
serlo, si se trata de comida, semovientes o basuras; ni una que sea 
producida en Casanare pesa menos que otra originaria del Meta. 
Por ende, ello evidencia que se presenta también una transgresión 
del principio de igualdad. 

Y en lo que concierne a la necesidad de utilizar la medida 
(restricción) para lograr el fin perseguido (preservación de las vías 
secundarias de Casanare) tampoco resulta clara, por las siguientes 
razones: 

- Dijimos que el poder de policía y la función de policía, además de 
someterse al principio de legalidad, debe ser eminentemente 
transitorio: durante el tiempo estrictamente necesario para 
conjurar el hecho que perturba la seguridad, tranquilidad, 
salubridad y moralidad, según el caso. 

- También dijimos que las autoridades tienen el deber legal de 
garantizar los derechos de los ciudadanos, entre ellos, la 
libertad de locomoción v circulación por el territorio 
departamental; la igualdad de trato; el derecho al trabajo como 
la libre empresa v libre competencia económica. Y no se 
garantizan tales derechos con una restricción selectiva e 
indefinida del tránsito de tractocamiones por las vías 
secundarias de Casanare. Es más, dentro de las pruebas 
aportadas no se encuentran medidas efectivas para garan tizar 
tales derechos. Otra cosa sería, por ejemplo, que la 
restricción fuera temporal y mientras se realizan las 
constnicciones y adecuaciones de las vías, según la 
programación e inversiones debidamente programadas. 

- Por ende, tampoco se cumple el requisito de la necesidad de la 
medida, de lo cual se interfiere que no existe 
proporcionalidad o razonabilidad entre la medida 
adoptada y el fin perseguido." 

Los anteriores fallos citados resultan relevantes para el caso objeto de estudio, 
no sólo porque en esencia los supuestos fácticos son similares, sino además 
porque los argumentos jurídicos usados por el juez de conocimiento son 
aplicables y concordantes. 
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En efecto, los casos anteriormente mencionados guardan identidad fáctica con 
la demanda que nos ocupa: 

(i) Los supuestos fácticos son los mismos. En efecto, se debate la 
prohibición del paso de ciertos vehículos de carga pesada. 

(ii) De todos los casos se puede inferir una vulneración a la igualdad 

(iii) En los tres casos se evidencia un análisis frente a la 
extralimitación de competencias de quienes expidieron los respectivos 
decretos. 

(iv) En los casos anteriores se realiza el análisis del argumento 
referente al daño de la vía y la seguridad y tranquilidad ciudadana. 

(v) En los casos analizados se analiza la adecuación de la medida a los 
fines y su proporcionalidad. 

Así las cosas, rogamos a su Señoría tener en consideración los precedentes 
jurisprudenciales citados, para efectos del análisis del caso concreto, en virtud 
de los principios de buena, fe seguridad jurídica, confianza legítima e 
igualdad. 

IV. PRUEBAS 

Solicitamos se tengan como pruebas las disposiciones de rango constitucional 
y legal que por su naturaleza no tiene que ser probadas. (Art. 167 CP ACA). 

Se anexan como pruebas de esta demanda los siguientes documentos: 

l. Resolución 001 del 5 de enero del 2018, expedida por el Director del 
Instituto de Movilidad y Transporte del Municipio de Tame -IMTTA- ·. 1>. 

"Por la cual se restringe el tránsito de vehículos de modalidad de carga pesada, "' ""'~_,_, 
extra pesada, extra dimensionada y de hidrocarburos dentro del caso urbano d 
Municipio de Tame, en el Departamento de Arauca" ' º~~~I':i'NTA f§ 

2. Sentencia dentro de la acción de nulidad con radicado número 8500 -1ºr"R10 ci:~ ~~'r 11; 

2331 - 001 - 2009 - 00135 -00, de la SOCIEDAD HOCOL S.A contra eJ;. 9AYo~~"~ 
MUNICIPIO DE NUNCHÍA proferida por el Honorable Tribuna 
Administrativo de Casanare 

3. Sentencia dentro de la acción de nulidad con radicado número 85001 -
2331 - 001 - 2010 - 00175 -006, interpuesta por el Doctor Rodrigo 
Pombo Cajiao contra el DEPARTAMENTO DE CASANARE, proferida 
por el Honorable Tribunal Administrativo de Casanare. 
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Nota: Se allegan las copias del respectivo acto administrativo, sin perjuicio de 
lo consagrado en el artículo 167 del CP ACA y jurisprudencia del Consejo de 
Estado65, que establece que cuando los actos administrativos demandados 
sean descargados e impresos de la página web de la entidad66, los mismo se 
reputan como hábiles y auténticos para los efectos probatorios de las 
demandas. 

V. COMPETENCIA Y OPORTUNIDAD DE LA ACCION 

Por tratarse de una acción de nulidad simple instaurada contra el acto 
administrativo de carácter general proferido por el Director del Instituto de 
Movilidad y Transporte del Municipio de Tame, Arauca; es competente el Juez 
Administrativo de Arauca, según el artículo 155 No. 1 del CP ACA. 

Por su parte, nos encontramos dentro de la oportunidad legal para ejercer la 
acción como quiera que se trata de una acción de nulidad (Art. 137 del 
CP ACA) y por lo tanto, la acción no tiene término de caducidad. 

VI. ANEXOS 

l. Copia Cédula de ciudadanía de la demandante. 
2. Copia Tarjeta profesional de la demandante. 
3. Los del acápite de pruebas con los traslados y copias respectivas. 

VII. PARTES Y NOTIFICACIONES 

La parte demandada es el Instituto de Movilidad y Transporte del Tame; 
Alcaldía del Municipio de Tame, Arauca. Dirección: Calle 15 Nº. 14 - 20, Tame, 
Arauca, Colombia. Teléfono: (+57) 7 888 6129 - 6394 - 6230 - 6390. Correo 
electrónico: juridica@tame-arauca.gov .co 

La parte demandante, SARA HELENA TRUJILLO HERNÁNDEZ abogada 
identificada con la cédula de ciudadanía número 65.772.912 de Ibagué y la 
tarjeta profesional número 110.949 expedida por el CSJ, quien puede ser 
notificada en la Carrera 13 No. 90 - 20 oficina 604. De Bogotá D.C., Colombia. 

65 P. ej. Sentencia Rad. AP-25000-23-27-000-2004-00888-01, Agosto 13 de 2009, M.P. Ruth 
Stella Correa Palacio, Sección Tercera, Sala de lo Contencioso Administrativo, Consejo de 
Estado. 
66 
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Nota. De la manera más comedida solicito el favor se me sea reconocida la 
personería jurídica para actuar. 

Del Señor Juez, 

ÓM~ll,~-
sARA HELENA TRUJILLO HERNÁNDEZ 
T.P.110.949 del CSJ 
C.C. No. 65.772.912 de !bagué 
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l. Resolución 001del5 de enero del 
2018, expedida por el Director del 

Instituto de Movilidad y Transporte del 
Municipio de Tame -IMTTA- "Por la 

cual se restringe el tránsito de vehículos 
de modalidad de carga pesada, extra 

pesada, extra dimensionada y de 
hidrocarburos dentro del caso urbano del 
Municipio de Tame, en el Departamento 

de Arauca" 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 1 · ·1•P:1'\TTA 
DEPARTAMENTO DE ARAUCA , lJ.11 . . , 

MUNICIPIO DE TAME ~f9ff;--Ti~~i~·' 
INSTITUTO DE MOVILIDAD Y TRANSPORTE "IMTTA . . . . . . ..... 

RESOLUCIÓN No. 001 DE 2018 
(5 de Enero de 2018) 

"POR LA CUAL SE RESTRINGE EL TRÁNSITO DE VEHÍCULOS DE 
MODALIDAD DE CARGA PESADA, EXTRA PESADA, EXTRA DIMENSIONADA 
Y DE HIDROCARBUROS DENTRO DEL CASCO URBANO DEL MUNICIPIO DE 

TAME, EN EL DEPARTAMENTO DE ARAUCA." 

El director del Instituto de Movilidad y Transporte de Tame-Arauca, en uso de sus 
facultades legales, y constitucionales y en especial las conferidas por el acuerdo 
No.0133 del 25 de junio de 2008 modificado por el acuerdo No.0205 del 2012, y 
las otorgadas por delegación en razón de la resolución 001 de 0.3 de enero de 
2017 del alcalde municipal de Tame. 

CONSIDERANDO 

1. En desarrollo de lo dispuesto por el artículo 24 de la Constitución Política, 
todo colombiano tiene derecho a circular libremente por el territorio 

' nacional, pero está sujeto a la intervención y reglamentación de las 
autoridades para garantía de la seguridad y comodidad de los habitantes. 

2. Que la ley 769 de 2002, establece como principios rectores, la seguridad de 
los usuarios, calidad, oportunidad, cubrimiento, libertad de acceso, plena 
identificación, libre circulación, educación y descentralización. 

3. Que el artículo 3° de la ley 769 de 2002, establece que los Organismos de 
Tránsito son autoridades de tránsito. 

4. Que el artículo 7° de la Ley 769 de 2002, establece que las autoridades de 
tránsito velaran por la seguridad de las personas y las cosas en . la vía 
pública y privadas abiertas al público. 

5. Que el artículo 119 de la ley 769 de 2002, establece que solo las 
autoridades de tránsito dentro del territorio de su jurisdicción, podrán 
ordenar el .cierre temporal de vías, la demarcación de zonas, la colocación o 
retiro de señales, o impedir, limitar o restringir el tránsito o estacionamiento 
de vehículos por determinadas vías o espacios públicos. 

"TODOS POR UNA MOVIUDAD SEGURA .. 
Calle 11 No 14-59 Tame - Arauca, Teléfono 8887124 

e-mail: info@tra!lsitotame.gov.co ·' ' , .. . ,_' 
I't ,'?' . :_ .;~ ... · : · l t,,,_ ~ ' , .... ..., '', . . . . . 
l . ' ·:-., •. :: 
.. .. . 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 
DEPARTAMENTO DE ARAUCA -1 .:~li\T.TA 

TiiSfití1fOiíéliOVíii>ADY"(Riiisi>oíirf ¡ipAilE' 
MUNICIPIO DE TAME t;7>7>-,'H-,-~~-

INSTITUTO DE MOVILIDAD Y TRANSPORTE "IMTTA - ' ,. -····.·. - . -· . 

RESOLUCIÓN No. 001 DE 2018 
(5 de Enero de 2018) 

"POR LA C.UAL SE RESTRINGE EL TRÁNSITO DE VEHÍCULOS DE 
MODALIDAD DE CARGA PESADA, EXTRA PESADA, EXTRA DIMENSIONADA 
Y DE HIDROCARBUROS DENTRO DEL CASCO URBANO DEL MUNICIPIO DE 

TAME, EN EL DEPARTAMENTO DE ARAUCA." 

6. Que uno de los objetivos de la Ley 336 de 1996 ,;Por la cual se adopta el 
Estatuto Nacional de Transporte" es la Seguridad, motivo por el cual para el 
Instituto es de vital importancia garantizar la seguridad e integridad física de 
la comunidad, la protección de los usuarios de la vía en este sector del 
municipio de Tame, para lo cual se tendrá en ·cuenta las medidas de 
seguridad necesarias, como la restricción del tránsito de vehículos en 
ciertos horarios. 

7. Que el Director del Instituto de Movilidad y Transporte de Tame, el 
ingeniero Luis Carlos Malina Anave, identificado con cedula de ciudadanía 
No. 1.116.856.854, estima conveniente declarar medidas de restricción de 
circulación de tránsito de vehículos de modalidad de carga pesada extra 
pesada, extra dimensionada y de hidrocarburos, dentro del casco urbano 
del municipio de Tame. 

8. Que el Director del Instituto de Movilidad y Transporte de Tame estima 
conveniente autorizar una vía única o específica que cuente con las 
condiciones idóneas para el flujo de los vehículos anteriormente 
relacionados dentro del casco urbano del municipio de Tame. 

9. Que la restricción en la circulación de los vehículos adelantada dentro del 
casco urbano del municipio de Tame es una medida de seguridad para los 
habitantes y demás usuario de esta vía. 

1 O. Que con la restricción en la circulación dentro del casco urbano del 
municipio de Tame, se pretende evitar accidentes y el deterioro de la 
misma. 

11. Que es deber del Instituto de Movilidad y Transporte del Municipio de 
Tame, adoptar las .medidas necesarias para garantizar la seguridad de los 
usuarios de la vía. 

"TODOS POR UNA MOVlLlDAD SEGURA" 
Calle 11 No 14-59 Tame - Arauca, Teléfono 8887124 

e-mail: info@transitotame.gQY&Q. 
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MUN1c1P10 oE TAME Bs..-~)fi~F-r°fl · 

INSTITUTO DE MOVILIDAD Y TRANSPORTE "IMITA . -- . .. ··- . . -·· 

RESOLUCIÓN No. 001 DE 2018 
(5 de Enero de 2018) 

"POR LA CUAL SE RESTRINGE EL TRÁNSITO DE VEH(CULOS DE 
MODALIDAD DE CARGA PESADA, EXTRA PESADA, EXTRA DIMENSIONADA 

· Y DE HIDROCARBUROS DENTRO DEL CASCO URBANO DEL MUNICIPIO DE 
TAME, EN EL DEPARTAMENTO DE ARAUCA." 

12. Que para garantizar la seguridad· de la vía, de los conductores y de la 
comunidad en general, se hace necesario autorizar la restricción en la 
circulación de los vehículos dentro del casco urbano del municipio de Tame. 

En virtud de lo expuesto, este despacho, 

RESUELVE: 

ARTICULO PRIMERO: Autorizar para el tránsito de vehículos de modalidad de 
carga pesada, extra pesada, extra dimensionada y de hidrocarburos dentro del 
casco urbano del. municipio de Tame, la vía que va desde la entrada que conecta 
al municipio de Tame con el municipio de Fortul, por la Calle 14, girando a la 
izquierda por la Carrera 8, girando a la derecha por la Calle 13 hasta llegar a la 
Carrera 19 y girar a la Izquierda por la carrera 19 hasta salir del municipio por la 
vía que conduce a Puerto San Salvador. Y en ·sentido contrario según sea el 
ingreso del vehículo al municipio de Tame. 

ARTICULO SEGUNDO: Ordénese la restricción de la circulación de los vehículos 
de modalidad carga pesada, extra pesada, extra dimensionada y de hidrocarburos 
dentro del casco urbano del municipio de Tame, desde el ·día 5 de enero del 2018, 
así las cosas, se permitirá el tránsito de vehículos con carga pesada extra pesada, 
extra dimensionada y de hidrocarburos, por las vías auto.rizadas por el IMTTA en 
la presente resolución, dentro del horari~ de 2:30 p.m. a 5 p.m. 

ARTICULO SEGUNDO: Los vehículos automotores de modalidad de carga 
pesada extra pesada, extra dimensionada y de hidrocarburos, podrán circular 
dentro de la vía autorizada en el casco urbano del municipio de Tame en el horario 
comprendido de 2:30 p.m. a 5 p.m. 

ARTÍCULO TERCERO: Coordinar con la dirección de Movilidad y Transporte del 
Municipio de Tame, la Policía de Vigilancia, los agentes de Policía de Tránsito y 
puesto de control del Ejército Nacional ubicado en el sector de Naranjito y la "Y" de 
Betoyes, el apoyo necesario para el control del flujo vehicular. 

"TODOS POR UNA MOVJUDAP SEGURA" 
Calle 11 No 14-59 Tame - Arauca, Teléfono 8887124 

e-mail : info@transitotame.gov.co 
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DEPARTAMENTO DE ARAUCA !E1.'.l .1 

MUNICIPIO DE TAME !jffifüTá)!.!!0~1º:f~!!.SPóif!E:Q~~ 
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INSTITUTO DE MOVILIDAD Y TRANSPORTE "IMITA . .. .. . ·- ... ..... 

RESOLUCIÓN No. 001 DE 2018 
(5 de Enero de 2018) 

"POR LA CUAL SE RESTRINGE EL TRÁNSITO DE VEHÍCULOS DE 
MODALIDAD DE CARGA PESADA, EXTRA PESADA, EXTRA DIMENSIONADA 
Y DE HIDROCARBUROS DENTRO DEL CASCO URBANO DEL MUNICIPIO DE 

TAME, EN EL DEPARTAMENTO DE ARAUCA. 11 

ARTICULO CUARTO: Divulgar el cierre de la vía mediante medios televisivos, 
radiales o de prensa. 

ARTICULO QUINTO: Advertirle a las empresas prestadoras del serv1c10 de 
transporte de carga pesada, extra pesada, extra dimensionada y de hidrocarburos 
de las restricciones. 

ARTICULO SEXTO: La present~ resolución rige a partir de la fecha ·de su 
expedición 

Dada en Tame a los 05 días del mes de enero de 2018. 

COMUNIQUESE Y CÚMP~SE, 

¡GJ-t_ 
LUIS CARLOS MÓLINA ANAVE 

Proyecto y Digito: Diego F. Vargas Ló pez. 
Reviso: Luis Carlos Molina Anave. 

Director IMTI A 

'*TODOS POR UNA MOVILIDAD SEGURA• 
Calle 11 No 14-59 Tame - Arauca, Teléfono 8887124 

e-mail: info@transitotame.gov.co 



2. Sentencia dentro de la acción de 
nulidad con radicado número 85001 -

2331 - 001 - 2009 - 00135 -00, de la 
SOCIEDAD HOCOL S.A contra el 

MUNICIPIO DE NUNCHÍA proferida 
por el Honorable Tribunal 

Administrativo de Casanare 
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TRIBUNAL ADJ-nlNISTRATIVO DE_CASANARE 
CARRERA 20 No. 8-90 PISO 2, INTERIOR 2 

TEL. 03590.97 FAX 6356686 

,.,.,,·1·-.: - . 
Yopal Casanc;ire, diec!séis (16) de diciembre de dos 

Radicación No. 8_5001-2331-00 í-2009-0.0135-00 

1, 

Acción: NULIDAD 

Demandante: 

Demandado: 

\ 

MA<;:ilSTRADO PONENTE: JOSÉ ANTONIO FIGUEROA BURBAN_O 

l. OBJETO 

Procede este Tribunal a proferir sentencia de J?rimera ins~la dentro de la 
~ida~. indicad.a en la refr;irencla. 

• •. 11. EL ACTO D;:'.MANDADO 

~cto denia~da.do es el siguiente: . 

DECRETO No. 045 

(15 OCTUBRE DE 2009) 

( e,Q.B-M~ CUAL SE ADOPTAN MEDIDAS DE SEGURIDAO Y 
"'- --- ...,_ Of\I VEHICULOS DE C PESADA, EN 

S V/AS TERCIARIA DEL MUNICIPIO DE NUNOHÍA, - SECTOR ~1 

LA NEVERA CRUCE CON LA V/A MARGINAL DE LA SELVA HASTA 
LA AL TURA DE LA HACIENDA LA CEIBA- VEF?.t:OA MACUCO Y V/A 

ENTRE LA VEREDA YOPALOSA Y LA VEREDA VIJAGUAL, 
MEDIANTE LA RESTRICC/ON VEHICULAR y EL CIERRE DE LA . 

V/A HASTA NUEVA ORDEN. 

El Alcalde del Municipio de Nunchla -Casanare, en uso de sus 
atribuciones legales y en e:;peciaf las que le confiere la ley 136 de 

1994, el Decreto 13fi5 de 1970 y la ley 769 de 2002 

CONSIDERANDO . 

Que las aµtoridades de la R~·pública están jnsti(uidas para proteger a 
tódas las personas residentes en "Colombia en su vida, honra, 
creencias, bienes y de1J1ás . derechOs y libertades, y para asegurar el 
cumplimlenfo de los deberes sociales del Estado y de los particulares. . . ... 

.•. 

- ""' ¡ t 
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Radicación No. füi001·2331-(101-2009-00135-00 
Demandado: MUNICIPIO DE NUNCHIA 

Que corresponde al Alcalde Municipal, como primera autoridod de · 
Policla en el e.nte territorial, adoptar las n 1edida~ y utilizar los medios de 
pn/icía necesarios para garantizar la s.3guridad ciudadana, el ore/en 
público y la protección de los derechos y libertades públicas .. 

Que el literal b, numeral 2, del artfculo 91 de la Ley 136 de 1994 
prescribe como funciones .de los alcaldes: "Dictar para el 
mantenimiento del orden público o su e1>tablecimiento de conformidad 
con la lay, si fuera del caso, medidas tates como: 

a) . Restringir y vigilar ta circulación de las personas por vías y lugares 
públicos; _,..,...,.. . ..... _. . . 

~ufo 1-rg de ta. teJI 76~ · Cfo 2""00ff) Código Nacional de 
Trtmsíto, presc1ibe: nSólo /as autoridades de tránsito, dentro del 
territorio de su.jurísdfocfón, pocfrán order¡11r el cierre temporal de vlas, Ja • .. 
demarcación de zonas, la colocácfón o retiro de se.ñales, o impedir, 
limitar o restringir el tránsito o estacionamiento ele vehículos por 
determinadas vías o espacio·s ptí{.){icos". 

Que el tránsito terrestre de personas, animales y vehlculos por las vías 
de uso público es libre, pero está sujeto a la intervención y 
re'glamentación de . /as autoridades para garantía de Ja seguridad y 
comodidad de los habitantes, en virtud de Jo dispuesto por et Inciso 

. _segt,mdo del artículo t • del Código Nacíonal de Tránsito ,., . 

IQ e e u · · I nchfa se ha resenfado un progresivo y 
gr;we rlafeciQfO d~ su md vial te~ncfaili¡ a su cargo, a e sa 
de.LfJJ!j_o de ve~..;:iuf9motores y Magldnada denomine(Tofde 
~da, ue transportan crudo '/o i s, especialme'ñte 
entre. los sectores LA N RUGE CON LA V/A MARGINAL DE 
LA SELVA HASTA LA ALTURA DE LA HACIENDA LA CEIBA
VEREDA MACUCO Y V/A ENTRE LA VEREDA YOPALOSA Y LA 
VEREOA V/JA GUAL, lo qut.Ulil.lli~.QIJJ.l.QQ.JJJJ.íil:-Ot'W<il~~U.t:...e. 

se ven obligados a transitar por las mismas, as1 en ~ as 
· radas quejas de fa comunidad que pueden desembocar en vfa de 

hecho que es o 1gaci6n evitar . 

_Qµe es necesario adootar medidas tencf!entes fLP&servar v~ 
~tado de las 1rf.a~ 11 ggrgo del Mi.micipja de Nu~, en aras de 

garantizar la convivencia y seguridad de los ciudadanos, en virtud de lo 
dispuesto én el Capltvlo ///"del Régitnen Municipal" artfculós 311y315 
numeral 2· de la Constitución polftica previniendo actividades que 
atenten contra la seguridad y tranqJilidad ciudadana o coloquen en 
riesgo vidas humanas. 

Que debido al tránsito de maquinaria y vehículos pesados por los 
sectores comprendido entre LA NEVERA CRUCE CON LA VIA 
MARGINAL DE LA SELVA HASTA LA ALTURA DE LA HACIENDA LA 
CEIBA- VEREDA MACUCO Y V/A ENTRE LA VEREDA YOPALOSA Y 
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Radicación No. 86001-2~31-001-2009-00135-00 
Demanqado: MUNICIPIO DE NUNCH[A 

LA VEREDA VJJAGUAL, durante e/ presente afio, sin que se le hubiese 
. hecho mantenimiento o mejora alguna a dichos vras por parte del 
Municipio deb;do a sus escasos recursos, asf como tampoco por parte 
del Departamento, La Nación y/o las firmas o empresas qu.e con el 
paso de su maquinarias o equipos deterioran la misma, se· han venido 
presentando constantes accidentes de tránsito. 

Que es deber del ejecutivo Municipal adoptar todas aqueftas medidas 
necesarias a fin de preservar la integridad personal y fa vida de quienes 
diariamente transitan esta vra. 

Por lo anlertormente expuesto ... 

. DECRETA 

' 
ARTICULO PRIMERO: fiestriagír el tránsito _yn el territorio del 
Municipio de Nunchla-Casanare, en los sectores comprendidos entre 
LA NEVERA CRUCE CON LA VIA MARGINAL DE LA SELVA HASTA 
LA AL TURA DE LA HACIENDA LA CEIBA- VEREDA MACUCO Y V/A 
ENTRE LA VEREDA YOPALOSA Y LA VEREDA VIJAGUAL, de 

. e Maquinarias pesada o Transportes de cñTcJO 
o sus derivados o chatarra y/o escom ros .IBJe sean superiores a Z 

'1t (10) ionefac!a~ ·desde fas (0$:00) horas A.M. Hasta fas veintidós 
{22:00) horas o (10P.M.) a parürde/ d!a Veinte (20) de Octubre de Dos 
mil Nueve (2,009) y por té.rmino indefinido asf como adoptar /as 
medidas y señales preventivas de seguridad correspondiente . 

PARÁGRAFO. Se exceptúan de esta medida Jos operadores de aseo 
con vehfculos identificados perm1211entemente y los dedicados al 
transporte de cllindros de gas u oxigeno medicinal debidamente 
certificados y los vehfcu/os expresa.mente autorizfJdos por esta Alcaldía 
para tal efecto, esf como también los que comercializan y/o cosechan 

<froductos agropecuarios proplos de fa reglón. 

ARTICULO SEGUNDO: Restringir la utilización de Ja vfa LA NEVERA 
CRUCE CON LA V/A MARGINAL DE LA SELVA HASTA LA ALTURA 
DE LA HACIENDA LA CEIBA- VEREDA MAC[JCO Y V/A ENTRE LA 
VEREDA YOPALOSA Y LA VEREDA V/JAGUAL de vehfou/os y de 
maquinaria pesada superiores a Diez (10) toneladas por el peligro y el 
riesgo que esta representa para la comunidad y hastq tanto, la citada 
vra. no se encúentre técnicamente apta para ello o se inicie al menos 
su proceso de rehabifltacíón que permita disminuir el riesgo que 
actualmente representa. 

ARTICULO TERCERO: Informar a la c.omunidad y a las empresas 
transportadoras a través de los medios masivos de comunicación o Jos 
que resµ/te (sic) pettirlentes para que las medidas de seguridad 
adoptadas se cumplan. En este sentido, una vez promulgado el 
presente, la A/ca/dfa iniclará .en los sigulentes quince (15) dlas 
calendarios,. ef procedimiento de socialización a /as empresas 
transportadoras~ transeúntes y demás personas qu& ut/fizan la vra. asf 
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Radicación No. 85001-2331-001-2009-00135-00 
Demandado: MUNICIPIO DE NUNCH[A 

como A· las auforidade.s correspondientes. Durante ese lapso se 
circulará sin ninguna consecuencia pecunían'a y/o administrativil. 

ARTICULO CUARTO: De. conformidad c;on lo previsto por el artfcu/o 91 
de /c¡ ley 136 de 1994, señálese que la infracción a las medidas de 
seguridad aqul previstas se sancionar~ por Ja a!caldfa con multas 
mlnfmas de un salario y máxima de hasta tres ~a/arios legales mfnimos 
mensuales y la retención del vehlculo hasta por el. término de cuarenta 
y ocho (48). horas. En caso de reincidencia la multa se duplicará en la 
(sic} concP.tniente a la parte pecuniaria. 

ARTICULO QUINTO: Ef Presente Decreto rige a partir de la fecha de 
su expedición 

PUBL!QUt=SE, COMUNIQUESE Y CUMPLASE'' 

111. POSICIÓN DE LA PARTE DEMAi\'.'.JANTE 

1 )- La pret3ns!óri del actor es que se declare. la nulidad del Decreto 045 del 15 de 
octubre de 2009, .expedido por la Alcaldla Municipal de Nunchía Casanare, por 
violación de normas superiores, cargo que estructuró en resumen así: 

a) El a.cto demandado restringe el uso de las vlas públicas en jurisdicción del 
Municipio de Nunchla, entre La Nevera, cruce con la vfa marginal de la 
selv.a hasta la altura de la hacienda La Ceiba vereda Macuco y entre la 
vereda Yopalosa y la vereda Vijagual, para carros de más de 10 to11eladas, 
en especial para quienes tn:1nsportan maquinaria -pesad,a o crudo o ~us .• 
derivados, en el horario comprendido entre las 6 y las 22 homs. · ---· 

b) Las vías mencionadas, de acuerdo a certificación de tránslto son vías 
secundarias y de responsarilidad del Departamento en cuanto a su 
movimiento y movilidad, es decir, de compétencia de esa entidad territorial 
y no del municipio de Nunchia. 

c)~Además, la restricción del trá.nsito por !ns vías anotadas es vlólatoria riel 
Código Nacional de Tránsito, artículo ·119, _Ques solo está permitido el · 

. cierre t~ral y de acuerdo a su r.ompelenci~ , .___,,. 

d) El artículo 91 de la Ley 136 de 1994 permite res~ringir y vigilar la circulación 
de las personas por vlas y lugares cuando ello resulta necesario para 

.garantizar la convivencia y seguridad ci:Jciadana, .pero en~ 
l'lo.11.av ~- . · ades de policía o Üi'íetJnSejo de seguridad, 
o .un~ menesa neces1 a . . · 

e) Una de las consideraciones del decreto es. que la falta de mantenimiento ha 
lifwado al deterioro de !ns vlas, pero olio solo demuestra una falla del 
servicio de la administración departamental y de continuar vigente dicha _ .. 
no(ma, el responsable de los daños sería la administración_ municipal, lo 
mismo que de las consecuencia::¡ en todos los sectores de la economla, 
especialm~nte los hidrocarburos y el tran·.>porte. 

Invocó como normas violadas los artlculos constitucionales 2,6,13,24,122,365 y · 
366 y las siguientes disposiciones: Ley 1228 de 2008, articulo 1; Ley 105 de 1993, 
articulo 2, literal c); Ley 769 de 2002, art!culos 1,23, 105 y 119; el artículo 4 del 
Decreto 1056 de 1953; la Ley 1274 de 2009, articulo 1; y la Ordenanza 015 del 1.9 

'" 'ri '. -.. ... •.··· 
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Radicación No. 85001-2.331-001-2009-00135-00 
Demandado: ~UNIGIPIO DE NUNCH[A 

de diciembre de 2006, ~rtículo 1{1s relacionada con las limitaciones temporales 
del tránsito de personas, animales\y vehiculos. 

En los alega.tos de conclusión, en esencla, reiteró el cargo expuesto en el libelo 
demanda torio. · 

IV. ACTUACIÓN. PROCESAL 

La demanda fue pre.sentada el 19 de noviembre de 2009 (fl.10), se recibió en la 
S.ecretaria del Tribunal el 30 de noVll:)rnbre del mismo año y fue entregQda al 
Magistrado Ponente al día siguiente (fl.30), quien por auto del 1 O de diciembre de 
2009 la admitió, vinculándose como demandado al Municipio de Nunchla (fl.31). · 

La notificación personal del auto admisorio se llevó a cabo el 15 de abril de 2010 
(fl.35), pero esa: entid.ad territorial no compareció al proceso (fl .37) . 

Por auto del 13 · de mayo de 2010 se decretaron pruebas (fl .39) y mediante 
proveido del 15 de julio del mismo año se corrió traslado para alegar de 
conclusión (fl.59), término que fue aprovechado por la entidad accionante 
únicamente (fls.60 a 66). El ministerio público guardó silencio. 

El proceso quedó en tuno para fallo el 9 de agosto de 201 O (fl.67). 

V. ACERVO PROBATORIO 

i .. 
Se aportaron en forma regular y oportuna los siguientes documentos relevantes:. 

1. Pruebas que acreditan ra existencia y representación legal de la entidad 
demandante (fls.11 a 15). 

2. Copia aut.éntica del Decreto 045 del 15 de octubre de 2009 emitido por la 
Alcaldía de Nunchla, con su respectiva constancia de publicación (fls.16 a 19). 

3. Oficio emitido por el Director de Tránsito Departámental (fl.22 y 23). 

5. Documento sin firméJ al parecer emanado del lnsUtuto Nacional de vlas (fl.45). 

6. Copia informal del Decreto Municipal de Nunchía No. 0100.02.01 -004 del 18 de 
enero de 201 O, a través del cual se modifica parcialmente el Decreto 045 de 2009 
(fls.46 y 47). · 

7. Resolución 0100.02.02-030 del 26 de febrero de 2010, por la cual se delega en la 
Inspección Rural de Policía de fa Yopalosa, las funciones relacionadas con el 
cumplimiento y resolución de las situaciones que se presentaron con motivo de la 
expedición del Decreto 045 de 2009 (fls.48 a 50). 

8. Copia Informal de la declctratoria de elección y de la posesión de.I Alcalde de 
Nunchía (fls.51 a 53). · 
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Radicación No. 85001-2331-001-2009-00135-00 
"\)emandado: ~UNICIPIO DE NUNCHIA 

VI. CONSIDERACIONES 

1.- PRONUNCIAIVHENTO SOBRE N\JLIDADES 
PROCESALES 

y _PRESUPUESTOS 

Revisada la actuación surtid¡:¡ hasta el momento, en cumplimiento del control de 
lega~!dad establecido en el artículo 25 de la Ley 1285 de 2009, no se observan 
Irregularidades p·rocedimentales que conlleven a declarar la nulidad total o parcial 

· de lo actuado. Por el contrario, se encuentra cumplido el procedimiento pre·.:isto 
en los artículos 406 y siguientes del e.e.A, es decir, s.e agotó el debido proceso . 
establecir'':l en el artículo 29 cte l<'I Constitt1ci6n Pol!tica. 

De otra parte, están reunidos los pmsupuestos procesales. En efecto: 

Este Tribunal es competente para conocer do la presente acción por la naturalez.a 
dél asunto y el territorio donde ocurrieron los hechos, acorde con las prevision.es 
_de los articulas 'I 32-1 , 1340 y concordantes del e.e.A. 

Está probada la existencia del acclonante, que es una persona jurldica. 

El ente accionante actuó a través de apoderado legBlmenle constituido y p.ara 
ello está legitimado en esta clase de acciones. 

Y existe demanda eri forma, acorde con las pr·evisiones de los artículos 137, s.s. y 
concord~rntes del e.e.A. 

2. PROOU:Mt\ JURIDICO 

, Del análisis de la dem tactos solo r la 
¡¿w.::.;....AM.i..w.~n e. resulta quG el probletnél jurídico radicp en es a cet si el 
decreto demandado adolece de nulidad por l:is razones indicadas en el libelo. o si 
por el contrario él se ajusta a nuestro ordenamiento. 

Para resolverlo consideraremos los asuntos de hecho y de derecho que se 
indican a continuación : 

2. t .- De las funciones del Alcafde 

El constiluyenle de 1991 abogó por unás modificaciones muy profundas a nivel 
territorial, pues no en vano dispuso la autonomla de las entidades te·rríforiales, 
dentro ele nuestra organización de república unitaria y descentralizada (artículo 1 ). 

En cuanto a las relaciones de orden polltico - territorial que surgen dentro de un 
Estado cotno el Colombiano, ello se logró, en primer lugar, al considerar al 
municipio como una "entidad fundamental de la división polft/co - administrativa 
del Estado" (articulo 311), y en segundo lugar al disponer que era titular de una 
serie de prerro_ga:tivas y responsable da.1 cumplimiento de nuevas funciones, 
encaminadas a lograr una real de$centralización territorial, dentro del marco 

, .•... ~ ·· propio .de la democracia participativa, que constituye presupuesto f)áslc,o del 
Estado social de d.eréchó. 

Po· tales razones, tanto el gobernador como el alcalde juegan un nuevo papel en 
materia de relaciones· territoriales, pues como autoridades locales deben no sólo 

.... 

..... ... ,.-
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preocuparse por los asuntos de su competencia, sino que también colaboran 
armónicamente en el funcionamiento administrativo del pals. Asl mismo, la 
Constitución Politica de 1991 estableció en cabeza de departamentos y 
municipios nuevas responsabllldades, particularmente en materia de prestación 
·de servicios públicos (artlclllos 317, 356 y 357 C.P.}, las cuales no solo garantizan 
una mayor independencia y autonomla para esas entidades territoriales, sino que 
les obliga a adquirir mayores compromisos respecto del recaUdo, manejo y 
destinación de sus finanzas públicas. 

Pero además, la Carta de 1991 taxativamente estableció que el Alcalde era el 
representante legal del municipio e introdujo nuevas calidades, funciones y 
deberes, pues no en vano dispuso que era el "jefe e.Je la administración local y 
representante legal del municipio" (artlculo 314 C.P). De otra pé¡rte, al no ser 
nombrado sino electo por los habitantes del municipio, perdió su dependencia 
jerarquica y administrativa de los gobernadores y del Presidente de la República, 
lo que signífica una mayor independencia y auton.omía en el desarrollo de su 
gestión y en la toma de las decisiones, aunque con las. limitaciones que establece 
el Estatuto Superior, como es el caso de manejo del orden público (artículo 315-2) 
y .la posibilidad de que el Presidente y los gobernadores, en los casos 
taxativar.iente señalados por la léy, los suspendan o los destituyan. 

De igual manera debe senatarse que, el alcalde, en su calidad de autoridad 
pública, debe realizar las gestiones necesarias para el cumplimiento de los 
cometidos estatales (artículo 2}, en especial deberá asegurar la convivencia 
pacifica y la protección a los habit;:intes en su vida, honra y bienes y para tales 
efectos debe consultar la po!ftlca .general de orden público determinada por el 
Presidente de la República y si es del caso, obedecer las órdenes que rec(ba de 
•'Jo.de los gobernadores. Lo anterior, porque es atribución exclusiva del alcalde la 
de conservar el orden público en su localidad. Para ello, el Constituyente le ha 
qado el carácter de primera autoridad de policía del municipio, y le ha encargado 
a la Policla Nacional cumplir con prontitud y diligencia las rnstrucciones que el 
mencionado funcionario imparta por intermedio del respectivo coma.ndante 
(artículo 315-2 C.P.). 

2.2. Del poder de polic!a y la regulación jurídico policiva 

·;· ! 7 f 
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estricto se refiere a las aclividf!des de las autoridades 'orientadas al 
mantenimiento del orc;Jen público. · 

! 
! . 

de ihda ac;lóh ; ue re iza el oder te Ja 
ºón de las le e es, como lo ha sostenido 

la jurisprudencia naclonai un complemento de .éstas en la medida en 
que las actualiza y tas acomoda a fas necesidades que las 
circunstancias fe· impongan para su eficaz ejecución, ~ 

-ire íotecprntacíón de los conter:iido.- '"9;s/afi110.- r:ii de su rnodo de 
el!ouadrar fas distintas situaciones juddicas en IM n1p¡,¡~. -.to .. q,ue 
~. (JOJ1 ue es"""fii7a¡j¡Jr" sólo compete en el marco de .. n 

__ de fa divisíón de los poderes del Esta o, a a autoridad ludk;ja/1". 

2.3. De los deberes derivados de vivir en comunidad 

Nuestra Constitución en su articulo 95 señala taxativamente ql1e el ejercicio de 
- ios derechos y libertades reconocidos en ella implican responsabilidades, como la 
·de cumplir nuestro ordenamiento jurldir;o, respetar los derechos ajenos y no 
abusar de los propios, obrar conforme al principio de solidaridad social 
especialmente en situaciones de peligro a la vida o salud de las personas, etc. 

Nuestro máximo órgano de jurisdicción constitucional se refirió también a estos. 
temas en una sentencia2 de la cual hemos tomado los siguientes extractos: 

o La vida en comunidad conlleva forzosamente el cumplimiento de una serie 
de deberes reclprocos por parte de los asociados, el primero de los cuales 
es .el de respetar los derechos de los demás. De ello se desprende la 
consecuencia lógica de que el l1ombre en sociedad no es titular de 
derechos absolutos, ni puede ejercer su derecho a la libertad de maner~ 
absoluta; los derechos y libertades individuales deben ser ejercidos dentro 
de los parámetros de respeto .al orden jurídico existente y a los valores 
esenciales para la vida cqmunltaria como son el orden, la convivencia 
pacífica, la salubridad pública, la moral social, bienes todos estos 
protegidos ·en nuestro ordenamiento constitucional. Por tal razón, dentro 
de un Estado s.ocial de derecho como el que nos rige, el Interés individual 
o pnrticular debe ceder al interés general, que es prevalente en los 
términos de la Constitución Política. Todos los ciudadanos pues, individual 
y colectivamente, dob1m someterse· en el ejercicio de sus derechos y 
libertades a la normativldad establecida, lo. cual irnplica de suyo ef aceptar 
limitaciones a aquellos. 

o La necesidCJd de mantener el Estado de derecho en un clima de 
convivencia y armonla social, es lo que justifica que. el ejercicio de las 
liberta.des de cada persona, o de un grupo de ellas, se encuentre llmitado 
por parámetros normativos regulaciores del comportamiento ciudadano. La 
Constitución Polltlca de 1991, además de garantizar la efectividad de lo~ . 
principios y derechos Individuales, también garantiza la efectividad de los 
deberes ciudada.nos y recono<;:e en el serviciq ~ la comunidad y en la 
promoción de la prosperidad genen~I, valores esenciales del Estado. 

" Las restricciones a las libertades ciudadanas encuehtran fundamento en 
el concepto de orden público, entendiendo por tal, las condiciones mlnirnas 

•. 
1 Co~e ?_~~stituclonaJ. ~S~nt~cla C-557/92. '!f , 
2 Cort; C·~~st¡°tucion;il.° Sente~cia SU-476/97 !', 
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de seguridad, tranquilidad, -salubridad y moralJdad que deben existir en d 
seno de la comunidad pE!ra garantizar el normal desarrollo de la vida en 
sociedad. Par¡:¡ que estas condiciones mlnimas se. cumplan es necesario, 
por parte del Estado, á través de las respectivas autoridades, adelantar 
una labor preventiva que las haga .efectivas. 

Al tratar sobre estos temas, Ja Corporación mencionada ha .dicho3: 

• •• • ' f' 

La función de po/fcia debe desarr6flarse dentro del marco de la 
legalidad. Asegurar que este limite no sea franqueado es el fin último 
de gran parte de las normas del derecho administrativo y también es el 
objetivo que se pretende lograr cuando se establece la posibilidad de 
someter a revisión jurisdiccional las decisiones de la adininh~tración. Se 
exige a la administración observar la motivación de sus actos, su · 
publicidad, la garantía del derecho de defensa dentro del procedimiento 
que conduce a la decisión, la cohetencia entre la motivación y ta 
·decisión 'onali a . · razo a 11 a uni D e a 

. Así mism9, se requiere que quien orna la deo s10n 
i:rr:i~~~nte autorizado para hacerlo. Las actuaciones de. [S 

9 
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administración tienen que proteger y gwantizar los· derechos 
fundamentales de {os t.idmMistrados. 

( .. . ) 
Las limifr1ciones a Ja función de policía -excluyen per se la existencia de 
actos puramente discrecionales por parte de la administración en el 
ejercicio e/e la función de policía, lo que no excluye una cierta 
capacidad creadora, del func{onario competente para decidir. Esto 
i /'ca ue la vieja distinción entre el acto puro reglado el acto u11 
d)s.erecional debe a andonarse a e a . ue en 
nin ún caso el fimc1onano puede apartarse de fa legalidad, sin qur;J esa 
e· ma a. a.e o es reg A o cuan o a ey 
ha señalado a la administración en forma expresa la forma en que debe 
actuar, de manera que producido un hecho, el supuesto o antecedente 
previsto en la n.orma, la· decisión de la administración no puede ser sino 
una. El poder discrecional, por el contrario, permite escoger la solución 
del asuntó dentro de distintas opciones, pero ello no quiere decir que la 
administración pueda actuar al margen de la ley, pue::; la sefección de 
esas alternativas posibles /as cons.agra el mismo ordenamiento. 

Y en otra scmtencia, al referirse concret>am~nte al régimen coni;titucional de la 
· policía administrativa, límites y medios, señal64; 

• ... El orden público, ha dir.ho la Corte Constitucional, debe ser 
entendido como el conjunto de condiciones de segvridad, tranquilidad y 
sé;llubridad ,que permiten IR prosperidad general y el goce de los 
derechos humanosl1. En una democracia ·constitucional este marco 
constituye el fundamento y el límite del poder de policfa, que es el 
llamado a mantener 1;1/ orden públic9, orientado siempre . en beneficio 
del goce pleno de los derechos. En ese sentido, la preservación del 
orden público no puede lograrse mediante la supresión o · restricción 
desproporcionada de fas libertades públicas, puesto que el desafío de 
fr;i democracia es permitir el más amplió y vigoroso ejercicio de las 
lif)erlades ciudadanas1·1. . 

2. La }urispntdencla de esta Corle ha construido una doctrina jurfdica 
consistente sobre los flmites y . fo.s medios rotativos al uso del pqd<;r 
para el mantenimiento del orden público. 

Sobre /os limites, ha señalado que, en un Estado social de derecho, el 
uso del poder correspondiente af mantenim.lento del orden público está 
limitado por los principios contenidos en la Constitución y por aquellas 
finalidades vinculadas a Ja preservación de ese orden (seg1,1ridad, 
sa/ubrfdad, tranquilidad), como condiaiones pa[9 el libre ejercicio de las 
libertades democrátícas,. 

¡
Con fundamento en ·elfo ha señalac!o. l(nos principios constitucionales ( 

· mfnímos que ·gobiernan las poderes de policía en un Estado 
· \ dem'cicfático de derecho. Estos poderes: (f) Están sometidos al principio 

··. 1 de, fega ,'i_dad; (ii) ?U actividad cjebe teQder a asegurar el qrden ptíblicó; 
\(iii) su 'aqtuación y las medidas a adoptar se encuentran limitadas a la 

. 1conservación y restablecimiento del o_rden. público; (iv) las medidas que 
~e torn~ deben ser proporr;ionales y . (atona bles, y no pueden 
traducirse en la supresión absoluta de las li.IJertades, o en :su limitAció.n 
desproporcionada; (v) no pueden imponerse discriminaciones 

4 Corte Consiltuciom¡I. Sentencia C-117 eje 2006 . 
•. ,,.¡ 1'>.,/1f•;.·~ .. ~, 
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injustificadas a ciertos sectores; (vi) Ja medida policíva debe reoaer 
contra el perturbador del orden · público, pero no contra quien ejerce 
legalmente sus fif)ertades, y (vii) l~s medida$ polioivas se er;cuentran 
sometida a Jos correspondientes controles judicialesf."l. 

3. En cuanto a /os medios se ha pronunciado en el sentido que la 
preservación del orden público en beneficio de las libertades 
democráticas, supone el uso de distintos medios a saber: (i) el 
establecimiento de normas generales que Jimitan los derechos para 
preservar el orden público; (ii) la expedición de actas norma.á"vos 
individuales, dentro de los límites de esas normas generales; (iii) el 
despliegue de actividades materiales, que incluyen el empleo de Ja 
coacción y que se traduce en la organización de cuerpos armados y 
funcionarios especiales a través de los cuales se ejecuta la funciód"1. 

) 

Con fundamento en ello la Corte Constitucional, e.n numerosas 
sentenc!a.sf'l, recogiendo la conceptualización que· ha realizado en tal 
sentido la Corte Suprema de Justician, ha distinguido entre poder de 
polio/a, entendido como potestad de reglamentac/6n general; fl1nción 
de policía consistente en la gestión administrativa concreta de poder de 
policía, y actividad de policía que comporta la ejecución coactiva. 

Así ha concretado la Corte la regla j¡¡risprudencial: 

"En sfntesis, se puede afirmar que fa Corte Constitucionef frente a la 
función de proteger el orden público tiene como criterio de distinción: 

El poder de policía fo ejerce, de manero general, el Congreso de 
fa República por medio de la expedición de leyes que reglamentan 
e/ ejercicio de fa libertad cuando éste trasciende el ámbito privado 
e intimo. Este pocler también es ejercido en forma excepcional, 
por el Presidente de la República en los estac;fos de guerra 
exterio1; conmoción interior y em(Jrgencia. 

La función de policfa es ejercida por las autoridades de /a rama 
eiecutiva (como los alcaldes e inspectores) en cump/lmiento de 
competencias determinadas por la ley. 

La actividad de po/lcfa es ejercida por los miembros de le Policía 
Nacional, que en cumplimiento de su obligación de mantener las 
condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y 
libertades públicas, aplican diversos, medios legítimos para 
prevenir y conjurar las alteraciones del orden público".º 

4. El poder de po/icfa se caracteriza entonces por su naturaleza 
normativa y por la facultad legítima de regulación de la libertad con 
actos de carácter general, impersonal y .abstracto, orientados a crear 
condiciones para la convivencia sociai, en úmbítos ordinatíos, y dentro 
de los términos de sa/ut:Jridad, seguridad y tranquilidad públicas que lo 
componen. 

Esta facullad permite limitar, en general, el ámbito de las libertades 
públicas en su relación con objetivos de salubridad, seguridad y 
tranqui/fdad públ[cas. Generalmente se encuentra adscrita al Congreso 
de la República, órgano que debe ejercerla dentro de las lfmites de /a 
Constitµción. 

5. Conviene resaftar que sobre este particular ta Corte h¡;¡ precisar/o 
que resu/la coherente cor¡ el Estado Social de Derecho que la 

11 
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regulación c[,e los dere.chos y /as libertades públicas esté en cabeza del 
Congreso . • ~u protec~¡ón adec1,1ada supone que los actos estatales que 
los afecterl ~estén rode9dos de un conjunto de garantfas mfnimas, entre 
ellas la relacionada con Ja necesidad de que cualquier limitación .o 
restricción se establezca por medio de 'una ley adoptada por el órgano 
legislativo como expresión de la volunta'f popvlar.J=ste procedimiento 
democrático impnme seguridad, publicidad y transparencia a las 
decisiones adoptadas en esta materia por el legisládor. J\.dicionalmente 
ellas están sometidas a /os controles estabf P,cidos en la Constit1.1ción a 
fin de proteger los derechos fundamentales. 

6. La función d0 Po/lefa, supeditada al podor de polio/a, es la gestión 
administrativa concreta drH poder de policía, ejercida dentro del marco 
impuesto por éste. Supone el · Aic:irclció de comriefenc!rJs concretas 
asignadas por ~I poder de policía a las autorld.aclAs administrstivas de 
policft;J. Su ejercicio corresponde, en e/ nfve/ nacional, al Presidente de 
la República tal como fo establece el ertfculo 189-4 de la Consfilución. 
En las entidades territoriales compete a los gobernadores (Art. 330 CP) 
y a /os alcaldes (Art. 315-2 CP), quienes ejercen la función de polic!a 
dentro do/ marco constitucional, legal y reglamentario. 

Sobre la potestad que impl/ca la función de policía para la adopción 
reglamentaria efe ciertas prescripciones de alcance /ocal, en relación 
con un lema en particular, dingidas a un grupo especffico de personas 
(habitflntes y residente de la localidad), y bajo la oriéntación de la 
Consctución y la ley ha dicho Ja Coite: 

"La concreción propia de esta función no solamente se presenta 
en aquellos eventos en los CUAies la fltdnrlrfad administrativa se 
limita a la expedición de una licencia y que se contraen .a la 
relación directa entre la aclministración y el "administrado" o 
destínAfan·o de la actuación, en atención a la definición de una 
situación concreta y precisa; ( .. ) fa función de policfa también 
implica la adopción . reglamentaria de ciertas prescripciones de 
alcance local sobre un tema en particular dirigidas a un grupo 
específico de personas, y de los habitAntes y residentes de la 

. localidad, bajo la 01ír-mtación de la Constitución, la ley y el 
reglamento superior, de tal manera c¡ue la autoridad de policla 
local pueda actuar ante condiciones especfficas, según los 
términos que componen la noción de orden público po/icivo y 
local, lo que le permite dicff!r normas que regulen aquellas 
materias ·con carácter reglamentario y objetivcf'l. 

7. De manera que la concreción propia de esta función tiene varias 
manifestaciones. Se presenta en aquellos eventos en los cuales la 
autoridl')d administrp(iva ejerce su relación directa entre admlnl.straclón 
y administrado, o destinatario de Ja actuación, como cuando se limita 
a expedir una licencia o a la definición de una situación concreta y 
precisa. 

Desde otro ámbi[SJ; 'la función ele policfa implica también la adopción 
reglamentaria,. de~ ciertas prescripciones de alcance locar sobre un tema 
en particulaf, dirigidas a un grup9 especffico de personas, o a los 
hablt~ntes y residentes de t.a localidad, siempre bajo la orfentación de 
/~Constitución, )éJ.l'?Y.Y ef reglamento s11eerl9t. Ello r,on el propósito d<-: 

. que la autoridad de policía local pueda· actuar ante conclic/dnes 
especfficas, según los términos que componen la noción de orden 
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·público policívo y locB.t, lo q¡Íé. le permite dictar nonnas que regulen 
aquellas materias con carácter reglamentario y objetivo. 

Esta función de poi/cía supone él reconocimiento de ta imposibilidad del 
legislador de. prever todas /as circunstancias fá.oticas. Las leyes de 
policfa permiten entonces un . marg7n de actuación a las autoridades 
administrativas para su concreción / Así, la, fonna y oportunidad para 
aplicar a los casos particulares et Jfmite de un derecho, corresponcfe a 
normas o actos de ca@cter administrativo expedidos dentro del marco 
legal por las autoridades administrativas competentes_.,Éste configura el 
denominado "poder administrativo de po/icía", qul corresponde de 
manera más exacta a una "función o gestión administrativa de policfa" 
Ja ·cual debe ser ejercida dentro del marco setfalado en la ley, y se 
concreta en la expedición de disposiciones de carácter singular tales 
como órdenes, mandatos, prohibiciones, etcfl. 

8. La . Corte ha leni(io /a oportunidad de pronunciarse sobre el 
significado y alcance de la función de policfa!'I. En ta sentencia C-366 
de 1996, señaló que esta implica fa atribución y el ejercicio de 
competencias concretas asignadas de ordinario mediante el poder 
legislativo de policfa a fas autoridades aaministrafívas como son el 
Presidente de la República a quien según el artículo 189-4 de la Carta 
le compete "conservar en .todo ef terrilorio et orden público"; los 
gobernadores (CP. Art. 303) y los alcaldes (CP Att. 315-2), quienes en 
el nivel local ejercen la función de policía dentro del marco 
constitucional, legal y reglamentario . 

9. En sfntesls, et ejercicio del poder de polic!a, a través de la ley, 
delimita derechos constitucionales de manera general y abstracta y 
establece /as reglas legales que permiten su especTfica y concreta 
limitaci6n para garantizar Jos elementos que componen la noción de 
orden público pofk:ivo, mientras que a través de la .(unción de policla se 
hacon cumplir jurldlcamente y a través de actos administrativos 
concretos, tas disposiciones establecidas en las hipótesis legales, en 
virtud del ejercicio del poder de policfal"l. · 

5 - ··crr. Sentencia C-024 de 1994, Fundamento 4.2, criterio reiterado, entre otras. en la 
sentencl.a C-251 de 2002, Fundamentos 9 y ss C- B25 de 2004, Fund1lmento 9. 

,Cfr. C-825 de 2004, MP, Rodrigo Uprimny Yepes. 
Cfr. C-. 024 de 1994. Estos criterios han sido reiterados ulferionnente. Ver, por ejemplo. 

entre otras, la sentencia C-1444 de 2000, Fundamento 3'. 
·crr. c- 825 de 2004. 
·ver, entre otras, la~ ·sentencias C-557 de 1992; C-024 de 1994; C-088 de 1994; C-226 de 

1994; C-366 de 1996; SU-476 de 1997; C-110 de 2000; C-1410 de 2000; C-1444 de 2000; C-790 
de 2002; C-490 de 2002; C-492 de 2002.; · 

. ·corte Suprema de Justicia . . sala Plena. Sentencia de abril 21 de 1982." M;P .• Manuel 
G~ona Cruz. . 

"corte Constitucional C-492 de 1992, MP, Jaime Córdoba Trivl!'lo. 
'sentencia c . 825 de Z004, MP Rodrigo Uprymny Yepes. 
'cfr. Sentencia c,.ais ·de 2004. 
-En la Sentencia C-366 de 1995 la Corte Constitucional declaró exequible el artrculo 111 

,¡ del Código Nacional"de Pollcla que permite a los reglamentos oe policí;;i local señalar zonas y fijar 
horarios para el funclonámlento de. estableclmlentos donde se· expendan bebidas alcohólicas, 
porque las funciones de policía compre·nden la facultad de expedir actos normativos 
reglamentarios que fijen disposiciones de conducta en el orden local. Actos normativos mínimos 
dentro del marco de la Constltuclón y la ley.En la Sentencia C-11 O de 2000 la Corte Constitucional 
declaró inexequlble el numeral 1 del articulo 204 del Código Nacional de Policla que facultaba al 
Comandante de Estación para exigir promesa de residir en otra zona a la persona que fomentara o 
protagonizara escándalos, ri!'las o peleas en slllo de expedición de bebidas· alcohólicas hasta el 
~unto de ser tenido en esos. sitios como persona indeseable. La norma se consideró 

13 

• i " . 



Radicación No. 8500t-2331 -001-:;!009-00135·0Ó 
Demandado; MUNIClPIO DE NUNCHÍA 

1'0. Fim1lm1mte, fa actividad de pofíc(a es la ejecución del poder y.ja 
función de policfa en un marco estrictamente material y ne jurídico, 
corresponde,, a /€1 compefoncia del uso reglado de la fuerza, y se· 
en~uentra ~ece!sariamente suborclinRda al poder y a fa función de 
po//cfa. ·. · . . 

11. ConformCJ a :.J anterior, puede concfbir la Corte que el ejercicio c/ef 
pocler de 'polfcfa se realiza, de manera general, a trá.vés de la 
expedición de la ley para delimitar derechos constitucfonafes de 
manera ger¡er9I y abstracta, y estableGer las regl?s que permiten su 
específica y concreta limitación para garantizar el control del orden 
público; en tanta que ·con la función de policfa se hace cumplir la ley 
por medio de .actos administn:iüvos y de acciones policfvas. · 

De manera que, tal como lo ha estabiecido la jurisprudencia, Ja fLJnción 
de pol/cfa atribuida a Jos Alce/des, como primera autoridad de policía 
del municipio (Art.315.2 CP), permite un determinado poder de 
reglamentación de alcance local, so/Jre un tema en particular, dirigido e 
un é'l11.:>íto especffico de personas - habitantes y residentes · de fa 
localidad- según /os t~rminos que componen la noción de orden público 
local: · Esta función se debe cumplir bajo Ja orientación de la 
Constitución, la Ley y el reglt1menlo superior". 

3. ANÁLISIS DEL CASO 

"3.1.- La entidad accionanté Indica que el tramo vial objeto de esta acción es una 
red secunc;;JrJa cuya responsabilidad corresponde al Departamento de Casanare 
y no al municipio de Nunchía, y de allí deduce incompetencia del alcalde 
municipal para emitir regulaciones sobre ella. .... . 

Cuando se revisa el documento indicado (fl.45), se establece que en su parte 
superior dice "Institución Nacional de Vías, Subdirección de la Red Terciaria y 
Férrea, Red Terciaria", y seguidamente en un cuadro aparecen. varios datos sobre 
vias entre ellas las que nos ocupan. 

!Pues bien, dicho folio, al tenor de lo establecido en los artículos 251 y s.s. del 
C.P.C., no tiene ningún valor probatorio, ya que no está suscrito por nadie. 

Inconstitucional porque habllitabn a las autoridades para dispensar a las personas un trato qlle no 
se compadece con su condición de ser humano ni con su dignidad, y además era una medida 
correctiva que no tenía limite en el Uempo.En Ja Sentencia C-1444 de 2000 la Corte Constitucional 
declaró inexer¡uible el numeral ~ del attrculo 206 del Código Nacional de l='olicla, norma que 
facultaba a los comandantP~<; de pollera y subestación para Imponer l¡;i presentación periódica ante 
el Comando de Polic!a a las personas que de ordinario deambulaban por las calfes en actitud de 
sospechosa Inquisición da bienes o personas. Este numeral se considera contrario a la 
Constitución porque concedía facultades a las autpridades de polic!a para imponer medidas 
correc.tivas bajo criterios estrictamente .subjetivos, con lo cual se pennltra la violación de derechos 
fundamentales como el debido proceso y la libertad de locomoolón.En la Senlenqla C-046 de 2091 
la Corte Constitucional declaró lnexequlble los numerales 2 y 3 del art!Culo 204. del Código 
Nacional de Policía los cuales conferlan fact•ltades al Comandante de Estaclór'í'"ifara exigir 
promesa de residir en otras zonas o barrios al que ·propinara amenazas a personas del barriú y al 
que por su conducta depravada perturbará la tranquilidad de los vécinos. Esta Corporaeión las 
consideró contrarias a In Constitución por violar el ·nucleo esencial del derecho de circulación y 
re!>idencla protegido ror la ConsVtución y por las normas de derecho internacional sobre derechos 
humanos rállflcados p·or Colombia, porr¡ue establecen una medida restrictiva de la libertad sin 
Hmite· en el tiemrio . 
. . ·. · 'crr. c. 202 de 2004 .. 
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. Por el contrario, '.en fol ios 22 a 23 aparece un documento suscrito por el Director 
; de Tránsito Departamental de Casanare con fundamento .en la Ley 136 de 1997, a 
través del cual se da respuesta a una petición de información; qwe permite deducir 
que la vía fa Nevera cruce con la Marginal de La Selva hasta la altura de la 
Hacienda La Ceiba - Vereda Macuco, es una v(a de carácter departamental 
catalogad.a como secundaria, toda vez que comunica la vía nacional marginal de 
la selva con los municipios de San Luis de Palenque, Trir:iidad y Orocué; la v!a 
ljue de. fa Yopalosa conduce a Ja vereda Vijagual, tomando como punto de partiC:a · 
la Yopolosa, en extensión de aproximadamente o Km, hace. parte de la vía 
secundaria o departamental que conduce al caso urbano del municipio de 
Nunchla. · 

Se agrega en dicho oficio que respecto del estado de movllidad, salvo algunos 
tramos que se encuentran en deterioro, las citades vfas no presentan restricción 
y reitera que por tratarse de infraestructwra de carácter secundario corresponde al 
Departamento de Casanare adelantar los milntenimientos y responder por el 
adecuado tránsito, sih que esto limite la Inversión de otros entes públicos o 
privados que puedan realizar en ellas. En similar sentido, e.xiste información en 
folios 24 a 27. 

Asl las cosas, está demostrado que las vlas sobre las cuales decretó la restricción 
el Alcalde de Nunchla, ~on vfas secundarias, cuyo mantenimiento corresponde al 
Departamento de Casa·nare. 

º De conformidad con el artículo 1 del la Ley 1228 de. 2008 las vfas que 
conforman el Sistema Nacional de Carreteras o Red Vial Naclonal se 
denomi11an arterlal~s o de primer oróen, lntermunicipales o de segundo 
orden y veredales o de tercer orden. Estas categorías podrán corresponder 
a carreteras a cargo de la Nación, los departamentos, los distritos. 
espf:lciales y los municipios. El Ministerio de Tr.ansporte será la autoridad 
que mediante criterios técnicos, detemiine a qué categorla pertenecen. Y 
según la misma norma, tales categorías (de primero, segundo y tercer 
orden) corresponden a las previstas en el articulo 1 o del Decre.to 2770 de 
1953 como vías de primera, segunda y tercera categoría. 

º Como claramente se observa, del texto que se acaba de citar, simplemente 
se dedute· que la responsabilidad del mantenimiento de léls vías puede 
corresp.onder a la Nación, a los departamentos o municipios. 
E.1 poder de policía es algo diferente, como quedó plasmado en los apartes 
de las sentencias trascritas: es material, y es reglamentario y ambos tienen 
fundamento constitucional y legal, pues tales normas fijan. en los ·alcaldes 
las facultades inherentes a dicho poder para hacer las reglamenli:!ciones 
pertinentes, siempre y cuando se den las circunstancias de. hecho y de 
de1echo previstas en el ordenamiento. · 

De ello se desprende que la supuesta Incompetencia aludida por la entidad 
acclonante, no se deriva del c;arácter departamental que tienen los t~mos viales 
donde se hizo la restricción por parte oel Alculde de Nunchfa en el Decreto 04{i de 
2009. 
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. . . .• . . . . , 
Por el ·contrario; en. folios 22 a. 23 aparece un documento suscrito por el··Director 
de Tránsitó Departamental de Casanare con furtdamenlo en la Ley 136 de 1997, a 
través del cual s.e da respuesta_ a una petición de informacióh, qwe permite deducir 
que la vía la Nevera cruce con la Marginal de La Selva hasta la altura .de la 
Hacienda La Ceiba -:- Vereda Macuco, es una vía de carácter departamental 
catalogada como secundaria, toda vez que comunica la via nacional marginal de 
la selva con los municipios de San Luis de Palenque, Tr.inidad y Orocué; la vía 
que de le¡ Yopalosa conduce a la vereda Vijagu<¡l; tomando como punto de partida 
la Yopolosa, en extensión de aproximadamente 6 l<m, hace parte de la vía 
secund¡:¡ria 6 departamental q(Je conduce al caso urbano del municipio de 
Nunchía. 

Se 1;rgrega en dicho oficio que respecto del estado de movilidad, salvo algunos 
tramos que se encuentran en deterioro, las citadas vías no presentan restricción 
y reitera que por tratarse tje infraestructura d~ carácter secundario corresponde al 
Departamento de Casanare <!delantar los mantenimientos y responder por el 

·adecuado tránsito, . sin que esto. limite la inversión de otros entes públicos o 
· privados que puedan realizar en ellas. En similar sentido, existe información en 
. folios 24 a 27. · 

P..sl las cosas, está demos.tracto que las vlas sobre las cuales decretó la restricción 
el Alcalde de Nunchia, son vfas secundarias, cuyo mantehlmiento corresponde al 
Departamento de Casanare: · 

La pregunta es: ¿por el hecho de que el mantenimiento de las vías aludidas 
corresponde al Depart;;i.rnento de Casanare, hay incompetencia para realizar 
restricción ·sobre ellas en virtud del poder< de policía que constitucional y 
legalmente tiene .el alcalde? La respuesta en negativa . En efecto; 

o De conformidad con el art[culo 1 del la Ley 1228 de 2008 las vlas que 
conformah el Slstr:im.a Nacional de Carreteras o Red Vial Nacionar se 
denomir"ían arterial~s o de primer orden, intermünicipales o de segundo 

· orden y veredales o de tercer orden. Estas categorías podrán corresponder 
a carreteras a cargo de la Nación, los departamentos, los distritos. 
especiales y los municipios. El Ministerio de Tr.ansporte será la autoridad · 
que mediante criterios técnicos, detemilne a qué categoría pertenecen. Y 
según la misma norma, tales categorlas (de primero, i;;egundo y tercer 

· orden) corresponden a las previstas en el articulo 1 o del Decreto 2770 de 
1953 como vías de primera, segunda y tercera categoría. · 

" Como claramente se observa, del texto qu.e se aC<iba de citar, simplemente 
se deduce que la responsabilidad del mantenimiento de Ir.is vías puede 
corresponder a la Nación, a los departamentos o municipios. 

o El po<;Jer de policía es algo diferente, como quedó plasmado en los apartes 
de las sentencias trascritas: es material, y es reglamentario y ambos tienen 
fundamento constitucional y legal, pues tales normas fijan en los. ·alc.aldes 
las facultades inherentes a dicho poder para hacer las reglament'qciones 
pertinentes, siempre y cuando se den las circunstancias de. hecho y de 
de1ecl10 previstas en el ordenamiento. · · 

De ello .se desprende que la supuesta incompetencia aludid9. pór la entidad 
accion;;¡nte, no se deriva de.1 c:;arácter departamental que tienen los trc~mos viales 
donde se , hizo la restricclón por parte deí.Alculde de Nunchfa en el Decreto 045 c;fe · · 
2009. . 
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. "'.3.2.- s~ invocli también corno causí'!I de nulidad el .articulo 4 del Decn;ito 1056 de 
' 1953 y el articulo 1 de :a Ley 127 4 de 2009, relacionados con la _utilidad pública 

de la industria del petróleo en sus ramos de exploración, e>cplotaoión, refimwlón, 
transporte, dlstrlbucJón 'Y Lltilirlad p\1iilica de la mísrna industria en materia d;:? 
servidumbres. 

' 

Sobre este argurr'lc!lto e!'l pertinente sai'\nlor lo 'siguiente:· 

º · Las servidumbres petroleras son Cll¡:¡o muy diferente a la restricción de vias, 
tal como se deduce d.el Código de Petróleos, del Código de Minas y del 
mismo Código Civil. 

o Es cierto, que de conformidad con el articulo 4 oel Decreto 1056 de 1953, 
la Industria del petróleo fue declarada de utilidad pública , pero de allí no se 
puede deducir que esa industria en cualquiera de sus ramos, tenga un 
carácter absolL1to, pues todo derecho tiene límites acorde con el articulo 95 
de la Constitución Pol(tica y lo señalado por la Corte Constitucional en las, 
sentencias atrás trascritas. Es decir, so prete>do de ejercer una actividad 
inherente a la industria del petróleo, como lo es el trasporte, no es licito 
destruir las vías departamentales o municipales con el consiguiente 
perjuicio para las. comunidades locales, para el cas.o la comunidad de j 
Nunchía - Casanare, 

0 No desconocemos tampoco la imrortancia de la industria del petróleo para 
Colombia, pues es un hecho notorio que es una fuent~ primordial del 
presupuesto y por In minino un rubro relevante para solventar las 
necesidades· de muchos de nuestros ciudadanos, pero ello no quiere decir 
que lqs :;ilcaldes, cuando se den las condicione.$ establecidas en la 
Constitución y la ley para el ejcrclc;:io ele! poder de policía, no pl,ledan 
restringir el transporte del petróleo o de otros. producto&. 

Por lo tanto, de la utilidad pública del petróleo tampoco resulta la nulirlsr1 aducida 
por la parte demandante. 

3.3 . Se imputa también al acto demandado violación del derecho a la libre 
circulación. Veamos: 

a.- El Estatuto General del Transporte contenido en la Ley 336 de '1995 y normas 
que lo han modificado ó adicionado establece qua por actividad transportadora se 
entiende un conjunto organizado de operaciones tendientes a ejeq1tar el traslado 
de personas o cosas, separada o conjuntamente,· de un lugar a otro, utilizando 
uno o varios modos, de conformidad con las autorizaciones expedidris por las 
autoridades competentes basarJas en los rRrilamentos del Gobierno Ncicional 
(artiq1lo 6). 

Según la misma norma (artrculo 5), el transporte puede ser público o privado. El 
primero, es decir el transporte público e:.s un servicio público esencial y se ejecuta 
bajo la regLJlaci6n del Estado que b ley le otorga a la operación de las empresas 
de transporte público e implica la prelación del interés general sobre el particular, 
especialmente en cuanto a · 1a garantía dG la prestación de.! servicio y a la 

' protección de los usuarios, conforme a los derechos y obligaciones que señale el 
reglamento. 

Y ambos (tranr,porte público y privado) gozan de la especia[ protección estatal y 
están sometidos a las condiciones y beneficios establecidos por las disposiciones 
reguladoras. dé la materia, las que se incluirán en el Plan Nacional de Desarrollo, 
y como servicio público continuará bajo fa dirección, regulación y control del 
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Estado, sin perjuicio de que sv prestac!G11 pueda serle encomendada a los 
particulc;ires (articulo 4). 

b.- Compartimos con el accionante que et artículo 24 de la Constitución Política 
garantiza a todo colombiano el derecho a circular libreme11te por el . territorio 
:1acional, con las limitaciones que establezca la ley. También estamos de acuerdo 
en que, de acuerdo con las previsiones del a~fculo 365 lb!dem, los servicios 
públicos son inherentes a la finalidad social del estado; que este debe asegurar su 
prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional; y que pueden ser 
prestados por el Estado, dire.cta o Indirectamente por comunidades organizadas, o 
por particulareS,J?ero en todo caso el Estado terrdrá la regulación el control y la 

..YJgilancia de dichos servici~ -

La Ley 105 de 1993 y normas que la reglamentan desarrollan en parte lus 
principios constitucionales antes indicados, entre los cuales merecen resaltarse el 
carácter de s·ervlclo público; el de la colaboración armónica entre las entidades; el 
de la participación ciudadana; el de la libertad de empresa y el del acceso al 
transporte. 

Según tales principios: 

o El estado está obligado a garantizar la movilización de personas o cosas 
por medio de vehfculos apropiados a cada una de lc;is infraestructuras del 
sector, en condiciones de libertad de acceso, calidad y seguridad de los 
usuarios. 

º Los diferentes organismos del Sistema Nacional de Transporte deben velar 
porque su . operación se funde en crite~ios de coordinación, planeaclén, 
descentralización y participación. . 

º Todas las personas en forma directa, o a través de las organizaciones 
sociales, pueden colaborar con las autoridades en el control y vigilancia de 
los servicios de transporte, debiendo las autoridades prestar especial 
atención a las quejas y sugerencias que se formulen y darles el trámite 
debido. 

" Y todo ello para garantizar el acceso al transporte por parte de los 
ciudadanos, lo cual implica: a. Que el usuario pueda transportarse a través 
del medio y modo que escoja en buen~s condiciones. de acceso, 
comodidad, calidad y seguridad. b. Que los usuarios sean Informados 
sobre los medios y modos de transporte que les.son ofrecidos y las formas 
de su utilización. c. Que las autoridades competentes diseñen y ejecuten 
pbllticas dirigidas a fome.ntar el uso. de los medios de transpórte. 
racionalizando los equipos apropiados · de acuerdo con la demc;1nda y 
propendiendo por el uso de medios de transporte masivo. d. Que el dlseño 
de la infraestructura de transporte, así corno en la provis ión de los servicios 
de transporte público de pasajeros, las autoridades competentes 
promuevan el establecimiento de las condiciones para su uso por los 
discapacitados físicos, sensoriales y pslquicos. 

c.- En consecuencia, si el Estado est~ obligado a garantizar el transporte de 
personas y de cosas en vehículos apropiados, puede y debe adoptar mediante 
colaboración .armónica · las medidas pertinentes para que las vías se encuentren 
en buenas condiciones; para reglamentar de manera general el tránsito de 
vehículos y si es del caso, para imponer restriccion.es de tipo general, de acuerdo 
a la.s necesidades, pues · serrá Ilógico, por . decir lo menos que el !::stado, a 
sabiendas que un · puente no tiene suficiente capqcid<!d para resistir el peso de 
algunas clases de vehículos, lo permitiera sin Imponer ninguna restricción, porque 
con ~ll o además de los perjuicios que seguramente se prodvcirfan · en la 

;; ·,, . . 
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infraestructura pontal .rjudicar!a a la .éomun!dad que se viene beneficiando con 
su uso. Similares p dicamentos pueden hacerse respecto de las carreteras. 

Cuando se an iza el decreto demandado se encuentra lo siguiente: 

considerando fáctico se aseve,ra que en las vías terciarias del 
m icipio de Nunchfa, - .sector la Nevera cruce con la V!a Marginal de. La 
S lva hasta la altura de la hacienda La .Ceiba- vereda Macuco y vla entre la 
ereda Yopalosa y la vereda Vijagual, se ha presentado un rrogresivo y 

grave deterioro a causa dr.I flujo de vehículos automotores y maquinaria 
denominado de carga pesada, que tra.nsportan crudo y/o sus derivados 
_Sin .emha_rgo, esa .~onsic:terticiól) f~ctica no tiene apoyo probatorip} 'Ahqr'p_ ·· 
:blan ;;r;fs':(eg(as :d~:la ::~xpédéncfa '. pér'mlt!3h, inferir que no soló. Jos . vehréú1ó~-, 
cté :~r9a):>~~-~~~ ~~ue ::~r~~síi~d-#b:~q(.u.~~~-':í5ü.~sfür afectar la ·vía, sino .todos 
los vehfculos de cmga pesada que transiten· por.ahí. .1 

º Para emitir el decreto se- incluye como considerando que es necesario 
adoptar medidas tendientes a pres_eryar y ,_r,nanteher el estado de las vfas a 

o~tg.2 1 del . Municip.i~ . d.e· N\Jo~~rª : .~er<~r_é\~¡9~~~9.~r~q\iZ~t.W~;' R@'ll;!~ci.~ia · ~. 
s~gu_n.df~·-1;,~,T.)r. ),Q~'.-'-R1~p~.d.~~qs¡!!aS9lcilil ' CO~ l?s :._art1cult;>s· .311 ·y 31~ ?e la 
c~,p~,V . ~-S~l?,!J,;~~;. 'Y r\ ~ c~p1t,ulo l\f . de_! ·_ ReglJT)~íl ~unjc1p~J •. .i.PJ:rX1.~ \~n8o 

. act1v1dades que atenten, contra la .seguridad y tt.anqu1ll'dad c1udaoana o· qtl'e 
, · H'- r'·J' · ~..;-~·~"';e···., . ·;,·-. 0ü:<>!t:.".':..··: .... ft .... ·~ • -~.t.··: ':' -r. -;,~':'.;-> 'J "" ··r~.1~ •. 4::¡ ,;o:->•., . · · · 

'. co)_9q!J~Q<;:~n~ il~sgc) vidas · ~umanas. -il.~fQ4.Y,~~Q99.. ·se -~St!J~i_an .. estas 
co:nslderac1one.s résultafi las siguientes ob~ervac1ones:· · · · · 

. '. . .. .. ·.·' . ' •·. . . - . 
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En mérito de lo expuesto, el Tribunal Adtninistratívo de Casanare, administrando 
justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE: 

PRIMERO: DECLARAR LA NULIDAD del Decrek> 045 del 15 de octubre de 2009 
expediéo por la Alcaldla de Nunchla Casanare, por las razones Indicadas en la 
parte consfderativa. 

SEGUNDO: NO CONDENAR en costas. 

TERCERO: ORDENAR el archivo del expediente cuando esta providencia quede 
en firme. Déjense las constancias de rigor. 

(Aprobado en Sala de la fecha, acta 

CÓPIESE, NOTIFIQUESE Y CÚMPLASE 

'11.~F?l~d, ~ \'~_:.,,~,, 
J<?,.. 12N-TCfÑi6 GUEROA BURBANO 

Magistrado 

ªMU Qc A'~~\. 
HÉCTOR ALONSO ÁNGE.L ÁNGEL ' l\lÉSi'o'rrTRUJILLO <;30NZÁLEZ 

. .,,,,,," 

Magistrado .// Magistrado 
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3. Sentencia dentro de la acción de 
nulidad con radicado número 85001 -

2331 - 001 - 2010 - 00175 -006, 
interpuesta por el Doctor Rodrigo Pombo 

Cajiao contra el DEPARTAMENTO DE 
CASANARE, proferida por el Honorable 

Tribunal Administrativo de Casanare. 



TRIE UNAL ADMINISTRATIVO DE CAS ~NARE 
CARRERA 20 No. 8-90 PISO 2, INTEF IOR 2 

TEL. 6359097 FAX 6356688 

Yo pal Casan a e, seis (6) de octubre de dos mil on i;e (2011) 

Referencia: Radicación No. 85001-2331-001-2010-00175:-00 
Acción: NULID.ll D · 
Demandante: RODRl1 :JO POMBO CAJIAO 
Demandado: DEPAR AMENTO DE CASANARE 

MAGISTRADO PONENTE: JOSÉ ANTONIO FIGUE ~OA BURBANO 

l. OBJETO .. 

Procede este Tribunal e proferir sentencia de primera ins1 ancia dentro de la 
acción de nulidad indica1 a en la referencia . 

11. ACTOS DEMANDADOS 
\ 

Examinada la demanda integrada que aparece en folios 80 y s.s., son los que 
se indican a continuación, aclarándose que solo se trascribe en su integridad el 
primer decreto demanda fo. De los demás se trae a colación el encabezado y la 
parte resolutiva. 

1.- Decreto No. 198, expedido el 11 de octubre de ~ 01 O por el señor 
gobernador de Casanare : 

"Por medio del cua se restringe el Tránsito de vehfculo :> de carga en 
las vi as departame 11tales o de segundo orden dentr.o dE I territorio del 

Departamento de Casanare. , 

EL GOBERNADOR DE CASANARE · 

En uso de sus atr, buciones constitucionales y legales, en especial 
/as -:;onferidas en la Ley 769 de 2002, 

CONSIDERANDO 

Que el articulo 24 de la Constitución Politica dispones que todo 
Colombiano, con 'as limitaciones que establezca a ley, tiene 
derecho a circular/ bremente por e/. territorio nacional, ~ ubordinado a 
/as limitaciones y , eglamentaciones emanadas de la ley y de · las 
autoridades adminh trativas competentes. 

Que el articulo 82 c¡e la Constitución Polftica establece que es deber 
del Estado velar j JOr la protección de la integridad del espacio 
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público y por u destinación al uso común, el cual reva/ece sobre el 
interés partic 

1 de la Ley 769 de 2002, ispone que todo 
Colombiano iene derecho a circular libremen en el territorio 
nacional peri subordinado a las limitaciones y reglamentaciones 
emanadas e Ja ley y de las autoridad s administrativas 
competentes. 

Que el artícu 119 del Código Nacional de Trán ita establece que 
solo las au oridades de tránsito, dentro del territorio de su 
jurisdicción, odrán ordenar el cierre temporal de las vías, las 
demarcacion s de zonas, la colocación. o ret1 o de señales, o 
impedir, limit o restringir el tránsito o estaciona iento de vehículos 
por determin as vías o espacios públicos. 

Que el artícu o 3 del mismo Est~tuto de Tránsito establece que Jos 
Gobemadore son autoridades de tránsito. 

Que en la act alidad cursan difer~Qtes acciones p pu/ares en contra 
de la Gobem ción de Casanare phr e{ mal estad de las vías en las 
cuales se ha . tomado medid~:s:úialitelpf~s por P.ª e de los juzgados 
de conocimi nto instando a( Departamento á t mar medidas de 
recuperación mantenimiento :·cfe. las mismas. 

Que median e conGepto técnico. emitido por la ASOCIACIÓN 
COLOMBIAN DE 'INGENIEROS DE TRANS ORTES Y V/AS 
CAPITULO C SANARE, se evidencia el uso inde ido de las vías de 
segundo ord n por : el transito de cargas sobri dimensionadas y 
número de v · hícu/os que transitan superiores p ra las que fueron 
diseñadas. 

< 

Que las confi u raciones para los . vehículos de ca a están definidos 
(sic) por la R solución 4100 de 2004 del Ministeri de Transporte. 

Por lo anterio mente expuesto, 

Artículo Pri 
Tractocamio 
orden dentri 
término indefi 

DECRETA 

ero: Restringir el tránsito de vehí ufos de carga de 
s (Vehículos articulados) .en las vías de segundo 
del territorio del Departamento e Casanare por 

ido. 

Artículo Se undo: : Podrán transitar por dich s vías vehículos 
rígidos de c ga máxima hasta la mitad de su e pacidad en peso, 
este control e realizará inicialmente en forma vi al por parte de la 
policía de ca eteras, mientras se implementa un ecanismo técnico 
para el contfi I de peso. (Sic para todo el texto) . 
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2.- Decreto No. 210, sus rito el 20 de octubre de 201 O por la misma autoridad, 

"Por medio del cual se modifica el decreto 0198del11 e octubre de 
2010" 

(. . .) 

ARTICULO PRIM RO: Modifíquese el artículo rimero del 
Decreto 198 del 11 de octubre de 2010, el cual queda á así: 

Artículo Primero: astringir el tránsfto de vehlculos de ransporte de 
carga tractocamion s (vehfculos articulados) en' las vía de segundo 
orden dentro del t rritorio del Departamento de Gas nare, por el 
periodo comprendi o entre el 21 de octubre de 201 a las 00.00 
hasta el dla 20 den viembre de 2010 a las 0.00 horas. 

ARTICULO SEGU DO: Modifíquese el artículo egurido del 
Decreto 198 del 11 de octubre de 201 O el cual queda á así: 

Artículo Segundo: Podrán transitar por dichas vías ve 'culos rígidos 
de carga hasta tres ejes o dobletroque de uerdo a la 
designación estable ida en la Resolución 4100 de 2004 expedida por 
el Ministerio de Tra sporte. 

ARTICULO TER RO: Adiciónese el siguiente artículo al 
Decreto 198del11 de octubre de 2010. 
Artículo Tercero: uedan exentos del cumplimiento e Ja medida 
/os vehículos de c rga que trasporten productos pere ederos y de 
primera necesida desechos sólidos de origen omiciliario y 
desechos lfquidos, semovientes, insumos químicos permitidos y 
demás productos a roindustriales producidos en el Dep rtamento." 

" 

3.- Decreto No. 212 del mismo ente territorial y fechado e 21 de octubre de 
2010, 

"Por medio del cua se ordena suspender y aplazar el c mplimiento y 
la ejecución de Jos ecretos 198 del 11 de octubre de 2 1 O y 21 O del 

20 de octubre de 201 O" 

(. .. ) 
DECRETA 

Artículo Primero: rdenar prorrogar en un mes Ja me ida adoptada 
mediante el Decret 0212 del 21 de octubre de 2010." 

4.- Y Decreto No. 2 2, expedido el 18 de noviembr , también por el 
Gobernador de Casanar , 
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"Por medio el cual se ordena prorrogar el Dec to 212 del 21 de 
octubre de 201 O 

(. . .) 
DECRETA 

Artículo Pri ero: ordena suspender y aplazar e cumplimiento y la 
ejecución de os Decretos 0198 del 11 de octub/i y 0210 del 20 de 
octubre, por término de un (1) mes." (Sic para t o el texto). 

Examinado el lib lo demandatorio se establece qu el actor, en resumen, 
solicitó las siguient s: 

1.1 . Principal s: Declarar la · nulidad-de los,,acto demandados, esto es, 
los decr tos 198, 210, 212 y 292 de 2010, todos expedidos por el 
goberna or de Casanare. · ·. : 

1.2. Subsidia ia primera: Qúe se· declare la · a ulación parcial de los 
decretos 198 y 21 O de 201 O, de conformidad con los alcances que se 
indican n la demanda. 

1.3. Subsidia ia Segunda: Que si no ' pro peran las anteriores 
pretensi nes se declare ~ la legalidad candi ionada.· de los decretos 
198 y 1 O de 201 O, acorde con los ale nces planteados en la 
demand . 

1.4. Comune : Condenar al departamento de C sanare · al pago de las 
costas gastos del proceso, incluidas las gencias en derecho; y ,,,--... 
dispone que el fallo se cumpla en los términ s de los artículos 176 a 
178 del ódigo Contencioso Administrativo. 

2.- HECHOS: 

De la lectura del libelo integr.ado presentado por el actor se infiere que el 
hecho relevante ue fundamenta las pretensiones e que el gobernador de 
Casanare, con la expedición de los actos acusados, a través de los cuales 
restringió el tránsit de vehículos de carga pesada (tra tocamiones) en las vías 
de segundo orden entro del departamento de Casana e por término indefinido, 
violó normas supe iores y usurpó la competencia del le islador en esa materia. 
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·~---

Invocó como tales las siguientes: artículos 6, 24, 121 123 del Estatuto 
Fundamental; 84 del C A y 1 de la Ley 769 de 2002, tal c mo fue modificado 
por el artículo 1 de la L y 1383 de 201 O. 

Pidió la declaratoria de xcepción de inconstitucionalidad d . la reglamentación 
demandad? porque ella debió haberse dado eri el se.no lég 1 y no en el ámbito 
reglamentario, según 1 preceptuado por el ª_r:tículo 24 la Constitución 
Política. Además solicit la aplicación del precedente hori ontal, para lo cual 
citó apartes de una pro dencia emitida recientemente por e ta Corporación1. 

E invocó como causal s de nulidad de los actos acusa s la .violación de 
normas superiores en q e debfan fundarse, la incompetenc a, falta o ausencia 
de motivación y desvía ión de poder, las cuales resumimo en seguida en los 
siguientes términos: ~-

....... 

3.1 . Violación sustanci I de los postulados en materia Co stitucional y legal 
tales como los principi s, los valores y, en veces, las regl s consignadas en 
ellos, al limitar los dere hos de los asociados. Para respal ar este argumento 
trajo a colación los crit rios utilizados para establecer la v lidez· de la medida 
(adecuación, necesida proporcionalidad y utilidad) de la norma en el plano 
fáctico. 

Adujo que la medida de policía no es idónea para mejorar la vías de Casanare 
por cuanto es parcializa a. y selectiva. Parcializada porque stá encaminada a 
limitar exclusivamente a un tipo de vehfculos pesados (los v hículos rígidos de 
carga de hasta tres eje o dobl~ .. troque) y selectiva porqu excluye a varios 
sectores que como el groindustrial o el de productos de insumos químicos 
producidos en el depa mento no 'e~tán sometidos a ella. En otras palabras, 
las medidas adoptad.as o resisten · el 'test de razonabilidad xigido por nuestra 
jurisprudencia ya que n res1:1ltan idóneas y adecuadas par alcanzar los fines 
propuestos, además del trato discriminatorio .y desigual que llas contienen . 

Agregó que existen ot os medios alternativos, otras opci nes con las que 
cuenta el Departamento para arreglar .el mal estado de las v as secundarias sin 
afectar los derechos fu damentales mencionados. Por lo emás, en lo que 
hace a la utilidad, el he ho de limitar selectiva y parcialme te la circulación y 
locomoción de determi das personas no implica, nec~sar ~mente , el arreglo 
de la malla vial de ue hablan, supuestamente, las a cienes populares 
aducidas como causa ef ciente de la reglamentación. 

Indicó que el reglamen o siempre ha de ajustarse a la le reglamentada, so 
pena de su rechazo, p es allí donde la ley no prohíbe, anda , establece y 
ordena, no le es dable h cerio, ni directa ni subsidiariamente al reglamentador. 

Dijo que, según se d duce de la motivación de los ctos demandados 
(decretos 198 y 21 O), ara limitar el derecho fundamenta de circulación, el 

1rribunal Administrativo de C sanare. Sentencia del 16 de diciembre de 10, M.P. José Antonio 
Figueroa Burbano, radicación 85001 -2331-001 -2009-00135-00, demandante Hocol S.A., demandado 
municipio de Nunchia. 
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gobernador se a ar~ en la supuesta facultad que e fue otorgada, como 
autoridad de poli ía, por el Código Nacional de Tránsito (Ley 769 y 
complementarias) ero que todos los actos acusados (decretos 0198, 021 O, 
0212 y 0292 de 20 O) conculcan esenciales principios d nuestra Carta Política 
y limita de manera inaceptable derechos fundamentale constitucionales tales 
como: la libertad d locomoción y circulación por el ter itorio departamental; la 
igualdad de trato; 1 derecho al trabajo as! como la 1 bre empresa y la libre 
competencia econ mica, en sintesis por las siguientes r zones: 

~ El canon se to, en concordancia con los artículo 121 y 123 del Estatuto 
Fundament 1 establecen el principio de leg lidad y delimitan la 
competenci de los servidores públicos. 

~ El artículo 2 constitucional es particularmente laro en manifestar que 
las limitacio es que se establezcan al derech de circulación deben 
darse media te ley·(como toda limitación a un de echo fundamental). 

~ La ley 769, que a la postre· sirvió de ~-bc;isamen o a la.'. Reglamentación 
acusada, e sagra 3 cau·sal!3s' (p_a._ra)a ~!st:Jgurid d y comodidad de los 
habitantes,i I preservación de ~bh rafnbiente··,san y Ja protección del uso 
común del pacio público), según se deduce d su artículo 1, tal como 
fue modifica o por el artículo 1 de la· Ley 1383 e 201 O, y cuyo texto es 
el siguiente: · · · · ·· 

' 
"Las no as del presente Código rigen en do el territorio 
nacional y regulan la circulatióri d~ /os' pea ones, .usuarios, 
pasaje ti , conductores, .¡ motociclistas;, ciclis s, agentes de 
tránsito, y vehículos· por las. vfas· públicas privadas que 

· están , 1a iertas al público, o en las vías privadas, · que 
interna; ente circulen vehfculos; as! como . la actuación y 
procedi ientos de las autoridades de tránsito 

En des rrollo · de lo dispuesto por el art culo 24 de la 
Constitu ión Polftica, todo · colombiano ti ne derecho a 
circular 'bremente por el territorio nacional, ero está sujeto 
a la int ención y reglamentación de las a toridades para 
garantía de la seguridad y comodidad de los ha,bitantes, 
especial ente de los peatones y de Jos discapacitados 
físicos mentales, para la preservación un ambiente 
sano y I protección del uso común del espa io público. (. .. )" 

ar su ··posición trajo a colación partes de sentencias 
con el poder de policía2 . 

2 Sentencias C-557 de 1 92; C-088 de 1994; C-226 de 1994; C-366 de 1 96; SU-476 de 1997; C-197 de 
1999; C-110 de 2000; C- 410 de 2000; C-1444 de 2000; C-790 de 2002; -490 de 2002; C-492 de 2002; 
C117 de 2006; C- 179 d 2007; Corte Suprema de Justicia. Sala Plena. Sentencia de abril 21 de 1982, 
M.P. Manuel Gaona Cru 
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> Citando apartes e providencias de la Corte Consti ucional indicó que 
"en la Carta de 991 ya no es de récibo la tesis e. la competencia 
subsidiaria del gla'J'lento para limitar la liberta allí donde la ley 
no lo ha hécho y ex.iste reserva l~gal, la cual h ía sido sostenida 
bajo el antiguo r:, imen por el Consejo .de Estado " onsejo de Estado. 
Sala de lo Cante cioso Administrativo. Sección Prim ra. Sentencia dic. 
13 de 1979) y la orte Suprema de Jústicia (Corte S prema de Justicia. 
Sentencia de ene o 27 de 1977)3"4 . · · 

>- Sostuvo que la Le 769 no podía delegar o entregar a ejecutivo, so pena 
de violar lo orden do por la Constitución Política (Art. 4 y jurisprudencia 
constitucional) la ompetencia para limitar los derech s fundamentales. 

> Aseveró igualme te que hubo violación de los lí ites esenciales al 
Poder y la funció de policía consagrados en nuestra arta Política, para 
lo cual empezó por señalar que nuestra Corte Constitucional ha 
establecido unos lares límites sobre estos aspectos, entre otras, en las 
sentencias C -02 de 1994 y C- 825 de 2004, a saber 

tidos al principio de legalidad 
es asegurar el orden público 

• Su cante ido se encuentra limitado 
restableci iento del orden público y 
proporcion do al hecho que les sirve de causa 

conservación y 
ser razonable y 

• La medida debe recaer contra el perturbador el orden público y 
no contra uien legalmente ejerce sus libe ades, ni tampoco 
pueden i ponerse discriminaciones injusti icadas a ciertos 
sectores. 

• Está somet da al control jurisdiccional posterior. 

Y después citar los anterior~s límites dijo que las medidas 
asumidas po el gobernador de Casanare, obj to de la presente 
acción, atent n contra todos y cada uno de es s límites, por los 
motivos que s enuncian en seguida: 

• En lo toca te al aseguramiento del orden pú lico así como a la 
conservaci n y restablecimiento del mismo, la 1 mitación es inocua 
por no exi tir perturbación y porque· las m didas inicialmente 
ilimitadas n el tiempo y posteriormente limit das a un mes, no 
tienden a r stablecerlo. 

• No está pr bada que el mal estado de las vlas se pueda conjurar 
con esta m dida y menos en un mes. 

· 3 Corte Constitucional. M P. Alejandro Martinez Caballero. C-024 de 199 . 
4 Corte Constitucional. 3 de agosto de 2004. M.P. Rodrigo Uprimy Yepe . C- 824 de 2004. 
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• .Paree evidente que la medida policiva no recae sobre quien 
"pertu bó el orden público" sino frente aquellos que ejercen 
legal ente sus libertádes, pues el m 1 estado de las vías 
secu arias no es culpa de los propietari s y trabajadores de los 
vehíc los prohibidos· sino de una notoria rrupció11 administrativa 
y de n desgretio g_erencial vial incuestio able. Es decir, las vías 
no es án en mal estado por los trasportad res pesados sino por la 
falta e construcción, adecuación y mant imiento de las mismas 
bajo 1 s estándares técnicos requeridos espesor de pavimento, 
drena es etc ... ) 

• La edida es discriminatoria porqu hace diferenciación 
injusti icada por gremios, productos y tip s de vehículos que no 
tiene el deber jurídico de soportarla ello choca contra el 
prin~i io a la igualdad consagrado'en· era í~Lilo 13 constitucional. 
AdeiTI · s, la diferenciación corresponde al legislativo, no al ,...., 
ejec'u ivo y debe obedecer a un criteri razonable, objetivo y 
motiv do, criterios que se deben analizar desde una perspectiva 
teleol gica donde el fin pretendido crucial para poder 
deter in ar su valide·z. ·' · '' · · · · ·' · · 

.· .... 

Y con base en lo anterior concluyó> que las "au oridades demandadas 
restringieron los d rechós de los ciudadanos; estableci ndo límites, como las 
restricciones a la li re circulación por el· territorio nacio al, lo cual, a la luz de 
nuestro ordenamie to jurídico, es de competencia ex lusivamente legislativa. 
Así también lo hati dicado la Corte Constitucion;al "com sponde al Congreso de 
la República expe ir las normas restrictivas de las libe ades y de los derechos 
ciudadanos con b se en razones de orden público e interés general."5 Por 
ende, deprecó la ulidad de los actos demandados, 1 resultar violados los 
articulas 2, 24, 25 y 333 de nuestro Estatuto Fundam ntal o, cuando menos, 
decretar sobre ell s la · excepción de constitucionalid d toda vez que de su 
simple lectura se,d sprende una evidente vulneración 1 ordenamiento jurídico 
superior. 

3.2. Violación proc sal o formal de la ley en cuanto con ierne a los factores de 
competencia del s rvidor público que produce el acto a ministrativo, el respeto 
del derecho de d fensa y audiencia que se derivan el debido' proceso, la 
ne~esidad de moti ar la medida (falsa motivación) y a q e esta sea adecuada a 
los fines autorizad s por la norma (desviación de poder) 

3.2.1 . En este ac pite, hizo alusión en primer lugar la clasificación de la 
competencia y co cluyó que en el caso que nos ocu habla incompetencia 
por razón de la ma ería, por cuanto de la preceptiva con enida en los artículos 1 
y 119 de la ley, s deduce que correspondía al legisla or y no al ejecutivo la 
limitación de los de echos fundamentales. 

5 Corte Constituci nal. 31 de agosto de 2004. M.P. Rodrigo Uprimy epes. C- 824 de 2004. 
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-...._/' 

3.2.2. Seguidamente, ciando doctrina y jurisprudencia de arrolló el tema de 
falsa motivación , con fu damento en el artículo 84 del CC para concluir que 
en este evento existe una evidente divergencia entre la realidad fáctica y 
jurídica que induce a la producción del acto y los motivos rgüidos o tomados 
como fuente por la Ad inistración Pública, porque por cu nto la escasísima 
motivación de los acto demandados no correspond~n a la realidad, no se 
demostraron los supue tos fácticos (realidad) de manera técnica, científica, 
cotejable y confiable y n existe relación de causalidad l'}i a ecuación entre las 
precarias motivaciones el reglamento acusado. Y Agrégó que la motivación 
parcial y aparente del mundo fáctico aducida por la a ministración es la 
siguiente: 

"Que en la actua dad cursan diferentes acciones po u/ares en 
contra de la Gob mación de Casanare por el mal est 'do de las 
vf as en la cual se han tomado medidas .cautelares p p~rte de 
los juzgados de conocimiento instando . al . Depart msnto a 
tomar medidas e recuperaCión y mantenimient de. las 
mismas. 

Que · mediante c ncepto técnico emitido por la sociación 
Colombiana de gen-íeros de Transportes :'y vías, Capítulo 
Casan are, se evi encía el uso indebido de las vf as d segundo 
orden por el trán ito de cargas sobredimensionadas número 
de vehfculos qu transitan superiores para, las q e fueron 
diseñadas" 

Y sobre tal motivación hi o los siguientes reparos : 

• El hecho de que en la actualidad estén cursando cciones populares 
contra la Gobern ción no significa que ellas se ,encu ntren finiquitadas, 
resueltas y, por nde, sirvan como causa suficien e para motivar la 
medida policial qu limita tantos derechos fundament les: 

• No se conocen ni los fallos de los jueces populares ( ueda ser porque a 
la fecha no se h producido ninguno al respecto) orno tampoco las 
medidas cautela s aducidas en la parte conside ativa del decreto 
demandado. Era enester, cuando menos, citar las artes conducentes 
de las decisione judicial~s para poder estab.lecer; 1 cotejo necesario 
entre la causa f ' ctica y 'jurídica de la medida con !e reglamentación 
asumida por la ad inistración. 

• Tanto los eventu les fallos como, las supuestas me idas cautelares en 
sede popular da cuenta y razón de las "medidas e recuperación y 
mantenimiento" d las vías más NO de la restricción selectiva y parcial 
de algunos vehic los de carga. · 

• El dia 15·de dicie bre de 2010 el actor radicó derec o de petición ante 
la Gobernación d Casanare· solicitando copia de la arte resolutiva' de 
los fallos de la ' acciones populares y de las edidas cautelares 
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proferidas p r los jueces populares de conocimie to de que trata la parte 
motiva del D creta 0198 de 201 O y hasta la fech de presentación de la 
demanda n le han respondido en forma co pleta, pues el 30 de 
diciembre d 201 O, el director de Tránsito de artamental, Dr. Wilson 
Velasco Ra írez, contestó la petición menciona a pero dicha respuesta 
fue incompl ta ya qúe no remitieron copia de la parte resolutiva de los 
fallos de las acciones populares y de las medid s cautelares proferidas 
por los juec s populares de conocimiento de q e trata la parte motiva 
del Decreto 198 de 201 O, lo que nos lleva a c ncluir que dichos fallos 
no existen. 

• Las supuest s medidas judiciales no pueden s , por su naturaleza, la 
causa (mo vación) de las medidas restric ivas de policía hoy 
demandada porque ellas versan sobre la rden de recuperar y 
mantener l¡:r vías' de··segu·n"do"ótden·y-1a·•decisió de limitar por 1 mes la 
restricción t;d ciertos vehículos para ciertos sect res de la economía, no 
tiene comd ropósitq recuperar ni mantener la m lla vial: 

• Y en relació con el concepto_ técnico de lél As ciación Colombiana de 
ingenieros ·: ijo que no permite;fd8tefar y '6omp rar sus argumentos y 
conclusione con las ··meqid~s d~ poliéía emandadas en esta 
oportunidad. :";'. .. ::k/: · -~' €:, 

' i ;,: 

Y de lo anterior co cluyo que "los 'Supuestos de hecho y de derecho aducidos 
por la administraci n no existen y si existen, no se con cen y, a pesar de ello, 
lo cierto es que or su naturaleza, pareciera impo ible que de ellos se 
desprendan los fectos limita'tivós de raigambre policiva para UNOS 
SECTORES DETE MINADOS y PARA UN TIPO DE EH/CULOS igualmente 
determinados". 

3.2.3. Y finalmente, también con fundamento en el artíc lo 84 del CCA, doctrina 
y jurisprudencia, ';S refirió ·;a· 1a desviación' de :p·óder, pa a afirmar que existe un 
acto aparentement ajustado a la legalidad, pero que n el fondo persigue un 
fin distinto al inter s público querido por el legislador Y para respaldar ese 
argumento a su : ez sub: argumentó que estudiado el contexto donde se 
produjeron las nor as impugnadas, se·encuentra: (i) u entorno económico del 
departamento vin u lado · con la explotación de hidr carburos; · (ii) distintas 
manifestaciones s ciales en torno a las medidas asumi as por la Gobernación 
(paros civicos etc .. ); (iii) el alud de acciones judiciales acciones populares) en 
contra del sector etrolero; y (iv) las distintas reuni nes políticas sobre la 
materia que llevar n a la suspensión de la medida y su distintas prórrogas. Y 
de allí dedujo que todas esas ·manifestaciones: conoci as por la comunidad y 
recogidas en los p incipales medios de comunicación 1 cales, evidencian que 
el propósito que subyace en la reglamentación acusada es forzar a 
determinados sec ores económicos para que efect en erogaciones meta 
jurídicas en matera de inversión pública. Sin embar o, ese propósito, aun 
cuando conocido en el medio y evidente en los efectos de la 
reglamentación, o se exhibió de manera franca directa en los actos 
administrativos ac sacios, con lo cual se comprueba 1 desviación de poder al 
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pretender la administra ión departamental un fin distinto 1 esgrimido en los 
actos objeto de la prese te demanda. 

4.- ALEGATOS DE CON LUSIÓN 

En esta etapa procesal, parte demandante intervino de la 

"Las alegaciones se circ nscriben a cuatro capítulos especi /mente: PRIMERO: 
El conjunto de actos ad inistrativos adolece de inconstitucio a/idad poré¡ue viola 
el derecho fundamenta/ la locomoción, a la igualdad, al t abajo y el tJerecho 
fundamental a Ja libre em resa en conexidad con el trabajo el al amparo del test 
de razonab;!idad y prop cionalidad que rige el poder de po 'cf a, la función y la 
actividad de policía, esp cía/mente en sus cuatro criterios qu son: a. Criterio de 
adecuación, toda vez qu Ja medida de restricción del dere ho fundamenta/ de 
locomoción no es adec ado con el fin perseguido que es I mantenimiento y 
recuperación de la malla vial, b.- Criterio de necesariedad co o quiera qué para 
garantizar el fin persegw o con la medida de policía que es el mantenimiento y 
recuperación de la mal/ vial la autoridad contaba con otra serie de medidas 
alternativas, c. Criterio d proporcionalidad por cuanto la me ida fue excesiva y 
volvió nugatorio Jos dere hos fundamentales en cita, d. Grite ·o de utilidad como 
quiera que con esas me idas ni se recupera ni se mejora la al/a vial. De igual 
manera viola Ja Constit ción en Ja medida en que la reg /ación acusada no 
encaja dentro de las tre causales que permite el legislado para restringir los 
derechos fundamenta/e aducidos y ni siquiera en Ja · cuatro causales 
reglamentarias aducida por la defensa al amparo del rtículo 115 de la 
Ordenanza 015 de 20 6. Asf las cosas y a manera d ilustración cabría 
preguntarse lo siguiente: ¿Si el criterio de discriminación de I s vehfculos era su 
tamaño según la remi ión hecha a la Resolución 4100 del Ministerio de 
Transporte por qué razó no se incluyeron vehículos de más eso incluidos en la 
misma resolución? ¿Si I finalidad buscada era el mantenimi nto y recuperación 
de la malla vial por qu razón no se incluyó dentro del fi gimen exceptivo a 
vehfculos provenientes otras entidades tenitoriales distint s ·al Departamento 
de Casanare? ¿En aras e buscar la finalidad por /os decre s cuál e·~ la razón 
técnica para discrimina a sectores productivos? SEGUN O: En aras a la 
eficiencia y economía pn cesa/ y en razón al espacio enuncio os cuatro títulos de 
anu/abilidad expuestos e la demanda y señalo lo" siguiente a).- Los títu_los de 
anulabilidad de los act demandados son: - Falta de co petencia, -· Falsa 
motivación, - Falta moti ación. - Y desviación de poder. E pero vale la pena 
señalar dos aspectos es ecia/es el primero que una de las s motivaciones de 
los actos acusados o de andados .son las medidas caute/a11 s impuestas por fa 
jurisdicción contencioso dministrativa en trámites de acci es populares, sin 
embargo, ninguna provi encía fue siquiera citada en los a os demandados y 
cuando ellas fueron solic adas a través de un derecho de pet1 ión de información 
no fueron entregadas al eticionario. Si ellas existieren bastan so/o con enunciar 
la orden judicial para fun amentar y motivar los actos adminis ativos cosa que no 
sucedió en el caso en c creta . . Segundo: el concepto técnic (es el emitido por 
la Asociación Colombian de Ingenieros de Tránsito y Viale de Casanare) en 
ningún lado, en ningun parte advierte que o sugiere que para mantener y 
recuperar la malla via se tenga que limitar y/o elim . ar /os derechos 
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fundamenta/es adu idos, ello por cuanto no hay relació de causalidad entre la 
medida tomada e re la medida tomada y los efecto buscados. TERCERO: 
Como novedad me gustaría pronunciarme sobre los as ectos de la defensa en 
cuatro temas: 1.- on el debido respeto considero ue la defensa solo se 
pronunció frente a no de los doce argumentos jurfdicos xpuestos en el ataque a 
saber, la falta de ompetencia. Sin embargo, nunca debatió la calidad de 
autoridad de policí del Gobernador de Casanare, lo ue se debatía es si en 
virtud de esa cond ión el Gobernador, vf a reglamento de la manera como lo 
hizo podía elimin r de manera discriminada los rechos fundamentales 
aducidos. 2. - A fol 194 de la contestación de la de anda se aducen cuatro 
causales para limi ar los derechos fundamentales en cuestión. Quiero dejar 
constancia que la 11 cuperación y mantenimiento de la m /la vial no se enmarcan 
en ninguna de las ipótesis .normativas aducidas por la emanda. 3.- A folio 193 
de la contestación de la demanda existe una inexpli ble confusión entre la 
firmeza, ejecutorie d y ejecutividad del acto administrat o. En efecto, acá no se 
demanda la vulner. ción o amenaza de ningún derecho sino la legalidad de los 
actos administrativ s fustigados por violación a la Cons 'tución y la ley en virtud 
de la firmeza y p sunción de legalidad que todos e tos actos contienen al 
momento de radica la demanda. CUARTO:. quisiera hac r simplemente alusión y 
remisión al preced te judicial horizontah2aplicablEFal ca o concreto a partir de la 
providencia del if de diciembre de;'~2010 (radicació 2009-135) en donde 
sabiamente este H norab/e Tribunal ~accedió ~ las pret nsiones de la demanda 
anulando los act s administrativos por cuatro · ra ones que enuncio a 
continuación: 1).- " hora"bien las reglas de la experienci permiten inferir que no 
solo los vehículosi carga pesada, que ·transportan cru o, pueden afectar la vía, 
sino todos los ve ículos de carga pesada que transi n por ahl"( criterio de 
adecuación y de :i ualdad) 2).- "No hay prueba alguna que permita inferir que 
efectivamente por I daño de la vf a se está atentand contra la seguridad y 
tranquilidad ciudad na o que se ponga en riesgo vida humanas" (criterio de 
adecuación y nece idad), 3).- "En consecuencia, la caus del incumplimiento del 
ente departamenta referido no resulta jurfdica la restricci n de las vías anotadas, 
porque no existe· /ación entre 'ePhecho geneia.dor, / medida adoptada y la 
finalidad persegui(i " (amén).4).- ."Tampoco resulta jurídi o que la restricción sea 
particular, exceptu ndose de esa restricción a los hfcu/os expresamente 
autorizados por la Alcaldfa, ya que ello resulta capric oso y arbitrario por no 
obedecer a razone objetivas" (criterio de proporciona/ida y de utilidad que habla 
la Corte Constituci na/ y el Consejo de Estado). A m nera de cónclusión me 
parece que a pesa de la existencia del precedente judici / horizontal es relevante 
y procedente nuest asunto por cuatro elementalfsimas zones, a saber: a.- por 
la presunción de t galidad que revisten los actos acus dos, b.- para analizar y 
debatir otros argu entos jurídicos no estudiados en su portunidad aún cuando 
la providencia en c ta es maravillosa y contempla los ele entos esenciales de fa 
anulación, c.- pa dejar sentado un precedente juris rudencial en el ámbito 
departamental, d.- (el más importante a mi juicio) para evitar la expedición de 
nuevos y futuros etas administrativos de naturaleza y contenido similar o 
analógico de confl rmidad con la prohibición de expe ·r actos administrativos 
anulados de que t ta el artículo 76 del C. C.A:, especial ente en su numeral 11. 
Para humanizar el erecho ... " 
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IV. POSICIÓN DE LA PARTE DEMA DADA 

El departamento de Ca nare, ·a través de apoderada legal . ente constituida y 
dentro del término le 1 contestó la demanda, adopta do las siguientes 
posiciones procesales: 

1.- Se opuso a las prete 

2.- Con relación a los echos se pronunció así: el 1 no e · un hecho sino el 
recuento de un anteced nte normativo; el 2 y 4 tampoco ti ~en . ese carácter, 
son apreciaciones del actor acompañadas de trascripció _de normas; el 3 
tampoco es un hecho s no la trascripción de un texto; los istinguidos con los 
números 5 a 15 son cie os; el 16 y el 19 no le constan; y el 7 y el 18 tampoco 
son hechos sino la enun iación de un fallo del Tribunal. 

3.- Hizo trascripciones p rciales de los artículos 287, 298, 3 3 y 305 de la C.N.; 
74 de la Ley 715 de 20 1; 12, 13 y 39 del Decreto Ley 13 5 de 1970; 2, 3, 4, 

.._,. 8, 1 O, 19, 20, 108, 111 y 115 de la Ordenanza No. 015 de 2 06 por medio de la 
cual se expide el regl mento policivo y de convivencia iudadana para el 
departamento de Casan re; y 1 el 3 de la Ley 1383 de 20 O, por medio de la 
cual se reformó el Códi o Nacional de Tránsito Terrestre Ley 769 de 2002) 
para aseverar lo siguien 

• Las normas me cionadas permiten inferir que 1 Gobernador de 
Casanare, como rimera autoridad de policía del de artamento, puede 
expedir órdenes de policía tendientes a garantiz r el desarrollo y 
prestación de ervicios públicos en esa entid d territorial y la 
conservación de todos ' los componentes de la infraestructura de 
transporte, así c o los que sean necesarios para onservar el orden 
público. 

ecreto 1355 de 1970 establece q e la regulación del 
ejercicio de cie as actividades ciudadanas no servadas por la 
Constitución y la 1 y corresponde al reglamento de p icía. En este caso, 
como no hay un regulación en concreto qu~ prope da por el cuidado 
de dichas vías rganizando el tráfico de carga p sada que por allí 
circula, en uso de las atribuciones legales se ~xpidie n los Decreto 198 
y 210 de 2010 y niendo en cuenta para el efecto~ emás el concepto 
técnico emitido por la Asociación Colombiana e Ingenieros de 
Transporte y Vía , del cual trascripió ,algunos aparte . que se refieren al 
volumen del trán ito atípico que transita por el sec or debido al auge 
petrolero, lo cual o fue estimado para el período d~ iseño de las vías, 
resultando que 1 s cargas por eje que transportan· os tractocamiones 
(crudo y platafor as de explotación) sobrepasan 1 s estándares que 
admite el INVIA y por eso se producen daños la estructura del 
pavimento, a los ejoramientos que se instalan, a los terraplenes que se 
encuentran a nive y afirmado, lo cual a su vez conflu e a la disminución 
de la vida útil de 1 via. 

13 



Y de allí co cluy6 que los actos demandados e soportan en normas 
legales y té nicas, asi como en la Resolución 4 00 de 2004 emanada 
del Ministeri de Transporte, además de estar estinados a guardar y 
proteger el interés general, la vida de las rsonas, la economía 
departament 1, el orden público y la convivencia acífica. 

• Adujo que i icialmente se ordenó restringir el tr nsito de vehículos de 
carga .(tract amiones) de manera indefinida me iante Decreto 198; sin 
embargo, p r Decreto 21 O se delimitó la stricción por tiempo 
determinado entre el 21 de octubre de 2010 ha ta el 20 de noviembre 
del mismo a o; además dicha orden de policía n se llevó a cabo ya que 
mediante D creta 212 se suspendió la med da y se aplazó el 
cumplimient de los dos primeros decretos por 1 término de un mes, y 
por Decreto 292 se prorrogó la suspensión por tro mes, sin expedirse 
hasta la fe ha más órdenes administrativas p r el departamento de 
Casanare. 

• Y de lo an erior concluyó que no resultan voladas con los actos 
demandado las nor"í'nas invoc~~a~;~por el acl:~ion nte . 

.. -: . ~~t;,. 

En los alegatos d conclusión, el ,Dep~rtamento de sanare señaló: 

"En mi calidad d apoderada del Departamento de Casanare y una vez 
escuchadas /as ale aciones presen(adas por el extremo accionante me permito 
manifestar de un la o que ratifico lo 'expuesto en la cante tación de la demanda y 
segundo manifesta que el primer acto administrativo obje o de Ja presente acción 
sl está precedido d una motivación 'legal ·cual es 'el conc pto técnico emitido por 
Ja Asociación Colo biana de lngenteros de Transporte y Vlas del Departamento 
de Casanare y de la Resolución 4100 de 2004, exped1 a por el Ministerio de 
Transporte. Del co cepto técnico en mención resalto Jos iguientes extractos: "El 
caso que nos ocup prese~ta los problemas des~ritos an riormente pero con un 
ingrediente adicion /, cual es ·el volumen de 1tránsito atf p co que por este sector 
transita debido al 1a ge petnplero de/1momento, no solo e cantidad de vehículos 
sino de sus carga . sobredimensioriadas en volumen y eso ... 11 

" En cuanto al 
espectro de carg Ja cual se calcula con · ·el volu en de vehículos, su 
composición, su p yección y el factor daño, para este c o se puede evidenciar 
claramente que es e espeptro de carga, está subestim do, ya qt..ie /as cargas 
actuantes y el nú ero dii! vehículos que· circulan sob el tramo no fue el 
estimado para el riodo de diseño, y las cargas por ·e que transportan /os 
tractocamiones ya sea en: el transporte de crudo, co o en el transporte de 
equipos para las lataformas de explotación, sobrepas n los estándares que 
admite el INVIAS. ~. hacen que se disminuya las vida út de las estructuras del 
pavimento ... 11 De lo nterionse extrae que la expedición d I Decreto 198 objeto de 
Ja presente deman a se realizó en aras de la protección y mantenimiento de la 
malla vial del De artamento de Casanare, Jo que co lleva en últimas a Ja 
protección y salvag arcia de la vida de las personas que ansitan por estas vías. 
En este concepto, por supuesto no se advirtió acerca e Ja prohibición de Ja 
circulación de veh culos en las vías del Departamento Casanare por cuanto 
es una atribución ue le corresponde únicamente a /as utoridades legalmente 
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autorizadas para ello; n este caso es una facultad y A atribución que le 
corresponde al Gobema or de Ca sanare en virtud de lo esta lec ido en el artf culo 
305 de la Constitución ciona/ numera primero; asf mismo, n cumplimiento de 
Jo ordenado en la Ley 7 5 de 2001 artfcu/o 74.8, que dentro e /as competencias 
de los Departamentos e tablece que es un deber adelantar a construcción y la 
conservación de todos I componentes de Ja infraestructura e transporte que Je 
corresponda; concordan con Ja atribución establecida en el rtfcwo 19 de Ja Ley 
1355 de 1970, Código aciana/ de Policfa que a Ja letra die : "Reglamentos de 
policfa. Son actos admi ·strativos generales e impersonales, subordinados a las 
normas superiores dict dos por autoridades de po/icfa acuerdo con su 
competencia, cuyo objet vo es establecer las condiciones pa el ejercicio.de las 
libertades y los derecho en Jugares públicos, abiertos al p , blico ·o en Jugares 
privados cuando el co ortamiento respectivo transciend a lo público ósea 
contrario a las reglas de onvivencia ciudadana"; asf mismo e artícuio 13 literal a) 
ibfdem, establece que la regulación del ejercicio de iertas actividades 
ciudadanas no reservad s por la Constitución y la ley corresp nde al reglamento 
de policía mientras el le ·slador no Ja haga; para el presente aso el legislador no 
ha regulado de manera especifica lo concerniente al tráns o de vehfculos de 
carga sobredimensiona por las vías del Departamento d Ca$anare; lo que 
hizo que el Gobernado en uso ·de las facultades otorga as e'r1 las normas 
mencionadas, tanto en I contestación de Ja demanda como n este momento, y 
en ejercicio de su atrib ión como primera autoridad, tanto e policía como de 
tránsito del Departamen o de Casanare, y con base en el ustento técnico ya 
mencionado en la Resol ción 4100 de 2004 del Ministerio de Transporte, es que 
expidió los actos admini rativos que nos ocupan; propendien o por el cuidado de 
dichas vfas y por la salv guarda de la vida de las personas ue transitan por las 
mismas. Agrego que si bien es cierto los actos administr, tivos demandados 
nacieron a la vida ji.Jrfdic , /os mismos no ha surtido efectos fJ nte a terceros, por 
cuanto la orden emitid mediante el Decreto 198 de 201 modificado por el 
Decreto 210 del 20 de o tubre de 2010, fue suspendida un dí después mediante 
otro acto administrativo lo que hace que no se haya tr, sgredido la norma 
invocada por la parte emandante, esto es el artículo 24 de la Constitución 
Nacional. Así las cosa , solicito con el mayor respeto al H. Magistrado de 
conocimiento negar las úplicas de la demanda y en consec encía determinar la 
legalidad de los actos ad inistrativos obje.to de la presente ac ión". 

v. LOS ALEGATOS DEL MINISTE 
,. 

Este sujeto procesal, pr sentó los alegatos que se indican contiñuación en la 
audiencia celebrada par el efecto: 

"El ministerio Público c nsidera que el propósito o la finali ad buscada con la 
expedición del acto adm ·nistrativo en cuestión no se campa ece con la facultad 
legal que tiene el Gobe ador como autoridad de policía e el Departamento, 
pues de un lado las com etencias policivas son expresament fijadas por la ley o 
por Jos reglamentos o a tos de la asamblea, y en este cas no se acepta que 
mediante ese acto admi istrativo pudiera restringir un derech fundamental, bien 
pueden restringirse siem re y cuando estén soportados en u a realidad y en una 
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temporalidad y ade ás acorde con la posibilidad legal ara el efecto. En este 
caso, el procurar onservar o mantener la malla vi I no está relacionado 
directamente 

1 
con I s facultades po/icivas que _permita una restricción a un 

derecho fundamen~ I para los usuarios de la vía y de es a manera y en ese solo 
aspecto, seda sufi iente ppra que el Tribunal. dispusi ra la nulidad del acto 
demandado siend . esta conclusión la misma que la parte demandante ha 
observado en esta audiencia en lo pertinente, y el hec o de Ja suspensión del 
acto a que hace re rencia el demandado no debería te er relevancia porque Jo 
que se demanda es la nulidad del acto independie temente que se esté 
aplicando el acto o no. También se acoge el precedent horizontal del Tribunal 
Administrativo de asanare sobre casos similares c mo el acotado por el 
demandante en est audiencia que son _ o han de servir e base para la decisión 
en este caso. Por.Jo tanto solicito se acoja -la p retensión. " 

VI. ACTU{'CIÓN PROCESAL 

La demanda fue resentada el 15 _. de ,diciembre d 2010 (fl.47 c.1), fue 
entregada al mag¡s rada sustan~i~dor- ~t.31'2 '.cie . ~nero d 2011(fl . 57 c.1), quien 
por auto del 20 de nerc:i del mismo qño2org~nó: incorp ar copia íntegra legible 
y auténtica con co stanqia de pubHcaci(>p-. y~ Y\gencia d . los ac.tos demandados 
(fl. 58 c.1) y cumpl do lo anterior ry.i_ediaf)te -·p~oveído d 1 1 O de febrero del año 
en curso admitió la de,manda y~ ordenó darle el c rso que legalmente le 
corresponde (fl. 64 .1 ). 

El demandante, d ntro del término legal, adici~nó la emanda (fls. 65 a 176 
c.1 ), siendo ad mi.ti a la reforma -(fJ. 180 c.1 ). y ordená dose la notificación de 
dicha providencia y correr traslado de la adición a la ac ion ad a (fl. 182 c.1 ). 

La notificación per anal del primer auto admisorio se llevó a cabo el 25 de 
marzo de 2011 (fl. 77 c.1 ), del $egundo el .13 qe may del mismo año (fl. 183 
c.1 ). 

La entidad accio ada contestó la demanda oport namente en la forma 
sintetizada (fls. 18 a 195 c.1 ). 

Por auto del 23 de junio de 2011 se abrió el proceso pruebas (fl. 204 c.1) y 
mediante proveido del 28 de julio del mismo año s citó _ a las partes y al 
Ministerio Público la audiencia prevista del artículo 66 de la Ley 1395 de 201 O 
(fl. 21 O c.1 ), en la c al intervinieron en la forma atrás re umida. 

El proceso quedó n tuno para fallo el 16 de agosto de 011 (fl. 214 c.1). 

VII. ACERVO PROBATORIO 

Durante la actuaci n se aportaron en forma regular y oportuna los siguientes 
documentos releva tes: 
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1. Copia de los actos de andados (fls. 48 a 53 y 59 a 60 c.1 , a 1 O c.2). 

2. Copia de un derech de petición presentado a la entida accionada por el 
demandante (fls.54 a 56 y 143 a 145 c.1 ). 

3. Constancia de public ión de los actos demandados (fl.63 .1 ). 

4. Copia del concept técnico emitido por la·' Asociaci n Colombiana de 
Ingenieros de Transport y Vías (fls. 148 a 152 c.1 '}. 

5. Copia de la sentenci emitida por este Tribúnal el 16 de diciembre de 201 O 
dentro de la radicación 2 09-00135-00 (fl .157 ar176 c.1 ). 

6. Copia de los actos qu acreditan la representación de la de andada (fls. 178 a 
196y201c.1). 

__,, 7. Constancia de vigenci de los 'actos demandados (fls. 2 a 4 c.2) . 
· . .__ 

·..._ .. 

. Í 

8. Plan vial de trabajo c n las empresas petroleras- Conveni lnteradministrativo 
de Cooperación 124-01 (fls. 11 a 20 c.2) . 

9. Convenio de Coopera ión 161de2010 (fls. 21 a 31 c.2) . 

1 O. Estudio previo sob diseño, · con·strucción, mantenimie to, rehabilitación y 
mejoramiento de vías se undarias No. 2363 de 2008 (fls. 32 a 55 c.2). 

11 . Oficio del 20 de octu re de 201 O emanado del Director N ional de Tránsito y 
Transporte y dirigido al obernador de easanare, donde ha e consideraciones 
sobre el Decreto 198 de 01 O (fls. 56 a 58 c.2). 

VIII.- CONSIDERACIONES 

1.- PRONUNCIAMIEN NULIDADES y PRESUP,UESTOS 
PROCESALES 

Revisada la actuación s rtida hasta el momento, en cumplim ento del control de 
legalidad establecido en el artículo 25 de la Ley 1285 de 20 9, no se observan 
irregularidades procedi entales que conlleven a declarar la nulidad total o 
parcial de lo actuado. P r el 'contrario, se encuentra cumpli o el procedimiento 
previsto en los artículos 06 y siguientes del e .e.A, es decir, se agotó el debido 
proceso establecido en 1 artículo 29 de la C,onstitución Polít a. 

De otra parte, están reu idos los presupuestos procesales. n efecto: 

• Este Tribunal es ompetente para conocer de la pre ente acción por la 
naturaleza del as nto y el territorio donde ocurrieron os hechos, acorde 
con las previsio es de los artículos 132-1, 134D concordantes del 
e.e.A. 
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• Está probad ja existencia del accionante, que e una persona natural y 
que está legi imada para interponer esta clase de acciones. 

• El ente dem ndado es el Departamento de Gas nare, ente territorial de 
creación co stitucional qu~ tiene capacidad p ra comparecer como 
parte. 

• El accionan , siendo abogado, actuó en nom re propio y la entidad 
demandada o hizo a través de apoderado legalm nte constituido. 

• Y existe de anda en forma, acorde con las pre isiones de los artículos 
137, s.s. y· c ncordantes del e.e.A. 

¡· • • 

~ 

2. PROBLEMA J RiDICO 
i 

Del análisis de la emanda y los alegétos .de conclusi 'n presentados por las 
partes y el Ministe io Público, se . deduce ' c:'t~.e el prob ema juridico radica en 
establecer si los d cretbs demandadmf! adóíecen de ulidad· por las razones 
indicadas en el 1 belo, o si por · el contrario ellos se ajustan a nuestro 
ordenamiento jurídi o. ·-

Para resolverlo co sideraremos los asuntos de hech y de derecho que se 
indican a continuac ón: 

En providencia recente proferida pÓr este tribÜnal, q e la parte demandante 
pide aplicar al pres nte caso como precedente, se ana izó un asunto similar al 
que nos ócupa, so re lo cual ~~ ;pertinente ~eñalar lo si uiente: 

2.1.1. Nuestro Est tuto Fundamental prevé en su artíc lo 230 que los jueces, 
en sus providencia , solo están sometidos al imperio de la ley. · · 

La equidad, la juris rudencia, los principios generales 1 derecho y la doctrina 
son· criterios auxilia es de la actividad judicial. -

·. "'; 

El imperio de la le no puede reducirse a la observaci, n minuciosa y literal de 
un texto legal esp cffico, sino que se refiere al orqe amiento jurídico como 
conjunto integrado y armónico de normas, estructurad para la realización de 
tos valores y objeti os consagrados en la Constitución . 

2.1.2. ·La Corte Co stitucional se ha referido en múltip es oportunidades a los 
precedentes, pero erece especial atención lo indicad en sentencia C-836 de 
2001, de la cual po emes deducir lo siguiente: 
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• En las se tencias existen varias clases de argumentaciones: 
fácticas, j rídicas, lógicas, jurisprudenciales, óbiter dicta, ratio 
decidendi, te ... 

• Las argu ntaciones ,denominadas óbiter di ta, aunque hacen 
mejor ent ndible o dan una mejor present ción general a la 
providenci , realmente no influyen en la deci ión que se toma, 
pues si se quitan, no alteran el contenido del allo. Sin embargo, 
esos dich s de paso, como también ' se es denomina, no 
necesaria ente deben ser descartados como materiales 
irrelevante en la interpretación del derecho.: En muchos casos 
permiten i terpretar cuestiones juridicas imp rtantes en casos 
posteriore que tengan situaciones de hecho d stintas, aunque no 

ente deban ser seguidos en posteri res decisiones. 

• Por el c ntrario, las argumentacion·es nominadas ratio 
decidendi, como su nombra lo indica, son la azón de ser de la 
decisión, e fundamento de la misma, la sub re la que está detrás 
del fallo y o soporta. Ellos son los que realm nte constituyen el 
precedent y son obligatorios precisament en virtud de la 
sujeción a los derechos, garantías y libertad s constitucionales 
fundament les, pues los jueces están obliga os a respetar los 
fundament s jurídicos mediante los cuales se han resuelto 

análogas anteriores. Esta obligac ón de respeto por 
los propio actos implica, no sólo el deber de resolver casos 
similares. e la misma manera, sino, además el de tenerlos en 
cuenta de anera expresa, es decir, la obliga ión de motivar sus 
decisiones con base en su propia doctrin:a ju icial. Sin embargo, 
los juec s pueden apartarse legítima nte de dichos 
precedent s por cambio de legislación, por cambio de 
jurisprude cia en que el fallo se soportaba, o or variación de la 
situación s ciaLsocial, política o económica, o or disanalogía (los 
hechos juz adosen uno.y otro caso son difere tes). 

• La fuerza normativa ; de la doctrina probab e derivada de 
precedent s verticales de las altas cortes, pr viene (1) de la 
autoridad torgada constitucionalmente al ór' ano encargado 
de estable erla, unificando la jurisprudencia acional; (2) del 
carácter d cantado de ·la interpretación · que icha autoridad 
viene hacendo del ordenamiento positivo, mediante una 
continua c nfrontación y adecuación a la; reali ad social y; (3) 
del deber e los jueces respecto de a) la igu ldad frente a la 
ley y b) la gualdad de trato por parte de las a toridades y; (4) 
del princi io de buena fe que obliga tam ién a la rama 
jurisdiccio al, prohibiéndole actuar contra sus ropios actos. 

' 
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2.1.3.- En la senten ia que ;venimos analizando se deja 
reglas o ratio decid ndi que se indican en seguida: 

{ 
! 

• La su uesta incompetencia aludida por 1 
se de iva del carácter departamental que 
dond se hizo la restricción por parte del 
Decre o 045 de 2009 . 

n establecidas las sub 

entidad accionante no 
ienen los tramos viales 
calde de Nunchfa en el 

• De la utilidad pública del petróleo tam oco resulta la nulidad 
· aduci a por la parte demandante. 

• Del,a álisis d~ la Ley 105 de 1993 y nor as que la reglamentan 
se es ablece,'. que en ellas están desarr Hados, entre otros, los 
siguie tes principios constitucionales relacionados con el 
trans orte: el~ carácter de servicio públic ; el de la colaboración 
armó ica entre las··entidades; ·el de la pa icipación ciudadana; el 

1 

de la libertad de empresa Y. el · del acces al transporte.o según 
1. 

,; 

./ El Estado está¡>;obligqpo a garan izar la · movilización de 
personas o cósasipo~'medio de ehfculos apropiados a 
cada una · d~ las infraes.truct ras del sector, en 
condiciones dedibertadi de acceso calidad y seguridad de 
los usuarios. 
Los qif~rentes organismos del Sistema Nacional de 
Transporte deben i\felar porque su operación se funde en 
criterios de · coordinación , planeac ón, descentralización y 
participación. 
Todas las personas en forma dir eta, o a través de las 
organizaciones sociales, puede colaborar con las 
autoridades en el control y vigila cia de~ los servicios de 
transporte ,. debiendo· las .. autori ad es prestar especial 
atenci9n a· las quejas y sugeren ias qüe se formulen y 
darles iel trámite debido . 
Y todo ello para garantizar el a ceso al transporte por 
parte de los ciudadanos, lo cual i plica: a. Que el usuario 
pueda transportarse a través d 1 medio y modo que 
escoja en buenas condiciones e acceso, comodidad, 
calidad y seguridad . b. Que los us arios sean informados 
sobre los medios y modos de ansporte que les son 
ofrecidos y las formas de su tilización. c. Que las 
autoridades competentes diseñe y ejecuten políticas 
dirigidas a fomentar el uso de lo medios de transporte, 
racionalizando los equipos apropi dos de acuerdo con la 
demanda y propendiendo por 1 uso de medios de 
transporte masivo. d. Que el dise o de la infraestructura 
de transporte , asi como en la prov sión de los servicios de 
transporte público de pasaje os, las autoridades 
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co petentes promuevan el establ cimiento -de las 
co diciones para su uso por los disc pacitados ·físicos, 
se soriales y psiquicos. 

2.1.4.- También se anali aron las consideraciones y la situa ión fáctica dél acto 
demandado: Para emit r el decreto se incluye como co siderando que es 
necesario adoptar medí as tendientes a preservar y mante er el estad.o de las 
vfas a cargo del Munici io de Nunchfa, en aras . de garantí r Ja convivencia y 
seguridad de los ciud danos, acorde con los artículos 311 y 31;5 de la 
Constitución y el capit Jo 111 del Régimen Municipal, prev iendo actividades 
que atenten contra la guridad y tranquilidad ciudadana que cotoquen en 
riesgo vidas humanas. ero cuando se estudian estas cansí eraciones resultan 
las siguientes observaci nes: 

a. Acorde co la certificación de la Secretaría de Tránsito; el sector 
carreteabl donde ocurre Ja restricción es una via secifhdaria. En 
consecue cia, el mantenimiento . correspon e legalmente al 
Departam nto de Casanare y no al Municipio Nunchfa, aunque 
este pued hacerlo de manera voluntaria. _ 

b. No hay p eba alguna que permita inferir ue efectivamente 
por el da o d(J la vía se está atentado con ra la seguridad y 
tranquilid. d ciudadana .o que se ponga en riesgo ' vidas 
humanas. Por ende, al no existir esos antece ntes, no hay lugar 
a despleg r el poder efe policfa que la Co stitución yJa Ley 

.. otorgan a los alcaldes para garantizar el ofi en público. Resta 
observar_ ue, así existiera la causa, la edida debe ser 
eminente en_te ,temport¡1I: mientras sea necesaria para 
mantener el orden público, /o: cual aquí no urre. 

c. La obligac ón de hacer el mantenimiento del f!cfor vial en cita, 
según la rtificación oficial aportada, por la cretarf a de Obras 
Públicas y Transporte a este expediente es d I Departamento de 
Casanare. En consecuencia, a causa del i cumplimiento de 
una obli ción del . ente departamental . fi ferido no' .. resulta 
jurídica I restricción de las vías anotadas, porque nO existe 
relación ntre el hecho generador, la med da . adoptada y la 
finalidad erseguida. ' · 

d. Tampoco resulta jurídico que la restricci, n sea .particular 
.(únicame te para los vehículos con capac1 ad superior a 10 
toneladas que transporten maquinaria~·pes da o crudo o sus 
derivado o chatarra y/o escombros), exce tuándose de esa 
restricció a los vehículos expresamente utorizados por la 
alcaldía, a que . ello ~ resulta ·caprichoso y arbitrario por no 
obedecer razones objetivas. (negrillas fuer del texto original). 

2.1.5.- Y de lo anterior concluyó que el acto demandado r sulta violatorio de 
los artículos 24, 100 y 65 de la Constitución, en concorda cia con la ley 105 
de 1993, entre otros, ra ones más que suficientes para decl rar su nulidad. 

2.2.- De las funciones d 1 Gobernador 
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El constituyente de 1991 abogó por unas modificacione muy profundas a nivel 
territorial, pues no n vano dispuso la autonomía de la entidades territoriales, 
dentro de nuestra rganización de república unitaria y d scentralizada (artículo 
1 ). 

Su título XI se ocu a de" la organización territorial y su capítulo 11 se refiere al 
régimen departa ental. Concretamente el artícul 307 contiene las 
atribuciones del Go ernador, que son las siguientes: 

"1. Cumplir y acer cumplir la Cons_titución, las I yes, los decretos 
del Gobierno las ordenanzas de las Asambleas epartamentales. 
2. Dirigir y c ordinar la acción administrativa d I departamento y 
actuar en su ombre como gestor y promotor del esarrollo integral 
de su territori de conformidad con la Constitución y las leyes. 
3. Dirigir y co dinat/os s'etvicios·naeianales_·en la condiciones de la 
delegación qu le confier,a e/Presidente de la'Rep tJ/ica. ·' 
4. Presentfir oportunamente a la 'asamblea epartamental los 
proyectos de ordenaniá sobre planesry .,progra as de desarrollo 
económico y ocia/, obras públicas .y presbpuesto anual de rentas y 
gastos. ·· , ·< ':.t :t1: ·'<·,· '· 
5. Nombrar 'Y emover librementf:fia los gerentes directores de los 
establecimien s públicos .yr' de :''la;sk·empres industriales o 
comerciales· del · Departamentb. ' Los · rep esentantes del 
departamento en las juntas \'°dirEtctivas ·de tales rganismos y los 
directores o g rentes 'de :/os mismos son agentes I gobernador. 
6. Fomentar e acueido con los planes y~progra as generales, las 
empresas, in ustrias ;Y. actividádés' ·coiwenien es ar desarrollo 
cultural, socia y econ'ómico" del departamento qu no correspondan 
a la Nación y los municipios. 
7. ·Crear, su rimir y fusionar /os empleos de · s s dependencias, 
señalar sus unciones ·especiales y fijar sus molumentos con 
sujeción a la I y y a las ordenanzas respectivas.•. n cargo al tesoro 

r. departamenta no podrá; crear. obligaciones que xcedan al monto 
·global fijado para · -el · respectivo ··· servicio ·en el ·'presupuesto 
inicialmente ia robado. 
8. Suprimir o sionar las entidades departamental s de conformidad 
con las·orden nzas. · 

· 9. Objetar or · motivos de· · ·inconstitucionali d, ilegalidad o 
inconvenienci , · los proyectos de ·ordenanza, sancionarlos y 
promulgarlos. · 
·10. Revisar1 actos _de los concejos municipale y de los alcaldes 
y, por motiv s de ·" inconstituciona/idad o ilegal ad, remitirlos al 

·'Tribunal corh etente para que decida sobre su valí ez. 
11. Velar por la exacta recaudación de las renta departamentales, 
de las entid des descentralizadas ·y las · que · sean objeto de 
transferencia por Ja Nación. 
12. Convoc r a ''ª asamblea departame tal a sesiones 
extraordinaria en la que sólo se ocupará de los temas y materias 
para lo cual fi e convocada. 
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13. Escoger de la temas enviadas por el jefe nacio al respectivo, 
los gerentes o jefe secciona/es de los establecimient públicos del 
orden nacional q'u operen en el departamento, de a uerdo con Ja 
ley. 
14. Ejercer las funciones administrativas que I delegue él 
Presidente de la R pública. 
15. Las demás ue le señale la Constitución, Ja leyes y las 
ordenanzas." 

Por ende, el gobernad r juega un rol preponderante en m teria de relaciones 
territoriales, pues como cabeza de la administración dep rtamental debe no 
solo asumir las funcion que constitucional y legalmente le corresponden sino 
que además debe colaborar armónicamente en 1 funcionamiento 
administrativo del país. 

Debe agregarse que nu stro Estatuto Fundamental de 1991 estableció nuevas 
responsabilidades en c beza de departamentos y municipi s, particularmente 
en materia de prestació 
las cuales no sólo gara 
entidades territoriales, 
respecto del recaudo, 
que el Gobernador 
departamental · los pro 
desarrollo económico y 
gastos. 

de servicios públicos (artículos 31 , 356 y 357 C.P.), 
izan una mayor independencia y a tonomla para esas 
ino que las oblJga a adquirir ma res compromisos 
anejo y destinación de sus finanz s públicas. De alll 
deba presentar oportunamente a la asamblea 
ctos de ordenanza sobre plane y programas de 
acial, obras públicas y presupuest anual de rentas y 

Al tenor de lo do en el artfculo 305 numeral 15 al gobernador le 
compete ejercer las de ás funciones señaladas por la Cons itución, las leyes y 
ordenanzas, fundament constitucional que le otorga a d cho funcionario el 
poder de policía como j e de la administración departament l. 

Nuestra Corte Constitu ional ha diferenciado estas dos sit 
que: 

"El poder de policí es el conjunto de acciones conc tas, de orden 
material, de que ·sponen las autoridades para mant ner el orden 
público y controlar os comportamientos que en la soci dad se dirijan 
a alterarlo. Es pu s un poder material, sin perjuicio e su carácter 
reglado, como con ecuencia de la sumisión de las au oridades a la 
ley en todo Estad de Derecho . . Por lo tanto es nece río distinguir 
entre el poder de p licía y la regulación jurídicopoliciv . Los estados 
de conmoción inte ior se justifican en la Constitución olítica, frente 
a graves perturb ciones del orden público_ que n puedan ser 
conjuradas median e el uso de las A TR/BUCIONES Olí inarias de las 
autoridades de poi ía. La distinción que se propone tre poder de 
policf a y regulacio es jurfdicas de policía, no sólo bus a asegurar el 
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pnnc1p10 de legalidad, sino que, busca pfi cisar los límites 
funcionales d esta importante actividad de las au oridades públicas, 

¡ 

con miras a la garantra: de la · libe'rtad. La distinción apunta 
igualmente a acer precisión sobre el uso de la e presión poder de 
policía, que n sentido estricto se refiere a /as ctividades de las 
autoridades o ·entadas al mantenimiento dél orden público. 

La labor de i dagación que realiza el poder regl mentario, a fin de 
asegurar la umplida ejecución de las leyes, es, como lo ha 
:sostenido la j risprudencia nacional un compleme to de éstas en la 
medida en q e las actualiza y las acomoda a la necesidades que 
las circunsta cías le impongan para su eficaz e ·ecución, y no un 
ejercicio de· i terpretación de los contenídos le islativos ni de su 
modo de e cuadrar las distintas situaciones jurídicas en los 
supuestos q e contiene, porque esta lab.or só o compete en el 
marco de la , presión de la división de '/os poden s del Estado, a la 
autoridad judi ia/6". 

..! • 

2.4. De los debere derivados de vivir érit¡Comunidad , ·~ 
. ). . ;. ~ . 
.. ::l. 

Nuestra Constituci n en su artículo·;,95'.señala taxativam nte que el ejercicio de 
los derechos y li ertades reconocidos en ella impli an responsabilidades, 
como la de cum lir nuestro ordenamiento jurídico, respetar los derechos 
ajenos y no abusa de los propios, obrar· conforme al rincipio de solidaridad 
social especialme te en situaciones de peligro a 1 vida o salud de las 
personas, etc. 

Nuestro máximo 6 ano de jurisdicción constitucional s refirió también a estos 
temas en una sent ncia7 de la cual hemos tomado los iguientes extractos: 

./ ·La vida en omunidad conlleva forzosamente 1 cumplimiento de una 
serie de de eres recf procos por parte de los a ociados, el primero de 
los cuales s el de respetar los derechos de os demás. De ello se 
desprende 1 consecuencia lógica de que el ho bre en sociedad no es 
titular de de echos absolutos, hi puede ejercer u derecho a la libertad 
de manera bsoluta; los derechos y libertades individuales deben ser 
ejercidos de tro de los parámetros de respeto al orden jurídico existente 
y a los valor s esenciales para la vida comunitari como son el orden, la 
convivencia pacífica, la salubridad pública, la m ral social, bienes todos 
estos prote idos en nuestro ordenamiento cons tucional. Por tal razón , 
dentro de u Estado social de derecho como el ue nos rige, el interés 

6 Corte Constitucional. S ntencia C~557/92. 

7 Corte Constitucional. S ntencia SU-476/97 
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individual o partí lar debe ceder al interés general, ue es prevalente 
en los términos e la Constitución Política. Todos lo ciudadanos pues, 
individual y cole tivamente, deben someterse en ejercicio de sus 
derechos y libert des a la normatividad establecida, lo cual implica de 
suyo el aceptar li itaciones a aquellos . 

./ La necesidad d mantener el Estado de derech en un clima de 
convivencia y ar onía. social, es lo que justifica que el ejercicio de las 
libertades de ca a persona, o de un grupo de e as, se encuentre 
·limitado por par metros . normativos reguladores d 1 comportamiento 
ciudadano. La C nstitución Política de 1991, adem. s de garantizar la 
efectividad de lo principios y derechos individuales, también garantiza 
la efectividad de os deberes ciudadanos y reconoce en el servicio a la 
comunidad y en la promoción de la prosperida general, valores 
esenciales del Es ado . 

./ Las restriccione a las libertades ciudadanas encu ntran fundamento 
en el concepto . d orden público, entendiendo por t 1, las condiciones 
mínimas de seg u id ad, tranquilidad, salubridad y mo alidad que ·deben 
existir en el seno de la comunidad para garantizar,e normal desarrollo 
de la vida en ociedad. Para :que estas condici nes minimas se 
cumplan es nece ario, por parte del Estado, a través de ·las respectivas 
autoridades, adel ntar una labor preventiva que las h ga efectivas . 

./ La conservación , el orden público implica la. adopci n, por parte de las 
autoridades, de ,. edidas que regulen el ejercicio e los derechos y 
libertades de lo gobernados.- Su ·:aplicación debe extenderse hasta 
donde el manten miento del bienestar general lo h ga necesario, con 
observancia de as condiciones mínimas de resp to a la dignidad 
humana y a los demás derechos fur.idamentales econocidos en la 
Constitución. Die as medidas, dictadas en ejercicio el llamado -"poder 
de policía", se materializan en normas de arácter na'cional, 
departamental o unicipal, abstractas, impersonale y objetivas, cuya 
finalidad, es ase urar el cumplimiento de los deb res sociales y el 
predominio de 1 solidaridad colectiva. En desarr llo de este poder 
de policía, la pro ia Carta Política y la ley, otorgan a las autoridades 
administrativas, en virtud del llamado "p der de policía 
administrativo", la reglamentación y ejecución e las normas, lo 
cual comprom te dos . aspectos específic s : la gestión 
administrativa e ncreta y la actividad de policía p opiamente· dicha, 
asignada a los uerpos uniformados a quienes les corresponde 
velar directame e por el mantenimiento del orde público, ª ' través 
de las acciones preventivas o represivas legalm nte reconocidas. 
(Negrillas de este Tribunal) 

olicía 

Al tratar sobre estos tem s, la H. Corte Constitucional ha die 0 8: 

8 Corte Constitucional. Sentenci C-432/96. 
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·./ El poder e policía propiamente dicho, e , en general y bajo 
circunstan ·as de normalidad,' Una atribución el órgano legislativo, 
pues sólo te está legitimado para imponer ímites a los derechos 
de los ciud danos. Sin embargo, en casos d excepción en materia 
de orden úblico o en condiciones de ormalidad mediante 
reglamenta iones, las autoridades administ tivas pueden ejercer 
también e te poder. Esto último, claro, iempre y cuando la 
Constitució no imponga una estricta rese a legal al límite del 
derecho en cuestión, caso en el cual éste no odrá ser regulado por 
la administ ción. (Negrillas fuera del texto origi al) 

( .. . ) 

La función e policía debe desarrollarse dent o del marco de la 
legalidad. egurar que ·este límite ·no sea fra queado ·es el fin 
último de g an parle de las normas del derec o administrativo 
y tambiém s el objetivo · que se ~pretende grar cuando se 
establece I posibilidad· de sometera tevis ón jurisdiccional 
las decisi nes de la .. administración. · e exige a la 
administra 'ón observar .· :lá4 mfJtivación ·· d sus actos, su 
publicidad, la garantía ~ de/!·' derecho ·· de •:-de ensa dentro del 
procedimie to que conducei.a -_'./a·ciecisíón, ·la coherencia entre 
la motiva ión · y la decisión, ·'. y la"·' roporcionalidad, 
razonabilid d y oporlunidad de la ·misma, entre otras. Así 
·mismo, s requiere. que · quien - toma I decisión esté 
específica ente autorizado para hacerlo. La actuaciones de 
la adminis ración tienen que -proteger garantizar los 
derechos fi ndamentales· de los administrad s. (Negrillas fuera 
del texto ori inal) 

( ... ) 

Las limitaci nes a la función de · policía ex luyen per se la 
, existencia.· e actos puramente discrecionales por parle de la 

administraci n en el ejercicio de la función de policía, lo que no 
excluye una cierta capacidad creadora, del funci nario competente 

. para decidir. Esto implica que la vieja distinción entre el acto puro 
reglado y el acto. puro discrecional, debe. aban onarse a favor de 

· una que pre ea que en ningún caso el funcionar, o puede apartarse 
de Ja lega/id d, sin que esa circunstancia haga e él un autómata. 
El acto es fí lado cuando la ley ha señalado a '/ administración en 
forma expn sa la forma en que debe actua de manera que 
producido u hecho, el supuesto o antecede te previs~o en Ja 
norma, la d cisión de la administración no pue e ser sino una. El 
poder discn ional, por el contrario, permite ese er la solución del 
asun_t~ den t. de distintas opciones, pero ello no uiere decir que la 
admm1strac1 n pueda actuar al margen de la ley pues Ja selección 
de esas a/te nativas posibles las consagra el mis o ordenamiento. 
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Y en otra sentencia, al eferirse concretamente al régimen onstitucional de la 
policía administrativa, lí ites y medios, dijo9 : 

./ " ... El orden públi o, ha dicho la Corte, Constitucio al, debe ser 
entendido como el conjunto de condiciones d seguridad, 
tranquilidad y sal bridad que permiten la prosperi ad general y 
el goce de los derechos humanosf*l. En una democracia 
constitucional es e marco constituye el fundamen o y el límite 
del poder· de poi cía, que es el llamado a mante er el orden 
público, orientad siempre en beneficio del goce lena de los 
derechos. En ese sentido, la preservación del orde público no 
puede lograrse mediante la supresión o restricción 
desproporcionad · de -las libertades públicas, p esto que 'el 
desafío de· la de acracia es permitir el más ampli y vigoroso 
ejercicio de las li ertades ciudadanasf*l.(Negrillas f era del texto 

·original) 
2. La jurisprudenci de esta Corte ha construido una d ctrina jurídica 
consistente sobre J s lf mites y Jos 'medios relativos al so del poder 
para el mantenimi nto del orden público. 
Sobre los lf mites, a señalado que, en un Estado soci I de derecho, 
el uso del poder c rrespondiente al mantenimiento del rden público 
está limitado por I s principios contenidos en Ja · Con titución y por 
aquellas finalidad s vinculadas a la preservación · ese orden 
(seguridad, salubri ad, tranquilidad), como condicione para el libre 
ejercicio de las libe ades democráticas. 
Con fundamento e ello ha señalado unos principios co stitucionales 
mínimos que go ieman los poderes de pólicf a e un Estado 
democrático de d recho. Estos poderes: (i) Están ometidos al 
principio de legali ad; (ii), su actividad .debe tender asegurar el 
orden público; ( "i) su é;Jctuación y las · medidas · adoptar se 
encuentran limitad s a Ja conservación y restablecimie to del orden 
público; (iv) las m didas que se tome , deben ser pro orcionales y 
razonables, y no p eden traducirse en la supresión ·a so/uta de -las 
libertades, o en u limitación ·desproporcionada; (v nó _pueden 
imponerse discrim aciones injustificadas a ciertos se tores; ·(vi) la 
medida policiva de e: recaer contra el perturbador del rden público, 
pero no contra q ·en . ejerce legalmente sus libertad s, y (vii) las 
medidas po/icivas se · encuentran sómetida a los cori espóndientes 
controles judiciale 1. · · · 
3. En cuanto a Jo medios se ha pronunciado · en el rítido que la 
preservación del orden público en beneficio de I s libertades 
democráticas, sup ne el uso de distintos medios a saber: (i) el 
establecimiento · de normas generales que limitan los erechos pa'ra 
preservar el ·arde público; (ii) la expedición · de act s normativos 
individua/es, dentn de Jos JI mi tes de esas normas ge erales; (iii) el 
despliegue de acti idades materiales, que incluyen el mpleo de la 
coacción y que se raduce en fa organización de cuerp s armados y 

9 Corte Constitucional. Sentenci C-117 de 2006. 
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funcionarios speciales a través de los cuales se 'ecuta Ja funciónrl . 

./ Con funda ento en ello la Corte Constitu ional, en numerosas 
sentenciasl , recogiendo la conceptualizaci n que ha realizado en 
tal sentido la Corte Suprema de · Justiciél*l, ha distinguido entre 
poder de olicía, . entendido ··como potest d de ·reglamentación 
general; fu ción de policía consistente en la estión administrativa 

. concreta d poder de policía, y actividad de p licía que comporta la 
'ejecución·c activa. (Negrillas fuera del texto ori inal) . 

Asf ha concfi ado la Corte la regla jurisprudencia/:' 
"En síntesis, e puede afirmar que Ja Corte ·const1 ucional frente a la 
función;de pr:i teger et.orden público tiene como cr, erio ,de distinción: 

El poder d po/icfa lo ejerce, de manera gene al,. el Congreso 
de la Re • blica por medio ·de ~ Ja expedició de · leyes que 
reglament n el ejercicio de Ja libertad cuando é te trasciende el 
ámbito pri ado e íntimo. Este poder también es ejercido en 
forma exc pcional, por el Presidente· efe· Ja R pública en los 
estados de guerra exterior, oqnmoaión interior y emergencia. 
La función e policfa ;es, ejercidq ~porias, autorid des de la rama 
ejecutiva ( omo Jos alcalde_s.- e inspectores) 'en umplimiento de 
competen ·as determinadas ponla ley:. , 
La activid d de -policía es , ejercida ._'por los 
Policía Na ional,;_ . que en cumplimiento de-, s 
mantener s condiciones necesarias para el 
derechos libertades públicas, aplican"· d 
legítimos ara prevenir y conjurar las a/terac 
púb_lico".f*J 

iembros de la 
obligación de 

if ercicio de los 
ersos - medios 
nes del orden 

./ 4. El poder e policía se caracteriza entonces . or su 'naturaleza 
normativa y orla facultad legítima de regula ión de ,/a libertad 
con actos , de carácter general, imperso al y · abstracto, 
orientados crear condiciones para._ ·/a · corivi encia . social, en 
ámbitos ord narios, y dentro de ·los término . de salubridad, 
seguridad y tranquilidad; públicas · que; lo· co ponen. (Negrillas 
fuera del text original). 
Esta facultad ermite limitar, en general, el. ámbi de las libertades 
públicas en u relación con objetivos de salub idad, seguridad y 
tranquilidad úblicas. Generalmente se encu ntra adscrita al 
Congreso de la República, órgano que debe ejefi erla dentro de los 
límites de la onstitución. 
5. Conviene saltar que sobre este particular la orle ha precisado 
que resulta oherente · con el Estado Social d Derecho que Ja 
regulación d los derechos y las .libertades públic s esté en cabeza 
del Congres . Su proteccion adecuada . supo e . que Jos actos 
estatales qu los afecten :estén rodeados d un conjunto de 
garantlas mi imas, entre ellas Ja relacionada co Ja necesidad de 
que cualquie limitación o restricción se establezc por medio de una 
ley adoptada or el órgano legislativo como expre ión de la voluntad 
popular. Es procedimiento democrático rime seguridad, 
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publicidad y tran arencia a (as ,decisiones adopt 
materia por el legi ador. A.dicion_almente ellas están s 
controles establee dos en la Constitución ' ~ fin de 
derechos fundame tales. 

as en esta 
etidas,a los 

proteger los 

6. La función d Policía, supeditada al poder de . olicía, es la 
gestión administra "va concreta del poder de policf a, e ercida dentro 
del marco impues por éste. Supone el ejercicio de ompetencias 
concretas asigna s por el poder de pollcf a a Ja autoridades 
administrativas de policfa. Su ejercicio corresponde en el nivel 

' ! 

nacional, al Presi ente de Ja República t~I como Jo establece el 
artículo 189-4 de Ja Constitución. En 1a;s entidade territoriales 
compete a los gob madores (Art. 330 CP).Y 9 Jos alca/ es (Art. 315-
2 CP), quienes ·ercen la función de policía dent o del marco 
constitucional, leg y reglamentario . 
Sobre la potestad ue implica la función de policf a pa la adopción 
reglamentaria de e ertas prescripciones de :alcance loe /, en relación 
con un tema en articular, dirigidas a un grupo specífico de 
personas (habita tes .y residente de Já localidad , y bajo Ja 
orientación de la C nstitución y Ja ley ha dicho la Corte: · 

"La concreción propia de esta función '.no sol mente se 
presenta en . a uellos eventos en los .cuales la autoridad 
administrativa s limita a Ja expedición de una /icen ·a y que se ·· 
contraen a la elación directa. entre !él. administ ción 'Y el 
"administrado" destinatario de la actuación, en at nción a la 
definición de un situación concreta y precisa; (.-.) la función de 
policf a también implica Ja adopción reglamentaria de ciertas 
prescripciones e alcance · local sobre un tema e particular 
dirigidas a un g po especffico de personas, y de lo habitantes 
y residentes e la localidad, . bajo la orienta 'ón de Ja 
Constitución, la ey y el -reglamento superior, de tal 
la autoridad de policfa local pueda actuar ante ·. ondiciones 
especfficas, ·se ún Jos términos que componen Ja noción de 
orden público p licivo y local; lo que le permite di ar normas 
que regulen a ellas materias con caracter regla entario y 
objetivd*1. 

7. De manera que Ja concreción propia de esta funció tiene varias 
manifestaciones. e presenta en aquellos eventos en los cuales la 
autoridad admin trativa ejerce su . relación irecta entre 
administración y ministrado, o destinatario de la act ación, como 
cuando se limita a expedir una licencia o a Ja defi ición de una 
situación concreta precisa . 

./ Desde otro ámb to, la función de policía implic también la 
adopción reglain ntaria de ciertas pret;cripcione de alcance 
local sobre un tema en particular,. dirigidas un _,grupo 
específico de pe sanas, o a los habitantes y res1 entes de la 
localidad, siempf bajo la orientación de la Constit ción, la ley y 
el reglamento su erior. Ello con el propósito de qu la autoridad 
de policía local pueda actuar ante . cond(ciones específicas, 
según los términ s que componen la noción de o den público 
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po/icivo y I cal, lo qu,e le permite dictar nor. as que regulen 
aquellas m terias .. con carácter reglatrient · rio y objetivo. 
(Negrillas fue del texto original) 
Esta función e policía supone el reconocimiento · e Ja imposibilidad 
del legislador de prever todas · 1as circunstancias acticas. Las leyes 
de po/icla p rmiten entonces un margen de ·· actuación a las 
autoridades dministrativas para su concreción Así, Ja forma y 
oportunidad ara aplicar a los casos partícula s. e/' limite de un 
derecho, coli sponde a normas o actos de cará ter administrativo 
expedidos de tro del marco legal por las autorida es administrativas 
competentes. ~ste configura el denominado "pode administrativo de 
policf a", que orresponde de manera más exacta a una "función o 
gestión admi istrativa de policía" la cual debe ser jercida dentro del 
marco señal do en la ley, y se concreta en Ja· expedición de 
disposiciones de car~cter singular tales cóino ó erres; . mandatos, 
prohibiciones, etd"l. · ¡ 
8. La Corte ha ten(do la · oportunidad de pron nciarse sobre el 
significado y Jcance1 de la función de poficíarl. n Ja sentencia C-
366 de 1996, señaló que esta·Jmpliaa ;Ja átribuci y el ejercicio de 
competencia concretas asighadas~'dff~·ordiri'ario eaiante el poder 
legislativo de policía a /as autoridades.·· administri tivas como son el 
Presidente d la República ji\ tqu(én . se'gÜn el \~a !culo' 189-4 de la 
Carta le com ete \11conservarten todo éf, territotio el orden- público"; 
los gobernad res ·(CP Art. 303) · y lb-s alcalde (CP Art. 315-2), 
quienes en · ·nivel local ejercen .:Ja función de policía ·dentro del 
marco constit ciona/, legal y reglarrientario. 
9. En síntes1 , el ejercicio -de/poder de policfa, través de la ley, 
delimita dere has constitucionales de manera ge eral y abstracta y 
establece las reglas legales que permiten su es ecífica ·y concreta 
limitación pari garantizar los elementos que com onen Ja noción de 
orden público policivo, mientras que a través de I función de policía 
se hacen cu plir'j urldicamente y a ··través : de ac os administrativos 
concretos, la disposiciones establecidas en las hi ótesis~ legales, en 
virtud del ejefi icio def:pader de policíaf*.'ºl. ' · 

"ctr. Sentencia C-024 d 1994, Fundamento 4.2, criterio reiterado, entre tras, en la sentencia C-251 de 
2002, Fundamentos 9 y s C- 825 de 2004, Fundamento 9. 
:cfr. C-825 de 2004, Mf'.l, odrigo Upriqmy Yepes. 
Cfr. C- 024 de 1994: Es os criterios han sido reiterados ulteriormente. er, por ejemplo, entre otras, la 
sentencia C-1444 de 200 , Fundamento 3º. 
·cfr. C- 825 de 2004.' 
·ver, entre otras, las sen ncias C-557 de 1992; C-024 de 1994; C-088 e 1994; C-226 de 1994; C-366 
de 1996; SU-476 de 199 ; C-110 de 2000; C-1410 de 2000: C-1444 de 00; C-790 de 2002; C-490 de 
2002; C-492 de 2002; 
·corte Suprema de Justic .·Sala Plena;)Sentencia.deabril 21 de 1982. M .. Manuel Gaona Cruz. 
·Corte Constitucional C- 2 de 1992, MP, Jaime Córdoba Triviño. 
:sentencia·c--825 de 200 , MP Rodrigo Uprymny Yepes. 
Cfr. Sentencia C-825' de 004. · · ' 
"En la Sentencia C-366 · e 1996 la Corte Constitucional .declaró .exequ ble el articulo ·· 111 del Código 
Nacional de Policla que ermite a_ lps reglamentos de policla local señal r zonas y fijar horarios para el 
funcionamiento de estab ecimientos donde se expendan bebidas alcoh licas, porque las funciones de 
policla comprenden la f ultad de "expedir actos normativos reglament ios que fijen disposiciones de 
conducta en el orden loe l. Actos normativos minimos ·dentro del marco e·. la Constitución y la ley.En la 
Sentencia C-11 O de 200 la Corte Constitucional declaró inexequible el numeral 1 del articulo 204 del 
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1 O. Finalmente, la ctividad de policía es la ejecución el poder y la 
función de po/icf a n un marco estrictamente material y no jurídico, 
corresponde a la ompetencia del uso reglado de la fuerza, y se 
encuentra necesa ·amente subordinada al poder y a a función de 
policía. 
11. Conforme a lo anterior, puede conc/uir ,la Corte q e el ejercicio 
del poder de palie a se realiza, de maner~ general, través de la 
expedición de la ey para delimitar derechos consti ucionales de 
manera general y bstracta, y establecer la$ reglas qu permiten su 
específica y concri ta limitación para garantizar el con rol del orden 
público; en tanto q e con la función de policfa se hace cumplir la ley 
por medio de acto administrativos y de ac;ciones polici as. 
De manera que, al como lo ha establecido la juris rudencia, la 
función de policía tribuida a Jos Alcaldes, como prim ra autoridad 
de policfa del m icipio (Art.315.2 Cf?), permite un determinado 
poder de reglam ntación de alcanc~ local, sobre un tema en 
particular, dirigido un ámbito específir;o de personas habitantes y 
residentes de Ja I calidad- según Jos términos que omponen la 
noción de orden p , blico local. Esta función se . debe e mplir bajo la 
orientación de la C nstitución, la Ley y el reglamento s erior". 

3. ANÁLISIS DEL CAS 

3.1.- La tensión entre d rechos y deberes 

Cuando se examinan la posiciones de las partes, lo primer que se encuentra 
es que mientras el acci nante aduce violación de unos dere hos (la libertad de 
locomoción y circulació por el territorio departamental; la i ualdad de trato; el 
derecho al trabajo así e mo la libre empresa y la libre compe encia económica), 
la administración aduc igualmente fundamentos constitu ionales y legales 

Código Nacional de Policía que facultaba al Comandante de Estación para exi ir promesa de residir en 
otra zona a la persona que fom ntara o protagonizara escándalqs, rir'las o pele s en sitio de expedición 
de bebidas alcohólicas hasta el unto de ser tenido en esos sitios como persona ndeseable. La norma se 
consideró inconstitucional porqu habilitaba a las autoridades para dispensar a 1 s personas un trato que 
no se compadece con su con ición de ser humano ni con .su dignidad, . y emás era una medida 
correctiva que no tenia límite en 1 tiempo.En la Sentencia C-1444de1000 la Co e Constitucional declaró 
inexequible el numeral 3 del a iculo 206 del Código Nacional de Policia, no ma que facultaba a los 
comandantes de policia y subes ción para imponer la presentación periódica an e el Comando de Policia 
a las personas que de ordinari deambulaban por las call.es en actitud de s pechosa inquisición de 
bienes o personas. Este numer 1 se considera contrario a ta Constitución porq e concedia facultades a 
las autoridades de policia para i poner medidas correctivas bajo criterios estrict mente subjetivos, con lo 
cual se permit!a la violación e derechos fundamentales como el debido oceso y la libertad de 
locomoción.En la Sentencia C-0 6 de 2001 la Corte Constitucional declaró inex uible los numerales 2 y 
3 del articulo 204 del Código aclonal de Policía los cuales conferian facult des al Comandante de 
Estación para exigir promesa d residir en otras zonas o barrios al que propina a amenazas a personas 
del barrio y al que por su condu ta depravada perturbará la tranquilidad de los v cines. Esta Corporación 
las consideró contrarias a la nstitución por violar el núcleo esencial del recho de circulación y 
residencia protegido por la Co stitución y por las normas . de derecho inte acional sobre derechos 
humanos ratificados por Colomb a, porque establecen una medida restrictiva de a libertad sin límite en el 
tiempo. 
'cfr. c. 282 de 2004. 
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para realizar la re tricción de transporte en el Decret 198 de 201 O y demás 
que lo modificaron. 

Y eso es apenas n tural pues nuestro ordenamiento jur dico, empezando por la 
Constitución, cons gra derechos pero igualmente es blece deberes de los 
ciudadanos y amb s tienen igual preponderancia pues enen la misma fuente y 
por lo mismo igual tratamiento y obligatoriedad. Y es q e, en un Estado Social 
de Derecho, . no ha derechos absolutos, pues ellos ter inan cuando empiezan 
los de los demás; tampoco se puede exigir derecho si corrélativamente no 
se ha cumplido co los deberes que le corresponden a ada ciudadano. 

De esas premisas con respecto al caso concreto, no esulta legítimo que los 
empresarios del tr nsporte, los del petróleo y demás a ividades legítimamente 
permitidas y patro in ad as por· nuestro ordenamiento jur dico, tengan patente de 
corzo para utilizar la vías secun·darias de Casanare, y en general las vías de 
todo el pais de un manera inadecuada, desproporcion da y causando no solo 
daños al patrimon público, y más· específicamente a las inversiones que se 
han hecho en rreteras para destruirlas, i busca do con ello única y 
exclusivamente el nimo de lucro o-ejerciendo la activi ad trasportadora. 

' ' . { 

Pero correlativam nte el Estado, llámese Nación, dep rtamento o municipio o 
entes descentraliz dos (INVIAS), tienen: el deber const tucional de adecuar las 
vias de acuerdo on las necesidades, para que los ransportadores puedan 
ejercer en forma gil y en las mejores condiciones 1 legítima actividad del 
transporte. 

Como se dijo, tan o los derechos como~ las obligacion s tienen igual fuente y 
obligatoriedad: Art ulos 24, 82, 95 1·339 siguientes y co cordantes de la C.N. 

De otra parte, el Congreso y las autoridadés admi istrativas, para casos 
concretos, tal co o quedó consignado en · las s ntencias · de la Corte 
Constitucional que parcialmente se trascribieron· al ini ar las consideraciones, 
tienen el poder - eber de policía, que en términos de dicho organismo se 
desarrolla en dos odalidades: 

./ Como p der de policía propiamente dicho, q e como regla general y 
bajo circun tancias de normalidad, e·s una atribución ·del órgano 
legislativo, ues sólo éste está legitimado par imponer límites a los 
derechos d los ciudadanos; pero que en casos e excepción en materia 
de orden público o en condiciones de normalidad mediante 
reglamenta iones, también corresponde a las autoridades 
administrati as, siempre y cuando que la Cons tución no imponga una 
estricta res rva legal al límite del derecho en c estión, caso en el cual 
éste no pod á ser regulado por la administración . 

./ Y la fun ión de policía que debe desarrollars dentro del marco de la 
legalidad, 1 cual debe permitir la posibilidad de someter a revisión 
jurisdiccion 1 las decisiones de la administr ción. Se exige a la 
administrac n observar la motivación de sus etas, su publicidad, la 
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garantía del dere ho de defensa dentro del procedim ento que conduce 
a la decisión, la coherencia entre la motivación y la decisión , y la 
proporcionalidad, razonabilidad y oportunidad de la . isma, entre otras. 
Así mismo, se re uiere que quien toma la decisión es é específicamente 
autorizado para acerlo y con ,la finalidad d~ proteg r y garantizar los 
derechos fundam ntales de los ·administrados. 

Así las cosas, al co trario de lo que afirma el de andante, de las 
argumentaciones hasta ahora expuestas resulta que 1 Gobernador de 
Casanare, como auto idad administrativa, y más con retamente como 
autoridad de tránsito qu le da el artículo 3 de la Ley 769 de 20-02, tiene el 
poder de policía y la función de policía para expedir reglamentaciones 
tendientes a preservar el orden público, que en los tér inos del máximo 
organismo de la jurisdi ción constitucional se caracteriza por su naturaleza 
normativa y por la facul ad legítima de regulación de la lib rtad con actos de 
carácter general, impers nal y abstracto, orientados a crear ondiciones para la 
convivencia social , en ámbitos ordinarios, y dentro de los términos de 
salubridad , seguridad y t anquilidad p.úblicas que lo compon 

De allí resulta que la in ompetencia- general para expedir edidas de policía 
aducidas por el actor, no se configura. 

3.2.- De la falsa motiva ión y la desviación de poder 

Atrás quedaron trascrit s, el Decreto No. 198 de 201 O en su totalidad y los 
demás en su parte pert nente y relevante para los efectos e esta sentencia. 
Por lo mismo a ellos nos remitimos en aras de la brevedad y a economía. 

En la demanda, adem ' s de la incompetencia del Gobern dor de Casanare 
para expedirlos se aduc falsa motivación y desviación de p der, sobre lo cual 
es pertinente señalar lo iguiente: 

a.- La falsa motivación debe probarse por quien la aduce y aquí ello no ha 
ocurrido por las siguient s razones: 

./ El marco con titucional y legal que soporta al D creta No. 198 de 
201 O también a 1 s demás decretos acusados son lo artícuios 82 y 84 
constitucionales y el 1 y 1'19 de la Ley 769 de 2002; y llos ex~sten . 

./ Por el hecho e que al accionante no le hayan e tregado copias de 
las acciones pop lares que cursan contra el Departa ento de Casanare 
o de las medidas autelares decretadas en ellas no p demos inferir falsa 
motivación de los actos demandados . 

./ De igual ·man ra existe y ,fue aportado al preces el estudio técnico 
de la Asociación e Ingenieros del Transportes yVías capítulo Casanare 
y él efectivamen evide,ncia el uso indebido de la vías de segundo 
orden por el tr nsito de cargas sobredimensiona as y número de 
vehículos que t nsifan superiores para ias que ueron diseñadas. 
Además, es un h cho notorio aquí en Casanare tal sit ación. 
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b.- La desviación e poder, tal como lo indica el ac ionante consiste en la 
discrepancia entre la finalidad perseguida por la norma jurldica que autoriza la 
adopción de la me ida con relación a la finalidad que t vo el servidor público al 
hacer uso de ese oder expidiéndola. También debe s r probada por quien la 
aduce. 

Aqul no fue demo rada, las apreciaciones y argument cienes del demandante 
sobre este aspect no son sino eso, pues no están soportadas en prueba 
regular y oportuna ente allegada al proceso. 

En consecuencia, stos dos motivos de nulidad tampoc pueden prosperar. 

3.3.- La falta: de a ecuación, necesidad, proporcion lidad y utilidad de las 
medidas adoptad 

No obstante no : estamos en· presencia de una acción de 
inconstitucionalida , consideramos eficaz para el c so concreto utilizar la 
técnica de ponder ción , balanceo o test usados por a Corte Constitucional, 
cuando están en j ego pluralidad de 'fines igualmente álidos, ·como ocurre en 
el presente caso: por una parte la protección del ercicio . de la actividad 
transportadora, y or otra la necesidad de proteger 1 s vías secundarias de 
Casa na re. ·· 

La Corte Constit cional ha dicho que está herram enta permite ponderar 
legitimidad, neces ad y urgencia de la medida fren e a la importancia del 
derecho conculca , para establecer si las diferenciaci nes que se hacen son 
razonables a la lu de la finalidad perseguida, para lo ual debe partirse de la 
existencia fáctica un trato desigual para de alll inferi a.- La existencia de un 
objetivo perseguid a través de ese trato desigual; La · validez de ese 
objetivo a la luz de la Constitución ; y la razonabilidad d 1 trato desigual, es decir 
la proporcionalida en los medios, en la necesidad de u ilización y entre medios 
y fin. Veamos: 

3.3.1.- Revisados os actos demandados, efectivamen se encuentra un trato 
desigual respecto el tránsito de vehlculos por las ca reteras secundarias de 
Casanare, pues la medida no se refiere a todos los ve ículos que· circulan por 
las vías secundari s de Casanare sino solo a algunos. n efecto: 

./ Por Decreto N . 198 de 201 O se resolvió: •Artículo Prim ro: Restringir el tránsito de 
vehlculos de rga de Tractocamiones (Vehlculos articula os) en las vfas de segundo 
orden dentro I territori9 del Departamento de Casanare ar término indefinido. 

Articulo Seg ndo: Podrán transitar por dichas vfas veh ufos rlgidos de carga 
máxima hast la mitad de su capacidad en peso, est control se realizará 
inicialmente e forma visual por parte de la policía de ·C rreteras, mientras se 
implementa u mecanismo técnico para el control de peso. ' 

./ Mediante Decre o No. 210 de 2010 se modificó el !decreto 198 del 11 de octubre 
de 2010, en el iguiente sentido: "ARTICULO PRIMERO: dlffquese el articulo 
primero del De reto 198 de/11 de octubre de 2010, el cu I quedará as/: 
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Articulo Primero: Re tringir el tránsito de vehfcu/os de tran orte de carga 
tractocamiones (vehfc os articulados) en las vías de segundo den dentro del 
territorio del Departam to de Casanare, por el periodo comprendí o entre el 21 de 
octubre de 2010 a las O .00 hasta el dfa 20 de noviembre de 2010 las 0.00 horas. 

ARTICULO SEGUND · Modlflquese el articulo segundo del DfJ reto 198del11 
de octubre de 2010 el ual quedará asl: 

Artículo Segundo: P drán transitar por dichas vfas vehículos '. gidos de carga 
hasta de tres ejes o bletroque de acuerdo a Ja designación é tablecida en la 
Resolución 4100 de 20 4 expedida por el Ministerio de Transporte. , . 

ARTICULO TERCERO Adición,ese el siguiente artículo al Dec eto 1·f>8 del 11 
de octubre de 2010. 

Articulo Tercero: Que an exentps del cumplimiento de Ja medida os vehfculos de 
carga que trasporten roductos ! perecederos y de primera nece idad, desechos 
sólidos de origen domi iliario y desechos /f quidos, semovientes, in umos químicos 
permitidos y demás pro uctos agroindustriales producidos en el De artamet;ito." 

./ A través del Decreto N . 212 de 201 O, se ordenó prorrogar en u mes la medida 
adoptada mediante el creto 0212 del 21 de octubre de 2010 . 

./ Y el Decreto Nd. 292 d 1 mismo año ordenó suspender y aplazar e cumplimiento y 
la ejecución de las didas adoptadas por los tres decretos a teriores, por el 
término de un (1) mes. 

Las medidas de restricc ón del transporte aludidas están vi entes, aunque al 
parecer nunca fueron ej cutadas, según lo manifestado po la apoderada del 
ente territorial mencion do. La misma conclusión se est blece cuando se 
examina el oficio del 20 e octubre de 201 O emitido por el O rector Nacional de 
Tránsito y transporte diri ido al Gobernador de Casanare (f!s. 6 a 58 c.2). 

Pero el hecho de que os decretos Nos. 198 y 21 O de 201 O hayan sido 
suspendidos y posterior ente no se hubiesen ejecutado no incide de ninguna 
manera para que pueda ser examinados por esta jurisdic. ión y para decidir 
sobre la nulidad impetra a. 

3.3.2.- Cuando se analiz la validez del objetivo propuesto or la .Gobernación 
de Casanare (preservar 1 s vías secundarias de este ente te ritorial) a la luz de 
la Constitución, se ene entra que tal finalidad está conte piada dentro de 
nuestro ordenamiento jur dico, específicamente en el articulo 82 de la C.N., que 
establece el deber de elar , por la protección de la inte ridad del espacio 
público, pues las vías ha en parte del mismo. 

3.3.3.- Pero cuando se naliza la razonabilidad del trato de igual dado por la 
Gobernación de Casana e al tránsito de vehiculos se encue tra que. la medida 
adoptada no cumple con los parámetros para poder consider rse válida a la luz 
de nuestra Constitución de la ley, como pasa a verse: . 
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a.- Al analizar la características del poder de poli la, citando a la Corte 
Constitucional, se dejó plasmado que las restric ones a las libertades 
ciudadanas encu ntran fundamento en el conce o de orden público, 
entendiendo por al , las condiciones mínimas de eguridad, tranquilidad, 
salubridad y mora idad que deben existir en el seno de la comunidad para 
garantizar el nor al :desarrollo de la vida ·en soci dad. Para que estas 
condiciones mlnim s se cumplan es necesario, por pa e del Estado, a través 
de las respectivas autoridades, adelantar una labor reventiva que las haga 
efectivas. Así mis o se indicó que acorde con los lin amientos de la misma 
corporación, la fun ión de policía implica también la ad pción reglamentaria de 
ciertas prescripcio es de alcance local sobre un tema n particular, dirigidas a 
un grupo específ o de personas, o a los habitan s y residentes de la 
localidad, siempre bajo la orientación de la Constitució , la ley y el reglamento 
superior. Ello con 1 propósito de que la autoridad de p licia local pueda actuar 
ante condiciones . speclficas, según los términ·os que omponen la noción de 
orden público poli ivo y local, lo que le permite dict r norrryas que regulen 
aquellas materias on carácter reglamentario y objetivo. ,J 

'· 
b.- La Ley 769 de 002 claramente-rs~ñala/que sólo las autorid~des de tránsito, 
dentro del territori de su jurisdicción, .podrán .. ordena el cierre temporal de 
vías, la demarcac ón de zonas; lq ·qoldé.:9cJór;t ·o re\jro de señales, o impedir, 
limitar o restringir 1 tráhsito o estádon'amiehfo de véh culos por determinadas 
vías o espacios pú licos (art. 119). 

Sin embargo, en e caso que nos ocupa,. el cierre de la vias de Casanare para 
tractocamiones ( hículos artiqulados), fue ipdefinid . Esto es, los actos 
demandados nos ajustan al principio de legalidad por sta razón . 

c.- Pero tampoco existe proporcionalidad en los medi s utilizados, si se tiene 
en cuenta que la edida restrictiva excluye a los ve !culos rígidos de carga 
hasta de tres ejes o dobletroque de acuerdo a la desig ación establecida en la 
Resolución 4100 2004 expedida por el Ministerio de Transporte; y también a 
/os vehículos de arga que trasporten productos pe ecederos y de primera 
necesidad, desee os sólidos de origen domiciliari y desechos líquidos, 
semovientes, insu os químicos permitidos y demás p duetos agroindustriales 
producidos en el O parlamento. 

Y decimos que no hay proporcionalidad en los medios utilizados para lograr el 
fin propuesto porq e si lo que se persigue es impedir el deterioro de las vías 
secundarias de C sanare, no resulta lógico ni jurídico ue se trate de diferente 
manera a los del ismo grupo (articulados), dependí do del tipo de carga o 
del origen depart ental de esta, pues esta diferenci ción negativa rompe el 
principio de iguald d, ya que 1 tonelada no deja de ser o, si se trata de comida, 
semovientes o ba uras; ni una que sea producida en Casanare pesa menos 
que otra originari del Metano. Por ende, ello evi ncia que se presenta 
también una trasg sión del principio de igualdad. 
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d.- Y en lo que conciern a la necesidad de utilizar la medid (restricción) para 
lograr el fin perseguido (preservación de las vías secund rias de easanare) 
tampoco resulta clara, p r las siguientes razones: 

./ Dijimos que el p der de policía y la función de licfa, además de 
someterse al rincipio de legalidad, debe s r eminentemente 
transitorio: duran e el tiempo estrictamente necesar o para conjurar el 
hecho que pertu ba la seguridad, tranquilidad, salu ridad y moralidad, 
según el caso. · 

./ También dijimos ue las autoridades .tienen el deber legal ·de garantizar 
los derechos de os ciudadanos, entre ellos la libert d de locomoción y 
circulación por 1 territorio departamental; la igu load de trato; el 
derecho al traba o así como la libre empresa y . la libre competencia 
económica. Y n se garantizan tales derechos c n ·una restricción 
selectiva e ind finida del tránsito de tractocami nes por las vías 
secundarias de asanare. Es más, dentro de las pr bas aportadas no 
se encuentran edidas efectivas para garantizar ta es derechos. Otra 
cosa sería, por e emplo, que la restricción fuera tem oral y mientras se 
realizan las co strucciones , y adecuaciones-· de ·1 s vías , según la 
programación e i versiones debidamente programad 

./ Por ende, tampo se cumple el requisito de la nece idad de la medida, 
de lo cual se infi re que no existe proporcionalidad o azonabilidad entre 
la medida adopt a y el fin perseguido. · 

Así las cosas, las razon s que acaban de exponerse son ás que suficientes 
para desestimar los pi nteamientos del Departamento d Casanare y para 
acoger parcialmente lo del · a~cionante y del Ministerio P, blico, dejando en 
claro que el Gobernado sí tiene poder y función de policí para adoptar las 
medidas que considere ertinentes en materia de orden púb ico por los motivos 
y bajo las circunstanc as indicadas en esta sentencia. Así mismo debe 
aclararse que la nulid d de .los decretos demandados deviene única y 
exclusivamente de los otivos planteados en la demanda q e prosperaron , los 
cuales han quedado ide tificados en la ratio decidendi de es a sentencia. 

4.-COSTAS 

La condena en costas f e otra pretensión de la demanda, 
señalarse que el artícul 171 del e.e.A., en la redacción q 
41 de la Ley 446 de 199 , expresamente excluye de la cond 
acciones públicas, nat raleza que tiene la presente acci 
consecuencia, se negar esta pretensión. 
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En mérito de 1 expuesto, el Tribunal Admini trativo de Casanare, 
administrando justi ia en nombre de la República y por utoridad de la ley, 

RESUELVE: 

PRIMERO: DECL RAR LA NULll!>AD de los Decret s Nos. 198, 210, 212 y 
292 de 201 O, to os emitidos por el Gobernador del Departamento de 
Casanare, por las zones indicadas en la parte consid rativa ~ 

SEGUNDO: NO C NDENAR en costas. 

TERCERO: ORO NAR el archivo del expediente c ando esta providencia 
quede en firme. D · ense las constancias de rigor. 

(Aprobado en Sala de la fecha, acta ) 

ÓPIESE, NOTÜ;ÍQUE 

os 
Magistrado 
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